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A. 
02-10-2008 
Cámara de Senadores. 
INICIATIVA con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. 
Presentada por el Ejecutivo Federal. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Justicia; de Salud; y de Estudios Legislativos, Segunda. 
Diario de los Debates, 2 de octubre de 2008. 

- El C. Secretario Cué Monteagudo: Se recibió oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite 
iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de 
Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. 

“C. PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES  
DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNION, 
PRESENTE 

Durante la última década, el narcotráfico se transformó de una forma particularmente grave para nuestro país; 
toda vez que hemos dejado de ser un país preponderantemente de producción y paso de drogas; ahora 
también se ha incrementado la venta al menudeo y el consumo ilícito de las mismas. 

Las organizaciones criminales han aprovechado la división de competencias en materia de investigación, 
persecución y sanción de este tipo de delitos, promoviendo el consumo de drogas principalmente entre 
jóvenes que aún no alcanzan incluso la mayoría de edad. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, dentro del Eje de Estado de Derecho y Seguridad, en el apartado 
de Procuración e Impartición de Justicia establece que en México se requieren leyes que ayuden a perseguir y 
encarcelar a los delincuentes y no permitir que ningún acto ilícito quede en la impunidad. 

En el Objetivo 4, denominado “Modernizar el sistema de justicia penal”, se prevé el diseño de más y mejores 
instrumentos para la impartición de justicia en los delitos asociados con la delincuencia organizada. Ese reto 
exige que las leyes e instrumentos con que cuenta el Estado para combatirlo se adecuen a la realidad. 

Asimismo, en el Objetivo 8 se planteó la necesidad de recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la 
convivencia social mediante el combate frontal y eficaz al narcotráfico y otras expresiones del crimen 
organizado.  

En dicho documento programático se establece que deberá implementarse una política integral que coordine 
esfuerzos y recursos de los tres órdenes de gobierno para el combate al narcomenudeo. 

En este sentido, los resultados del esfuerzo desplegado por el Gobierno Federal y de las entidades 
federativas para combatir el narcomenudeo no tiene precedentes. De manera conjunta, en el último año se 
logró la detención de 9,840 personas, el aseguramiento de 31,924 kilogramos de marihuana y 875 kilogramos 
de cocaína. Asimismo, se desmantelaron cinco laboratorios clandestinos y se eliminaron 1,147 centros de 
distribución. 

No obstante, los resultados preliminares de la última encuesta nacional contra las adicciones refleja datos 
preocupantes. En los últimos 6 años se incrementó el número de adictos a las drogas en el país en un 51%. 
De 2002 al 2008 el número de adictos se incrementó de 158,000 a 307,000. En ese mismo periodo el número 
de personas que probaron alguna vez droga subió de 3.5 millones a 4.5 millones, lo que representa 28.9% 
más. 

A fin de eficientar la labor del Estado en materia de combate al narcomenudeo se requiere de reformas 
legislativas que permitan determinar de manera clara la corresponsabilidad de los Gobiernos federal y de las 
entidades federativas para la prevención y el combate a la posesión, comercio y suministro de narcóticos; la 
tipificación y sanción de esas conductas delictivas; así como la determinación de mecanismos para el 
tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes.  
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Ante estas circunstancias, el Estado mexicano esta obligado a reorganizar todos sus esfuerzos para prevenir 
y combatir la posesión, comercio y suministro de narcóticos a través del gobierno federal y los gobiernos de 
las entidades federativas. 

A pesar de la gravedad del problema, se requiere otorgar certeza jurídica a los ciudadanos respecto de la 
intervención punitiva de las entidades federativas, al efecto, se establece que las autoridades de seguridad 
pública, procuración e impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades 
federativas, conozcan y resuelvan de los delitos o ejecuten las sanciones y medidas de seguridad cuando se 
trate de los narcóticos señalados en la “Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e 
Inmediato” prevista en la iniciativa, y la cantidad sea menor del resultado de multiplicar por mil la señalada en 
la misma tabla. 

Las drogas y cantidades señaladas en la tabla referida en la iniciativa son resultado del intercambio de 
experiencias por parte de la Dirección General de Servicios Periciales, de la Procuraduría General de la 
República, y el Centro Nacional contra las Adicciones, de la Secretaría de Salud, en los cuales se tomó en 
consideración principalmente las sustancias que han sido detectadas como de mayor consumo. 

Esta reforma permitirá incorporar el esfuerzo de las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia 
que tienen mayor cercanía con la sociedad afectada, así como un mayor número de elementos a su cargo en 
todo el país que las instituciones federales.  

Lo anterior, sin menoscabo de que la Federación pueda conocer de dichos ilícitos. 

En este caso, bastará que el Ministerio Público Federal solicite al Ministerio Público de las entidades 
federativas la investigación correspondiente para continuar las diligencias necesarias para ejercitar la acción 
penal a nivel federal. 

Esta situación es así, toda vez que en muchas ocasiones las actividades relacionadas con el narcomenudeo 
están estrechamente vinculadas con organizaciones delictivas que podrían rebasar las capacidades de las 
mismas instituciones estatales. 

Se trata de fortalecer la investigación y combate a este tipo de ilícitos, no debilitar la capacidad del Estado, por 
tanto, se plantea un esquema de competencias en el cual las entidades federativas podrán hacer frente a un 
problema que genera efectos devastadores en las comunidades pero que el marco jurídico limitaba su 
capacidad de respuesta, y cuando las características de dicho fenómeno delictivo lo amerite, podrá la 
Federación reforzar, a su vez, la reacción por parte del Estado mexicano. 

Además de la hipótesis antes referida en que la Federación conocerá de los delitos relacionados con 
narcomenudeo, se especifica en la iniciativa que también será competente la Federación para conocer de los 
delitos cuando la cantidad sea igual o mayor al resultado de multiplicar por mil las establecidas en la tabla 
arriba mencionada, al igual que cuando el narcótico no esté contemplado en la misma. 

Se establece la obligación para el Ministerio Público local de informar oportunamente al Ministerio Público de 
la Federación sobre el inicio de las averiguaciones previas, a efecto de que éste cuente con los elementos 
necesarios para, en su caso, solicitar la remisión de la investigación. 

La iniciativa propone sancionar tres conductas: comercio o suministro, aún gratuitamente del narcótico sin 
autorización; posesión del narcótico con la finalidad de comerciarlo o suministrarlo, aún gratuitamente, y la 
posesión simple del mismo. 

En razón de lo anterior, las reformas que se presentan a consideración de esa Soberanía definen con 
precisión la competencia de autoridades federales y locales a través la tabla antes citada. Así, la autoridad 
federal conocerá del delito cuando: a) la cantidad del narcótico exceda los límites de la tabla; b) el Ministerio 
Público Federal realice la solicitud de remisión del asunto al Ministerio Público local; o bien, c) el narcótico no 
se encuentre en la tabla de referencia. 
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Por lo que hace a la sanción de las conductas de narcomenudeo, se proponen reformas a la Ley General de 
Salud y al Código Penal Federal, estableciendo penas de cuatro a ochos años de prisión y de doscientos a 
cuatrocientos días multa a quien comercie o suministre narcóticos (aún de manera gratuita). 

Se aumenta la pena prevista si: a) la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para 
comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente; b) la conducta es cometida por servidores 
públicos encargados de prevenir, denunciar, juzgar y ejecutar las mismas conductas o que pertenezcan al 
sistema penitenciario, además de que se les destituirá e inhabilitará de su cargo; c) la conducta se comete en 
centros educativos, asistenciales, policiales, de reclusión o dentro de un espacio comprendido a menos de 
trescientos metros del límite de su colindancia; y e) la conducta es realizada por profesionistas, técnicos y 
personal relacionado con la salud. 

De igual forma, se precisa el no ejercicio de la acción penal cuando: a) la persona posea medicamentos que 
contengan narcóticos de los mencionados en la tabla, y por la naturaleza y cantidad de los mismos, se 
concluya que es el necesario para su tratamiento; b) la persona se encuentre en posesión de peyote u hongos 
alucinógenos cuando por la cantidad y circunstancias se presuma que serán utilizados en ceremonias, usos y 
costumbre indígenas; c) quien posea alguno de los narcóticos señalados dentro de los límites de la tabla, es 
decir para su consumo personal e inmediato, se somete y cumple voluntariamente el tratamiento médico 
respectivo para atender su farmacodependencia o en el caso de los no farmacodependientes, a los programas 
de prevención correspondientes que al efecto señale la autoridad sanitaria. 

Sin embargo, este beneficio no se aplicará cuando la posesión del narcótico se realice: a) por tercera o ulterior 
ocasión; b) en el interior de centros de educación, deportivos, parques públicos o privados de acceso público, 
o c) dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de la 
colindancia de los lugares señalados en el inciso anterior. 

Se dará seguimiento al cumplimiento de los programas de rehabilitación o prevención, en caso de que la 
persona no termine el programa se iniciará averiguación previa en su contra. 

Además de las sanciones previstas por la posesión, comercio o suministro de estupefacientes, se establece la 
obligación de las autoridades de sanitarias de brindar tratamiento médico respectivo para atender a 
farmacodependendientes y programas de prevención para el caso de los no farmacodependientes. 

Unicamente para fines de la investigación de los delitos de narcomenudeo, a efecto de lograr la detención del 
responsable y el aseguramiento del narcótico, el Titular del Ministerio Público Federal podrá autorizar a los 
agentes de la policía bajo su conducción y mando a que compren, adquieran o reciban algún narcótico. El 
Titular del Ministerio Público Federal podrá autorizar a los titulares de las entidades federativas para que 
empleen la misma técnica de investigación. 

El fenómeno del narcotráfico debe ser enfrentado por el Estado mexicano empleando todos los recursos a su 
alcance, otorgándole prioridad a los medios de prevención y atención a las adicciones, sin descuidar la 
organización de la estructura punitiva contra las organizaciones criminales que promueven el consumo de 
drogas entre nuestra juventud. 

Debemos cerrarle el paso a la delincuencia en todos los niveles, ya sea federal o de las entidades federativas, 
por el crimen organizado de gran escala, así como la delincuencia que se favorece del narcomenudeo en 
detrimento de la salud y seguridad de nuestras comunidades. 

El Congreso de la Unión ha abordado este tema con anterioridad y ha habido avances importantes, estoy 
seguro que la responsabilidad y compromiso de los representantes populares llevarán a cabo un análisis y 
discusión sobre este tema que es de importancia fundamental para nuestro país.  

Por las razones expuestas anteriormente, el Ejecutivo Federal a mi cargo, en ejercicio de la facultad que le 
confiere el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por conducto 
de esa Soberanía somete a la consideración del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente Iniciativa de 
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
LEY GENERAL DE SALUD, DEL CODIGO PENAL FEDERAL Y DEL CODIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES 

Artículo Primero. Se REFORMA la fracción XXIII del artículo 3; y se ADICIONA un apartado C al artículo 13, 
un párrafo segundo al artículo 192, un párrafo segundo al artículo 204, así como un Capítulo VII denominado 
“Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo”, al Título Décimo Octavo, con los artículos 473 a 
482, todos de la Ley General de Salud, para quedar como, sigue: 

Artículo 3.- En los términos de esta Ley, es materia de salubridad general: 

I.- a XXII.- ... 

XXIII.- La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa contra la 
farmacodependencia; 

XXIV.- a XXX.- ... 

Artículo 13.- La competencia entre la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general 
quedará distribuida conforme a lo siguiente:  

A. … 

B. ... 

C. Corresponde al Gobierno Federal y a los Gobiernos de las Entidades Federativas la prevención y el 
combate de la posesión, comercio y suministro de narcóticos. 

Artículo 192.- … 

La información que reciba la población deberá estar basada en estudios científicos y alertar de manera clara 
sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo de estupefacientes y psicotrópicos. 

Artículo 204 ... 

Las autoridades de seguridad pública de los tres órdenes de Gobierno participarán en la prevención y 
combate a las actividades de posesión, comercio o suministro de estupefacientes y psicotrópicos cuando 
dichas actividades se realicen en lugares públicos, y actuarán conforme a sus atribuciones. 

CAPITULO VII 

Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo 

Artículo 473.- Para los efectos de este capítulo se entenderá por: 

I. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajenación de algún narcótico; 

II. Farmacodependencia: Es el conjunto de fenómenos de comportamiento, cognoscitivos y fisiológicos, que 
se desarrollan luego del consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos de los previstos en los artículos 
237 y 245, fracciones I a III, de esta Ley; 

III. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a 
estupefacientes o psicotrópicos; 
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IV. Narcóticos: los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen esta Ley, 
los Convenios y Tratados Internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen las demás 
disposiciones legales aplicables en la materia; 

V. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están dentro del radio de acción y 
disponibilidad de la persona; 

VI. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de 
narcóticos, y  

VII. Tabla: la relación de narcóticos y la orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato 
prevista en el artículo 479 de esta Ley. 

Artículo 474.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de 
ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán y resolverán de los delitos o ejecutarán las 
sanciones y medidas de seguridad a que se refiere este Capítulo, cuando los narcóticos objeto de los mismos 
estén previstos en la tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 
multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla.  

Las autoridades federales conocerán de los delitos en cualquiera de los casos siguientes: 

I. La cantidad del narcótico sea igual o mayor a la referida en el primer párrafo de este artículo. 

II. El narcótico no esté contemplado en la tabla. 

III. Independientemente de la cantidad del narcótico el Ministerio Público de la Federación: 

a) Prevenga en el conocimiento del asunto, o 

b) Solicite al Ministerio Público del Fuero Común la remisión de la investigación. 

La autoridad federal conocerá de los casos previstos en las fracciones I y II anteriores, de conformidad con el 
Código Penal Federal y demás disposiciones aplicables. En los casos de la fracción III de este artículo se 
aplicará este capítulo y demás disposiciones aplicables. 

Para efecto de lo dispuesto en el inciso b) de la fracción III anterior, bastará con que el Ministerio Público de la 
Federación solicite a la autoridad competente de la entidad federativa, le remita la investigación 
correspondiente. Las diligencias desahogadas hasta ese momento por las autoridades de las entidades 
federativas gozarán de plena validez. 

El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a las autoridades de seguridad pública de las entidades 
federativas, le remitan informes relativos a la investigación de los delitos a que se refiere este Capítulo.  

El Ministerio Público de las entidades federativas deberán informar oportunamente al Ministerio Público de la 
Federación del inicio de las averiguaciones previas, a efecto de que éste cuente con los elementos necesarios 
para, en su caso, solicitar la remisión de la investigación en términos de la fracción III inciso b) de este 
artículo. 

En los casos a que se refiere el segundo párrafo de este artículo, el Ministerio Público del fuero común podrá 
practicar las diligencias de averiguación previa que correspondan y remitirá al Ministerio Público de la 
Federación, dentro de los tres días de haberlas concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que con ellas 
se relacione. Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se observarán las disposiciones relativas 
a la retención ministerial por flagrancia. 

Cuando El Ministerio Público de la Federación conozca de los delitos previstos en este capítulo podrá remitir 
al Ministerio Público de las entidades federativas la investigación para los efectos del primer párrafo de este 
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artículo, siempre que los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, y la cantidad de que se 
trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla. 

Si de las constancias del procedimiento se advierte la incompetencia de las autoridades del fuero común, 
remitirá el expediente al Ministerio Público de la Federación o al Juez del federal que corresponda, 
dependiendo de la etapa procesal en que se encuentre, a fin de que se continúe el procedimiento, para lo cual 
las diligencias desahogadas hasta ese momento por la autoridad considerada incompetente gozarán de plena 
validez.  

Artículo 475.- Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de doscientos a cuatrocientos días multa, a quien 
sin autorización comercie o suministre, aún gratuitamente, narcóticos previstos en la tabla, en cantidad inferior 
a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla. 

Cuando la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para comprender la relevancia de 
la conducta o para resistir al agente; o que aquélla fuese utilizada para la comisión de los mismos se aplicará 
una pena de siete a quince años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa. 

Las penas que en su caso resulten aplicables por este delito serán aumentadas en una mitad, cuando: 

I. Se cometan por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar, juzgar o ejecutar las 
sanciones por la comisión de conductas prohibidas en el presente Capítulo. Además, en este caso, se 
impondrá a dichos servidores públicos destitución e inhabilitación hasta por un tiempo igual al de la pena de 
prisión impuesta; 

II. Se cometan en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o dentro del espacio 
comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de la colindancia del mismo 
con quienes a ellos acudan, o  

III. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal relacionado con las disciplinas 
de la salud en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esta situación para cometerlos. En este caso se 
impondrá, además, suspensión de derechos o funciones para el ejercicio profesional u oficio hasta por cinco 
años. 

Artículo 476.- Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a trescientos días multa, al que posea 
algún narcótico de los señalados en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las 
cantidades previstas dicha tabla, sin la autorización correspondiente a que se refiere esta Ley, siempre y 
cuando esa posesión sea con la finalidad de comerciarlos o suministrarlos, aún gratuitamente. 

Artículo 477.- Se aplicará pena de diez meses a tres años seis meses de prisión y hasta ochenta días multa al 
que posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar 
por mil las previstas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta Ley, cuando por las circunstancias 
del hecho tal posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aún 
gratuitamente. 

No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea medicamentos que contengan alguno 
de los narcóticos previstos en la tabla, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales 
de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el 
tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los 
tiene en su poder. 

Artículo 478.- El Ministerio Público no ejercitará acción penal por el delito previsto en el artículo anterior, en 
contra de quien posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, en la misma cantidad o inferior a la 
prevista en dicha tabla, si el inculpado se somete y cumple voluntariamente el tratamiento médico respectivo 
para atender su farmacodependencia o en el caso de los no farmacodependientes a los programas de 
prevención correspondientes que al efecto señale la autoridad sanitaria. 

En caso de que el inculpado declare su voluntad de sujetarse a este beneficio, el Ministerio Público lo remitirá 
con la autoridad sanitaria correspondiente. 
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La autoridad sanitaria determinará el tratamiento o el programa al cual deba de someterse el inculpado y le 
señalará a éste las diversas instituciones de salud que se encuentren certificadas para cumplimentarlo. 

La determinación del tratamiento o programa y la elección de la institución correspondientes se notificarán al 
Ministerio Público por la autoridad sanitaria. 

Dentro de los dos días siguientes a que concluya el tratamiento o el programa, o cuando el inculpado 
incumpla con el mismo, la autoridad sanitaria deberá notificar tal situación al Ministerio Público. 

La sujeción al tratamiento o programa respectivo suspende el plazo para la prescripción de la acción penal por 
el tiempo que ello dure, y en caso de que el probable responsable incumpla con el mismo, se reanudará el 
procedimiento y el Ministerio Público podrá ejercitar acción penal. En caso de que cumpla con el tratamiento o 
programa se extinguirá la acción penal y se decretará el no ejercicio de la misma.  

No se aplicará el beneficio a que se refiere este artículo cuando la posesión del narcótico se realice: 

I. Por tercera o ulterior ocasión; 

II. En el interior de centros de educación, deportivos, parques públicos o privados de acceso público, o  

III. Dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de la 
colindancia de los lugares señalados en el inciso anterior. 

Si el inculpado además de adquirir o poseer los narcóticos señalados en la tabla, en la misma cantidad o 
inferior a las previstas en dicha tabla, comete cualquier delito contra la salud, se le consignará, sin perjuicio de 
que intervenga la autoridad sanitaria competente para su tratamiento o programa de prevención. 

El Ministerio Público que conozca del asunto deberá dar aviso de la aplicación de las excusas absolutorias o 
la suspensión del procedimiento, ambas previstas en este capítulo, en su caso, al Ministerio Público de la 
Federación y del resto de las entidades federativas. 

Artículo 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico está destinado para su estricto e 
inmediato consumo personal, cuando la cantidad del narcótico, en cualquiera de sus formas, derivados o 
preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente:  

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato 
Narcótico Dosis máxima de consumo personal e inmediato 
Opio 2 gr. 
Diacetilmorfina o Heroína 50 mg. 
Cannabis Sativa, Indica o 
Mariguana 

2 gr. 

Cocaína 500 mg 
Lisergida (LSD) 0.015 mg. 

Polvo, granulado o cristal Tabletas o cápsulas MDA, Metilendioxianfetamina 
40 mg. Una unidad con peso no mayor a 200 mg. 

MDMA, dl-34-metilendioxi- 
n-dimetilfeniletilamina 

40 mg. Una unidad con peso no mayor a 200 mg. 

Metanfetamina 40 mg. Una unidad con peso no mayor a 200 mg. 

Artículo 480.Los procedimientos penales y, en su caso, la ejecución de las sanciones por delitos a que se 
refiere este capítulo, se regirán por las disposiciones locales respectivas, salvo en los casos del destino y 
destrucción de narcóticos y la clasificación de los delitos como graves para fines del otorgamiento de la 
libertad provisional bajo caución, en los cuales se observarán las disposiciones del Código Federal de 
Procedimientos Penales. 

Se califican como delitos graves los previstos en los artículos 475 y 476 de este capítulo. 
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Artículo 481.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto identifique que una 
persona relacionada con un procedimiento es farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su 
caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tratamiento que 
corresponda. 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente. 

Para la concesión de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no 
se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a que se le haya considerado 
farmacodependiente, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico 
correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora. 

Artículo 482.- Los inmuebles en los que se realicen las conductas previstas en los artículos 475 y 476 de este 
capítulo se consideran como instrumentos del delito para fines de aseguramiento y los efectos legales 
aplicables. 

Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento que el propietario, poseedor, arrendatario o usufructuario de 
un establecimiento de cualquier naturaleza lo empleare para realizar cualquiera de las conductas sancionadas 
en el presente Capítulo o que permitiere su realización por terceros, informará a la autoridad administrativa 
competente para que, en ejercicio de sus atribuciones, realice la clausura del establecimiento, sin perjuicio de 
las sanciones que resulten por la aplicación de los ordenamientos correspondientes. 

Lo mismo se observará respecto de los delitos de comercio, suministro y posesión de narcóticos previstos en 
los artículos 194, fracción I, 195 y 195 bis del Código Penal Federal. 

Artículo Segundo. Se REFORMAN los artículos 195, 195 bis y 199; y se ADICIONAN los párrafos tercero y 
cuarto a la fracción I del artículo 194, todos del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 194.- Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien hasta quinientos días multa al que: 

I.- ... 

… 

Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la 
tenencia de narcóticos. 

El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, perseguidos y, en su caso sancionados por 
las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos 
del artículo 474 de dicho ordenamiento. 

II.- a IV.- ... 

… 

Artículo 195.- Se Impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos cincuenta días multa, al 
que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización correspondiente a que se 
refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de realizar alguna de las 
conductas previstas en el artículo 194, ambos de este Código. 

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades del 
fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de 
dicho ordenamiento. 

Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en el artículo 479 de la Ley 
General de Salud, en cantidad igual o superior a la que resulte de multiplicar por mil las ahí referidas, se 
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presume que la posesión tiene como objeto cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 194 de 
este Código. 

Artículo 195 bis.- Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de alguno de los narcóticos señalados 
en el artículo 193, sin la autorización a que se refiere la Ley General de Salud, no pueda considerarse 
destinada a realizar alguna de las conductas a que se refiere el artículo 194, se aplicará pena de cuatro a 
siete años seis meses de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días multa. 

El Ministerio Público Federal no procederá penalmente por este delito en contra de la persona que posea:  

I. Medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos 
especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios 
para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de 
quien los tiene en su poder. 

II. Peyote u hongos alucinógenos, cuando por la cantidad y circunstancias del caso pueda presumirse que 
serán utilizados en las ceremonias, usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas, así 
reconocidos por sus autoridades propias. 

Para efectos de este capítulo se entiende por posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos 
están dentro del radio de acción y disponibilidad de la persona. 

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades del 
fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de 
dicho ordenamiento. 

Artículo 199.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto conozca que una 
persona relacionada con algún procedimiento por los delitos previstos en el artículo 195 o 195 bis, es 
fármacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias 
competentes, para los efectos del tratamiento que corresponda. 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente.  

Para la concesión de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no 
se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en 
todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo 
vigilancia de la autoridad ejecutora. 

Artículo Tercero. Se REFORMAN las fracciones IV y V del artículo 137; el inciso 12 de la fracción I y la 
fracción XV del artículo 194; los artículos 523, 526 y 527; se ADICIONA una fracción VI al artículo 137, un 
artículo 180 bis; se DEROGAN los artículos 524 y 525, todos del Código Federal de Procedimientos Penales, 
para quedar como sigue: 

Artículo 137.- El Ministerio Público no ejercitará la acción penal: 

I.- a III.- ... 

IV.- Cuando la responsabilidad penal se halla extinguida legalmente, en los términos del Código Penal; 

V.- Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el inculpado actuó en circunstancias 
que excluyen la responsabilidad penal, o  

VI. En los demás casos que señalen las leyes. 

Artículo 180 bis.- Tratándose de los delitos de narcomenudeo previstos en los artículos 475, 476 y 477 de la 
Ley General de Salud, para fines de investigación el Titular del Ministerio Público de la Federación podrá 
autorizar que agentes de la policía bajo su conducción y mando compren, adquieran o reciban la transmisión 
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material de algún narcótico para lograr la detención del probable responsable del comercio o suministro de 
narcóticos o de la posesión de los mismos con dichos fines y el aseguramiento correspondiente. 

El Titular del Ministerio Público de la Federación o el servidor público que al efecto designe podrá autorizar, 
caso por caso, a los titulares del Ministerio Público de las entidades federativas para que, por conducto de sus 
policías, empleen las técnicas de investigación a que se refiere el párrafo anterior. 

Una vez expedida la autorización a que se refieren los párrafos precedentes, el Ministerio Público de la 
Federación y, en su caso, el Ministerio Público de las entidades federativas, deberá señalar por escrito en la 
orden respectiva los lineamientos, términos, limitaciones, modalidades y condiciones a los que debe sujetarse 
el agente o agentes de la policía que deberán ejecutar la orden. 

En las actividades que desarrollen el o los policías que ejecuten la orden se considerará que actúan en 
cumplimiento de un deber, siempre que su actuación se apegue a los lineamientos, términos, modalidades, 
limitaciones y condiciones a que se refiere el párrafo anterior. 

El Ministerio Público de la Federación deberá dar aviso de la autorización prevista en el primer párrafo de este 
artículo al Ministerio Público de las entidades federativas en las que se ejecute la orden respectiva. 

Artículo 194.- Se califican como delitos graves, para todos los efectos legales, por afectar de manera 
importante valores fundamentales de la sociedad, los previstos en los ordenamientos legales siguientes:  

I.- ... 

1) a 11)... 

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte 
primera del párrafo tercero. 

13) a 35). ... 

II. a XIV. ... 

XV. De la Ley General de Salud, los previstos en las fracciones I, II y III del artículo 464 Ter, y en los artículos 
475 y 476. 

XVI. ... 

… 

CAPITULO III 

De los farmacodependientes 

Artículo 523.- El Ministerio Público al iniciar la averiguación previa, dará aviso a la autoridad sanitaria 
correspondiente, cuando un farmacodependiente cometa un delito, a fin de que dicha autoridad intervenga en 
los términos de las disposiciones aplicables, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 199, segundo párrafo, del 
Código Penal Federal.  

Artículo 524.- Derogado. 

Artículo 525.- Derogado. 

Artículo 526.- Si el inculpado además de adquirir o poseer los estupefacientes o psicotrópicos necesarios para 
su consumo personal, comete cualquier delito contra la salud, se le consignará, sin perjuicio de que intervenga 
la autoridad sanitaria competente para su tratamiento o programa de prevención. 
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Artículo 527.- Cuando exista aseguramiento de estupefacientes o psicotrópicos, el Ministerio Público o el juez 
solicitarán la elaboración del dictamen pericial correspondiente a la autoridad competente, sobre los 
caracteres organolépticos o químicos de la sustancia asegurada. Este dictamen cuando hubiere detenido, 
será rendido a más tardar dentro del plazo de setenta y dos horas a que se refiere el artículo 19 constitucional. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor tres meses después al día de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

La Federación, las entidades federativas y los municipios contarán con el periodo comprendido entre la 
publicación del presente Decreto y su entrada en vigor, para realizar las acciones necesarias, según sea el 
caso, a fin de proveer el debido cumplimiento del mismo. 

SEGUNDO.- Los procedimientos penales que se estén substanciando a la entrada en vigor del presente 
Decreto se seguirán conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos. 

TERCERO.- A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el presente Decreto con 
anterioridad a su entrada en vigor, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán aplicables las 
disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido. 

CUARTO.- Las autoridades competentes financiaran las acciones derivadas del cumplimiento del presente 
Decreto con los recursos que anualmente se prevean en el Presupuesto de Egresos de la Federación, sin 
menoscabo de los recursos que para tales efectos aporten las entidades federativas. 

QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

Reitero a Usted, ciudadano Presidente de la Cámara de Senadores, la seguridad de mi consideración más 
atenta y distinguida.  

Palacio Nacional, a 30 de septiembre de 2008. 

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCION. 
EL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

FELIPE DE JESUS CALDERON HINOJOSA”. 

- El C. Presidente González Morfín: Túrnese a las Comisiones Unidas de Justicia; de Salud; y de Estudios 
Legislativos, Segunda para su análisis y dictamen correspondiente. 

Pasamos al siguiente asunto. 
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B. 
09-10-2008 
Cámara de Senadores. 
INICIATIVA con proyecto de decreto para reformar, adicionar y derogar diversas disposiciones de la Ley 
General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. 
Presentada por el Senador René Arce Islas, del grupo parlamentario del PRD. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Justicia; de Salud; de Seguridad Pública; y de Estudios Legislativos, 
Segunda. 
Diario de los Debates, 9 de octubre de 2008. 

INICIATIVA con proyecto de decreto para reformar, adicionar y derogar diversas disposiciones de la 
ley general de salud, del código penal federal y del código federal de procedimientos penales 

(Presentada por el C. Senador René Arce Islas, del grupo parlamentario del PRD) 

- El C. Senador René Arce Islas: Gracias, compañeras y compañeros Senadores: 

Muchos de los que ahora compartimos esta legislatura éramos Diputados federales cuando el 25 de abril de 
2006 aprobamos por unanimidad una minuta del Senado de la República que reformaba la Ley General de 
Salud, el Código Penal Federal y el Código Federal de Procedimientos Penales. 

Amigos y colegas entre los que se encontraban el Senador Francisco Arroyo Vieyra y el Senador José 
González Morfín, votaron a favor, así como otras y otros legisladores que ahora están en la Junta de 
Coordinación Política de este Senado, o cumplen la función de Secretario de Salud del actual gobierno 
federal, como el doctor José Angel Córdoba Villalobos.  

El espíritu de dicha aprobación era construir opciones diferentes a la punición que ha sido la respuesta 
tradicional del Estado mexicano ante la farmacodependencia y el consumo de narcóticos.  

Nuestra visión no fue compartida por los gendarmes del universo, que todavía dictan las políticas de 
seguridad hemisférica y antidrogas en unos pocos países de nuestro continente. Y lamentablemente su veto 
fue asumido por el mismo Ejecutivo Federal, que nos había propuesto dicha reforma, por cierto ese gendarme 
al que tanto se le alaba, hoy está demostrando su incapacidad, incluso en materia económica.  

No hay en nuestro país una política antidrogas que se sustente en la prevención del consumo y de la 
farmacodependencia y su rehabilitación, sino el seguimiento fiel a la política antidrogas de los Estados Unidos 
que aun destina un porcentaje mayor al 65% del presupuesto federal a la persecución y punición, y solamente 
aproximadamente 30 ó 35% para la prevención.  

Las cifras de la propuesta de Presupuesto de Egresos de la Federación 2009, entregado por el Ejecutivo 
Federal a la Cámara de Diputados en donde se aumenta ostensiblemente el presupuesto para las áreas de 
seguridad pública, defensa, procuración de justicia, y se disminuye el presupuesto de las áreas sociales, son 
muestra palpable de la misma concepción policíaca y autoritaria.  

Se insiste en priorizar el combate a la oferta callejera de narcóticos en lugar de atacar con toda la fuerza del 
Estado el consumo a través de campañas masivas de prevención.  

Esta política ha demostrado su fracaso, lo cual se evidencia, por un lado, el incremento de la actividad 
delictiva y la violencia de las bandas del crimen organizado que disputan el poder, y el control de territorios en 
un abierto e inédito desafío al Estado, y por otro lado, en el fracaso de la estrategia punitiva expresada en el 
incremento significativo del consumo de estupefacientes y psicotrópicos en nuestro país, sobre todo por parte 
de los jóvenes, tal y como muestran los resultados de la Encuesta Nacional de Adicciones 2008.  

La experiencia internacional, sobre todo la europea, demuestra también lo herrado de esta política. 
Compartimos, como lo demostramos con la aprobación del Decreto que no vetaron, la necesidad de dar un 
combate más eficaz al narcotráfico en su modalidad de narcomenudeo, actividad delictiva que lacera en lo 
más profundo las redes sociales y familiares de nuestra sociedad, y al sector más vulnerable de la misma que 
son las niñas, niños y jóvenes.  
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Por lo que consideramos importante avanzar hacia las reformas que permitan la concurrencia de facultades 
para prevenir, investigar, perseguir y sancionar el delito de narcomenudeo.  

Sin embargo, no compartimos la tesis que se revive ahora de criminalizar a los jóvenes que consumen drogas 
ilegales bajo el pretexto de combatir el narcomenudeo, por el contrario, insistimos que es indispensable 
priorizar la prevención del consumo y el tratamiento de los farmacodependientes, más que reprimirlos y 
hacerlos víctimas de extorsiones por parte de policías, agentes del Ministerio Público y juzgadores, como 
actualmente ocurre.  

Convoco a todos mis compañeros Senadores y Senadoras a entrar al análisis de los resultados de la 
Encuesta Nacional de Adicciones 2008 para que veamos con toda claridad que ni los consumidores ni los 
adictos deben ser sujetos de persecución policíaca, porque esto significaría que cientos de miles de jóvenes 
sean clasificados por el sistema penal como enfermos adictos o como delincuentes graves.  

La línea que divide al consumidor o adicto del narcomenudista, es ambigua y, por tanto, al ser aplicada con 
discrecionalidad por autoridades policíacas y judiciales, una política restrictiva, se abre la puerta para todo tipo 
de arbitrariedades, injusticias y violaciones a los derechos civiles, de consumidores y adictos.  

La iniciativa con proyecto de Decreto que presento a la consideración de esta Soberanía, rescata el espíritu 
que nos animó a aprobar la anterior reforma que nos fue vetada, esencialmente por la DEA, y el 
Departamento de Estado del vecino país del norte, a la pluralidad que representamos.  

Su contenido se fundamenta sobre cinco ejes que dan sustento a un paradigma moderno, preventivo, eficaz, 
progresista y democrático contra el narcotráfico en su modalidad de narcomenudeo, y que en su expresión 
máxima significaría la regulación del narconegocio en todas sus etapas como única política real que aplicada 
internacionalmente acabaría con la violencia criminal y las redes de corrupción e impunidad que protegen a la 
delincuencia organizada y los cárteles de la droga, por ello proponemos:  

Uno. Priorizar la prevención sobre la punición para actuar sobre las causas y no sólo sobre los efectos, el 
compromiso con la prevención tiene que expresarse en el presupuesto.  

Dos. No criminalizar ni al consumidor ni al farmacodependiente, porque debemos abordar este fenómeno 
como un problema social de salud pública, y no desde las perspectivas policiales y judiciales.  

Tres. Tratamiento y rehabilitación médica y psicológica a lo adictos, así como generar opciones viables para 
su efectiva reinserción social.  

Cuatro. Nuevamente dotar de facultades de prevención, investigación, persecución y sanción del delito de 
narcomenudeo a las autoridades de las entidades federativas.  

Y cinco. Construir una política pública integral para combatir al narcotráfico y las redes delincuenciales que se 
cobijan en él. Estos ejes estratégicos se encuentran contenidos en la iniciativa con proyecto de Decreto que 
hoy presento ante el Pleno de esta Soberanía, para reformar, adicionar y derogar diversas disposiciones de la 
Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales, en materia 
de salubridad general para la farmacodependencia en materia de narcomenudeo.  

Solicito respetuosamente, señora Presidenta, se incluya el texto íntegro de la iniciativa en el Diario de los 
Debates, y ésta sea turnada también a la Comisión de Seguridad Pública para que sus integrantes 
participemos en las comisiones unidas que analizarán y aprobarán el dictamen respectivo.  

Es cuanto, señora Presidenta. 

(Aplausos) 

Iniciativa 
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“SENADOR GUSTAVO MADERO 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
SENADO DE LA REPUBLICA 
PRESENTE. 

ME PERMITO PRESENTAR ANTE EL PLENO DEL SENADO LA INICIATIVA CON PROYECTO DE 
DECRETO PARA REFORMAR, ADICIONAR Y DEROGAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES EN MATERIA DE SALUBRIDAD GENERAL PARA LA FARMACODEPENDENCIA Y EN MATERIA 
DE NARCOMENUDEO BAJO LA SIGUIENTE 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

La punición ha sido la respuesta típica y generalizada del Estado mexicano ante el problema de la 
farmacodependencia y del consumo de narcóticos. En la actual normatividad, se deja al juzgador la 
determinación discrecional de penalizar a quien se le encuentra en posesión de algún narcótico, y lo que ha 
generado es un esquema de criminalizar el consumo de estupefacientes y psicotrópicos ilegales.  

No hay una política antidrogas de prevención del consumo y la farmacodependencia, sino el seguimiento fiel a 
la política antidrogas de los Estados Unidos que destina casi 70 por ciento del presupuesto federal a la 
persecución y punición y solamente un escaso 30 por ciento para la prevención del consumo. Las cifras de la 
propuesta de Presupuesto de Egresos de la Federación 2009 entregado por el Ejecutivo Federal a la Cámara 
de Diputados en donde se aumenta ostensiblemente el presupuesto para las áreas de seguridad pública, 
defensa, procuración de justicia, y se disminuye el presupuesto de las áreas sociales son muestra palpable de 
lo anterior.  

Se persiste en combatir la oferta de narcóticos en lugar de prevenir el consumo de los mismos. Esta política 
ha demostrado su fracaso en el aumento del consumo, como se ha hecho evidente en los resultados de la 
encuesta Nacional de Adicciones 2008 presentada recientemente por el secretario de Salud, Dr. José Angel 
Cordova; y en las consecuencias de la “guerra” como política de gobierno que unilateralmente se le declaró al 
crimen organizado, especialmente al narconegocio, y que han colocado a nuestro país en situaciones de 
violencia criminal nunca antes vistas. 

Esta concepción fallida, con la Iniciativa de Decreto por la que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos 
Penales, enviada al Senado el pasado 2 de octubre por el Ejecutivo Federal, pretende ser respaldada 
jurídicamente. 

Compartimos la necesidad de dar un combate más eficiente al narcotráfico en su modalidad de 
narcomenudeo que lacera en lo más profundo las redes sociales y familiares de nuestra sociedad y al sector 
más vulnerable de la misma que son las niñas, niños y jóvenes, por lo que creemos importante avanzar hacia 
las reformas que permitan la concurrencia de facultades para prevenir, investigar, perseguir y sancionar el 
delito de narcomenudeo, y creemos que las propuestas que estaban contenidas en la Iniciativa de Decreto 
que se aprobó por el Congreso de la Unión el 27 de abril de 2006, vetada por la Drug Enforcement 
Administration (DEA por sus siglas en inglés) y Vicente Fox, permitían dotar a las autoridades federales y 
locales de dichas facultades.  

Sin embargo, no compartimos que criminalizar a los jóvenes que consumen narcóticos sea una medida que 
permita combatir realmente al flagelo del narcomenudeo. Es necesario priorizar la prevención del consumo y 
el tratamiento de los farmacodependientes, más que reprimirlos y hacerlos víctimas de las extorsiones por 
parte de policías, agentes del ministerio público y juzgadores, como actualmente ocurre. 

El combate al narcomenudeo es un buen pretexto para criminalizar el consumo y, por ende, a los adictos, 
quienes no deben ser sujetos de persecución policíaca sino de tratamiento médico, psicológico y social. La 
línea que divide al consumidor o adicto del narcomenudista es ambigua y, por tanto, al ser aplicada con 
discrecionalidad por autoridades policíacas y judiciales se abre la puerta para todo tipo de arbitrariedades, 
injusticias y violaciones a los derechos civiles de consumidores y adictos. 
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Entre las diversas estrategias fallidas que la Procuraduría General de la República (PGR) ha instrumentado 
contra el crimen organizado desde el sexenio pasado, ha estado la de priorizar “el combate contra el 
narcomenudeo”. Así, el 3 de octubre de 2005, el entonces titular de esta institución Daniel Cabeza de Vaca 
Hernández declaró al diario “La Jornada” lo siguiente: "el narcotráfico de gran escala no es problema de 
seguridad nacional; creo que lo más grave es el narcomenudeo, y por ello los tres niveles de gobierno 
debemos convocar a la sociedad para trabajar juntos contra este flagelo". 

El sucesor de Cabeza de Vaca en la PGR, Eduardo Medina-Mora ha hecho declaraciones similares en 
diversas ocasiones durante estos dos últimos años, dos de ellas con la evidente concepción que anima la 
Iniciativa del Ejecutivo Federal de criminalizar a los consumidores y farmacodependientes. En pocas palabras 
el adicto que no se rehabilite (sic) va a ir a la cárcel. (Milenio, viernes 3 de octubre) 

La experiencia de los últimos años evidencia que es un hecho que las políticas de prevención del consumo de 
drogas, implantadas tanto por el Ejecutivo Federal, como por las demás entidades federativas, no están dando 
los dividendos que la sociedad espera. Como mencionábamos antes, los resultados iniciales de la Encuesta 
Nacional de Adicciones (ENA) de 2008, no dejan de ser ilustrativos del incremento que se ha dado durante los 
últimos años del consumo de drogas ilícitas, así como de la imperiosa necesidad de reforzar los programas 
preventivos que, como se ha mencionado, dejan mucho que desear en cuanto a sus impactos en la población. 

Entre los principales resultados de la última ENA, destacan los siguientes: 

1. En seis años (de 2002, fecha de la anterior Encuesta Nacional a 2008 en que se realiza esta nueva ENA), 
se incrementó el número de adictos en un 50%, lo que equivale en números absolutos a medio millón de 
personas. 

2. Durante ese mismo período de tiempo, se incrementó el 30% de quienes consumieron por primera vez: en 
el 2002 era de 3.5 millones, en el 2008 es de 4.5 millones. 

4. Las personas entre 12 a 25 años están más expuestas (en un 43%). 

5. El 21.5% la ha consumido de manera experimental. 

6. El 13% de manera frecuente; de éstos el 2% de hombres y el 1.2 de mujeres llegan a niveles de 
dependencia.  

7. Los consumidores de coca se duplicaron: de 1.23% a 2.5%. 

8. Los consumidores de marihuana de 1.1 a 3.3% en mujeres, y del 4.4 a 8.3 en hombres. 

9. Los jóvenes de 12 a 17 años son los más vulnerables y el 82% de los riesgos se da en las escuelas. Entre 
los estudiantes de estas edades, el 17% manifestó que les fue regalada. 

10. Solo el 16% de los adictos acude a tratamiento. 

11. El consumo de drogas aumentó en la población femenina: 800 mil mujeres consumen enervantes, lo que 
significa que por cada 4.5 hombres adictos hay 1 mujer.  

12. Otro dato importante es que el 10% de éstos, intentó suicidarse.  

ANTECEDENTES 

• El 7 de enero de 2004, la Comisión Permanente del Congreso de la Unión recibió por parte del Poder 
Ejecutivo un paquete de iniciativas con proyecto de decreto para proponer reformas, adiciones y la derogación 
de diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de 
Salud y del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales en materia de 
narcomenudeo. 
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• De acuerdo con la exposición de motivos de dicha iniciativa, “se estima que el flagelo del narcomenudeo 
constituye un problema de interés nacional que, en primera instancia, lesiona la salud de los habitantes de la 
célula primaria del Estado, es decir de los municipios y por ende de los gobernados de las entidades 
federativas.” 

• Bajo esta premisa, la iniciativa incluyó una reforma a la fracción XXI del artículo 73 constitucional para dotar 
al H. Congreso de la Unión de facultades para establecer en las leyes federales los supuestos en que las 
autoridades del fuero común pudieran conocer y resolver sobre delitos federales. Esta reforma fue el sustento 
constitucional a la iniciativa de reformas a la Ley General de Salud y al Código Penal federal y al de 
Procedimientos Penales para que el narcomenudeo fuera una materia concurrente, es decir, que tanto la 
federación como las entidades federativas tendrían facultad para investigar y combatir el delito. 

• La reforma constitucional fue aprobada por el Senado el 4 de agosto de 2004 y en la Cámara de Diputados 
el 28 de junio de 2005, tras cursar el proceso de aprobación por los congresos locales, fue publicado el 
Decreto en el Diario Oficial el 28 de noviembre del mismo año 

• La Comisión de Justicia y Derechos Humanos de la Cámara de Diputados en la LIX Legislatura organizó una 
reunión con autoridades estatales (procuradores, secretarios de seguridad pública y presidentes y 
magistrados de tribunales) el 8 de marzo de 2005 para discutir la reforma constitucional; y ya aprobada ésta, 
nuevamente convocó a reuniones de trabajo con procuradores, secretarios de seguridad pública y 
magistrados de los tribunales superiores de justicia locales, y al Procurador General de la República, 
respectivamente, los días 15 y 28 de febrero de 2006. Como parte de este debate, se convocó a una 
comparecencia ante el Pleno de la Cámara al entonces secretario de Seguridad Pública Federal, Eduardo 
Medina Mora (ahora procurador General de la República) en el mismo mes de febrero.  

Las opiniones generalizadas de las autoridades estatales en estas reuniones fueron de oposición a las 
reformas legales en materia de narcomenudeo, principalmente bajo los siguientes argumentos: 

• Desacuerdo con la transferencia de facultades disfrazada de concurrencia de competencias 

• Falta de recursos presupuestarios para instrumentar los programas de combate al narcomenudeo 

• Falta de capacitación e infraestructura de los cuerpos policíacos 

• Mayor vulnerabilidad del sistema para ser presa de la corrupción 

• Criminalización del consumidor de estupefacientes 

• Su oposición a la inclusión de disposiciones de carácter penal en una normatividad administrativa como la 
Ley General de Salud 

• La Comisión de Justicia y Derechos Humanos de Cámara de Diputados en la legislatura pasada dirigida por 
el PRI, debido a su desacuerdo con los términos en que se planteaban las reformas a la legislación 
secundaria, aceptó iniciar un trabajo de revisión y análisis conjuntamente con expertos, legisladores, 
juzgadores, y funcionarios de procuración de justicia y seguridad pública de las entidades federativas.  

• Después de una amplia discusión y debate entre los responsables de las áreas vinculadas con el tema de 
los grupos parlamentarios del PRI, PAN y PRD, se logró consensar un dictamen cuya base fue la propuesta 
de modificaciones a la Minuta del Senado. 

• El dictamen de la Minuta del Senado, con modificaciones sustanciales, se aprobó por la Cámara de 
Diputados en la sesión del 25 de abril de 2006, y se regresó al Senado.  

• La discusión de la Minuta modificada se inició en el Senado casi a la medianoche del 26 de abril, y se 
discutió si se aceptaban las modificaciones realizadas por Cámara de Diputados. El senador Carlos Chaudri 
del PRI planteó que conforme el procedimiento que el Senado de la República había establecido en relación 
con la Minuta del voto de los mexicanos en el exterior que envió la Cámara de Diputados, el Senado había 
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acordado que las y los diputados no tenían la facultad de modificar sus modificaciones y que lo único que 
procedía era o aceptar las modificaciones hechas por la Cámara de Diputados a la Minuta enviada por el 
Senado o no aceptarlas. 

• Puesta la discusión en esos términos el último día de sesiones de la LIX Legislatura, y dada la presión social 
que el tema concitaba, a propuesta del entonces presidente del Senado, Jorge Zermeño, se votó si aceptaban 
o no las modificaciones hechas por la Cámara de Diputados, y en una votación en la que los mismos grupos 
parlamentarios dividieron su voto, se aprobó por mayoría que sí se aceptaban.  

• La posición oficial que emitió el Ejecutivo a través del vocero presidencial, Rubén Aguilar, fue de beneplácito 
por la aprobación en el Congreso de la Unión de las reformas; e informó que el Ejecutivo federal iba a enviar 
el Decreto a su publicación en el Diario Oficial. [1] 

• Otros actores salieron a opinar, el embajador de Estados Unidos, Tony Garza, declaró que no conocía los 
términos de la nueva normatividad, pero que el gobierno de Estados Unidos estaba en contra de dicha 
aprobación (sic). 

• El nivel de intervencionismo de la administración Bush se expresó con tal fuerza que varios funcionarios 
estadunidenses de inmediato buscaron contacto con los responsables del gabinete de Seguridad del ejecutivo 
federal para manifestar el rechazo de su gobierno a las reformas aprobadas por el Congreso mexicano y 
presionar para que éstas fueran rechazadas. [2] 

• También el representante de la jerarquía católica, el cardenal Norberto Rivera, salió a pontificar acerca del 
tema. [3] 

• Las reacciones fueron diversas. Algunos de los que rechazaban las reformas aprobadas argumentaban en 
contra de la no criminalización de los consumidores. En la lógica de quienes sostenían que se estaba 
legalizando el consumo de drogas, y criticando la tabla que se estableció de las dosis mínimas permitidas 
para el consumo personal, que fue otra de las observaciones de los funcionarios de Estados Unidos. [4] 

• La postura prohibicionista se impuso en el Ejecutivo Federal a pesar de que al interior se dieron opiniones de 
que se publicara el Decreto, y ya publicado se presentara una iniciativa de modificaciones que contuviera el 
sentido de las observaciones que, principalmente, habían hecho los funcionarios de la seguridad doméstica de 
Estados Unidos. 

• Ante esta situación, se organizó un Foro de discusión sobre las Reformas en materia de Narcomenudeo el 
11 de mayo de 2006, convocado por las Comisiones de Justicia y Derechos Humanos y Salud, presididas por 
la diputada Claudia Ruiz Massieu (PRI) y el entonces diputado, ahora Secretario de Salud del gobierno 
calderonista, José Ángel Cordova Villalobos (PAN). [5] 

• Vicente Fox no planteó un veto oficialmente, sino arguyó que tenía observaciones a las reformas y esperó 
hasta el último segundo del plazo constitucional establecido para la publicación del Decreto, sólo entonces 
envió las observaciones.  

• Las observaciones del Ejecutivo Federal fueron enviadas para su análisis en Comisiones Unidas, y en las 
reuniones de las mismas se resaltaron las observaciones siguientes: 

a. el cuestionamiento a la concepción represiva que regresa al esquema de criminalización a los 
consumidores; 

b. el tema presupuestal para darle operatividad a las acciones e instancias derivadas de la Ley, en particular 
se señaló la carencia de centros de rehabilitación en el país, sobre todo la carencia de ellos en los Centros de 
Readaptación Social (Ceresos) y en la mayoría de municipios en los estados;  

c. la inexistencia de una política de prevención al consumo y derivado de ello, el riesgo potencial de llenar las 
cárceles con los consumidores 
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• El 28 de marzo de 2007, se convocó a una reunión bicameral de Comisiones Unidas de Salud, Justicia y, 
Estudios Legislativos Segunda con funcionarios del Ejecutivo Federal para discutir el tema. En esta reunión se 
presentaron datos, cifras y argumentos a favor y en contra de las observaciones al Ejecutivo Federal.  

• El 24 de abril que se realizó una reunión de Comisiones Unidas de Salud, Justicia y Estudios Legislativos 
Segunda para discutir un Anteproyecto de Dictamen en el que se aprueban, con el voto en contra de los 
legisladores del PRD, una serie de modificaciones a los Artículos 478 y 479 que satisfacen las observaciones 
del Ejecutivo federal e incluyen definiciones de algunos de los senadores integrantes de las comisiones; en 
dicha reunión acordaron que se hacían las modificaciones al Anteproyecto de Dictamen que surgieron en la 
discusión y que se presentaban a una nueva reunión de Comisiones Unidas para aprobar el Dictamen.  

• El pasado 23 de octubre de 2007, el presidente de la Comisión de Justicia, senador Alejandro González 
Alcocer, presentó una iniciativa de reforma a los artículos 479 y 482 de la Ley General de Salud, que fue 
dictaminada a favor y presentada para su aprobación en la sesión convocada para el 14 de noviembre de 
2007. En el proyecto de Decreto de reformas a la Ley General de Salud vetado por el Ejecutivo Federal 
foxista, por la DEA y el Departamento de Estado estadunidense, se ampliaban los artículos de la Ley hasta 
482, sin embargo, al no publicarse el decreto no existen estos artículos.  

• Al momento, se encuentra en Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos: un Decreto que 
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del 
Código Federal de Procedimientos Penales aprobado el 27 de abril de 2006 por el Congreso de la Unión y no 
publicado por las observaciones del Ejecutivo Federal; y una Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar, 
adicionar y derogar diversas disposiciones de los mismos ordenamientos legales presentada por el ejecutivo 
Federal el 2 de octubre del 2008.  

Con base en lo anterior, me permito presentar INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EL CODIGO PENAL FEDERAL Y EL 
CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES EN MATERIA DE SALUBRIDAD GENERAL PARA 
LA FARMACODEPENDENCIA Y DEL NARCOMENUDEO, para quedar como sigue: 

ARTICULO PRIMERO. SE REFORMAN LA FRACCION XXIII DEL ARTICULO 3, LA FRACCION II DEL 
ARTICULO 191 Y EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTICULO 192; SE ADICIONAN UN APARTADO C AL 
ARTICULO 13, UN SEGUNDO Y TERCER PARRAFO AL ARTICULO 192, LOS ARTICULOS 192 BIS, 192 
TER, 193 TER, 193 QUATER, 193 QUINTUS, UN SEGUNDO PARRAFO AL ARTICULO 204, EL CAPITULO 
SEPTIMO, DELITOS CONTRA LA SALUD EN SU MODALIDAD DE NARCOMENUDEO QUE CONTIENE 
LOS ARTICULOS 473, 474, 475, 476, 477, 478 Y 479, TODOS ELLOS DE LA LEY GENERAL DE SALUD 
PARA QUEDAR COMO SIGUE:  

Artículo 3.- … 

I.- a XXII… 

XXIII.- La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa contra la 
farmacodependencia; 

XXIV.- a XXX. .....  

Artículo 13.- ...  

A… 

B… 

C. Corresponde al Ejecutivo Federal y a los Gobiernos de las Entidades Federativas la prevención y el 
combate de la posesión, comercio y suministro de narcóticos. 
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TITULO DECIMO PRIMERO 
PROGRAMA CONTRA LAS ADICCIONES  

CAPITULO IV 

PROGRAMA DE PREVENCION, 
TRATAMIENTO Y REHABILITACION DE FARMACODEPENDIENTES 

Artículo 191.- … 

I. …  

II. La educación a la comunidad sobre los efectos del uso de estupefacientes, substancias psicotrópicas y 
otras susceptibles de producir dependencia, así como sus consecuencias en las relaciones sociales, 
familiares y;  

III. … 

Artículo 192.- La Secretaría de Salud elaborará unprograma nacional para la prevención y tratamiento de 
la farmacodependencia y la rehabilitación de farmacodependientes, y lo ejecutará en coordinación con 
dependencias y entidades del sector salud y con los gobiernos de las entidades federativas.  

Este programa establecerá los procedimientos y criterios para la prevención, tratamiento y control de las 
adicciones y será de observancia obligatoria para los prestadores de servicios de salud del Sistema Nacional 
de Salud en todo el territorio nacional y en los establecimientos de los sectores público, privado y social que 
realicen actividades preventivas, de tratamiento y de control de las adicciones y la farmacodependencia.  

Las campañas de información y sensibilización que reciba la población deberán estar basadas en estudios 
científicos y alertar de manera adecuada sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo de 
estupefacientes y psicotrópicos. 

Artículo 192 bis. Para los efectos del programa nacional se entiende por: 

I. Farmacodependiente. Toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a estupefacientes 
o psicotrópicos. 

II. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o psicotrópicos y que no presenta signos 
ni síntomas de dependencia. 

III. Farmacodependiente en recuperación. Toda persona que está en tratamiento para dejar de utilizar 
narcóticos y está en un proceso de reinserción social.  

IV. Atención médica. Al conjunto de servicios que se proporcionan al individuo, con el fin de proteger, 
promover y restaurar su salud.  

V. Detección temprana. Corresponde a una estrategia de prevención secundaria que tiene como propósito 
identificar en una fase inicial el consumo de narcóticos a fin de aplicar medidas terapéuticas de carácter 
médico, psicológico y social lo más temprano posible.  

VI. Prevención. El conjunto de acciones dirigidas a evitar o reducir el consumo de narcóticos, a disminuir 
situaciones de riesgo y limitar los daños asociados al consumo de dichas sustancias. 

VII. Tratamiento. El conjunto de acciones que tienen por objeto conseguir la abstinencia o, en su caso, la 
reducción del consumo de narcóticos, reducir los riesgos y daños que implican el uso y abuso de dichas 
sustancias, abatir los padecimientos asociados al consumo, e incrementar el grado de bienestar físico, mental 
y social, tanto del que usa, abusa o depende de esas sustancias, como de su familia.  



 9

VIII. Investigación en materia de farmacodependencia. Tiene por objeto determinar las características y 
tendencias del problema, así como su magnitud e impacto en lo individual, familiar y colectivo; construyendo 
las bases científicas para la construcción de políticas públicas y los tratamientos adecuados para los diversos 
tipos y niveles de adicción; respetando los derechos humanos y su integridad. 

IX. Reinserción social. Proceso mediante el cual el farmacodependiente participa en su reintegración social 
con el apoyo del entorno comunitario en la identificación y solución de problemas comunes que provocaron la 
farmacodependencia.  

Artículo 192 Ter. En materia de prevención se ofrecerá a la población un modelo de intervención temprana 
que considere desde la prevención y promoción de una vida saludable, hasta el tratamiento ambulatorio de 
calidad, de la farmacodependencia, el programa nacional fortalecerá la responsabilidad del Estado, 
principalmente de la Secretaría de Salud, ofreciendo una visión integral y objetiva del problema para:  

I. Desarrollar campañas de educación para prevención de adicciones, con base en esquemas novedosos y 
creativos de comunicación que permitan la producción y difusión de mensajes de alto impacto social, con el fin 
de reforzar los conocimientos de daños y riesgos de la farmacodependencia, especialmente dirigirá sus 
esfuerzos hacia los mas los sectores mas vulnerables, a través de centros de educación básica, 

II. Coordinar y promover con los sectores público, privado y social, las acciones para prevenir la 
farmacodependencia, con base en la información y en el desarrollo de habilidades para proteger, promover, 
restaurar cuidar la salud individual, familiar, laboral, escolar y colectiva,  

III. Proporcionar atención integral a grupos de alto riesgo en los que se ha demostrado, a través de diversas 
investigaciones y estudios, que, por sus características biopsicosociales, tienen mayor probabilidad de uso, 
abuso o dependencia a narcóticos, y 

IV. Realizar las acciones de prevención necesarias con base en la percepción de riesgo de consumo de 
sustancias en general, la sustancia psicoactiva de uso; las características de los individuos; los patrones de 
consumo; los problemas asociados a las drogas; así como los aspectos culturales y las tradiciones de los 
distintos grupos sociales. 

Artículo 193 Ter. Para el tratamiento de los farmacodependientes, las dependencias y entidades de la 
administración pública en materia de salubridad general, tanto federales como locales deberán crear centros 
especializados en tratamiento, atención, y rehabilitación, con base en sistemas modernos de tratamiento y 
rehabilitación, fundamentados en el respeto a la integridad y a la libre decisión del farmacodependiente. 

La ubicación de los centros se basará en estudios rigurosos del impacto de las adicciones en cada región del 
país y deberá;  

I. Crear un padrón de instituciones y organismos públicos y privados que realicen actividades de prevención, 
tratamiento, atención y reinserción social en materia de farmacodependencia, que contenga las características 
de atención, condiciones y requisitos para acceder a los servicios que ofrecen. 

II. Celebrar convenios de colaboración con instituciones nacionales e internacionales de los sectores social y 
privado, y con personas físicas que se dediquen a la prevención, tratamiento, atención y reinserción social en 
materia de farmacodependencia, con el fin de que quienes requieran de asistencia, puedan, conforme a sus 
necesidades, características, posibilidades económicas, acceder a los servicios que todas estas instituciones 
o personas físicas ofrecen.  

Artículo 193 Quáter. La Secretaria de Salud realizará procesos de investigación en materia de 
farmacodependencia para:  

I.- Determinar las características y tendencias del problema, así como su magnitud e impacto en lo individual, 
familiar y colectivo.  

II.- Contar con una base científica que permita diseñar e instrumentar políticas públicas eficaces en materia de 
farmacodependencia,  
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III.- Evaluar el impacto de los programas preventivos, así como de tratamiento y rehabilitación; estableciendo 
el nivel de costo-efectividad de las acciones, 

IV.- Identificar grupos y factores de riesgo y orientar la toma de decisiones, 

V.-Desarrollar estrategias de investigación y monitoreo que permitan conocer suficientemente, las 
características de la demanda de atención para problemas derivados del consumo de sustancias psicoactivas, 
la disponibilidad de recursos para su atención y la manera como éstos se organizan, así como los resultados 
que se obtienen de las intervenciones. 

VI.- Realizar Convenios de Colaboración a nivel Internacional que permita una fortalecer e intercambio de 
experiencias novedosas y efectivas en la prevención tratamiento y rehabilitación, así como del el conocimiento 
y avances sobre la materia. 

VII.- En toda investigación en que el ser humano sea sujeto de estudio, deberá prevalecer el criterio del 
respeto a su dignidad, la protección de sus derechos y su bienestar.  

En el diseño y desarrollo de este tipo de investigaciones se debe obtener el consentimiento informado y por 
escrito de la persona y, en su caso, del familiar más cercano en vínculo, o representante legal, según sea el 
caso, a quienes deberán proporcionárseles todos los elementos para decidir su participación.  

Artículo 193 Quintus. La reinserción social de los farmacodependientes debe:  

I. Fomentar la participación comunitaria y familiar en la prevención y tratamiento, en coordinación con las 
autoridades locales, y las instituciones públicas o privadas, involucradas en los mismos, para la planeación, 
programación, ejecución y evaluación de los programas y acciones,  

II. Fortalecer la responsabilidad social, la autogestión y el autocuidado de la salud, fomentando la 
conformación de estilos de vida y entornos saludables que permitan desarrollar el potencial de cada persona, 
propiciando condiciones que eleven la calidad de vida de las familias y de las comunidades; 

III. Reconocer a las comunidades terapéuticas, para la rehabilitación de farmacodependientes, en la que sin 
necesidad de internamiento, se pueda hacer posible la reinserción social, a través del apoyo mutuo. 

IV. Reconocer la importancia de los diversos grupos de ayuda mutua, que ofrecen servicios gratuitos en apoyo 
a los farmacodependientes en recuperación, con base en experiencias vivenciales compartidas entre los 
miembros del grupo, para lograr la abstinencia en el uso de narcóticos. 

Artículo 204.- … 

Las autoridades de seguridad pública de los tres órdenes de Gobierno participarán en la prevención y 
combate a las actividades de posesión, comercio o suministro de estupefacientes y psicotrópicos cuando 
dichas actividades se realicen en lugares públicos, y actuarán conforme a sus atribuciones. 

CAPITULO VII 

DELITOS CONTRA LA SALUD EN SU MODALIDAD DE NARCOMENUDEO 

Artículo 473.- Para los efectos de este capítulo se entenderá por: 

I. Narcóticos: Los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen la Ley 
General de Salud, los Convenios y Tratados Internacionales de observancia obligatoria en México y los que 
señalen las demás disposiciones legales aplicables en la materia. 

II. Producir: manufacturar, fabricar, elaborar, preparar o acondicionar algún narcótico; 
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III. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajenación de algún narcótico; 

IV. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de 
narcóticos; 

V. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están dentro del radio de acción y 
disponibilidad de la persona; 

VI. Narcomenudeo. Cuando el transporte, tráfico, comercio o suministro aún gratuito de narcóticos, se realice 
respecto de una cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por 1000 el monto de las cantidades máximas 
establecidas en la tabla del artículo 478 de esta ley. 

VII. Narcotráfico. Cuando el transporte, tráfico, comercio o suministro aún gratuito de narcóticos se realice 
respecto de una cantidad mayor a la que resulte de multiplicar por 1000 el monto de las cantidades máximas 
establecidas en la tabla del artículo 478 de esta ley. 

Artículo 474.-Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de 
ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán y resolverán de los delitos a que se refiere 
este Capítulo cuando los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla a que se refiere el 
Artículo 478 de esta ley, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 
multiplicar por 1000 el monto de las previstas en la tabla del artículo mencionado.  

Cuando la cantidad del narcótico sea igual o mayor a la referida en el párrafo anterior o el narcótico no esté 
contemplado en la tabla respectiva, serán las autoridades federales las que conocerán de tales delitos, de 
conformidad con esta ley y demás disposiciones aplicables.  

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, el Ministerio Público del fuero común practicará las 
diligencias de acto de vinculación a proceso que correspondan y remitirá al Ministerio Público de la 
Federación, dentro de los tres días de haberlas concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que con ellas 
se relacione. Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se observarán las disposiciones relativas 
a la retención ministerial por flagrancia.  

Si de las constancias del procedimiento se advierte la incompetencia de las autoridades del fuero común o, en 
su caso del fuero federal, la autoridad considerada incompetente para conocer del asunto, remitirá el 
expediente al Ministerio Público o al Juez del fuero que corresponda, dependiendo de la etapa procesal en 
que se encuentre, a fin de que se continúe el procedimiento, para lo cual las diligencias desahogadas hasta 
ese momento por la autoridad considerada incompetente gozarán de plena validez. 

Artículo 475.- Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de doscientos a cuatrocientos días multa, a quien 
sin autorización comercie o suministre, aún gratuitamente, los narcóticos previstos en la tabla del artículo 478 
de esta ley, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por 1000 el monto de las cantidades previstas 
en dichas tablas.  

Cuando la víctima sea persona menor de edad o no comprenda la relevancia de la conducta ni pueda resistir 
al agente; o que aquélla sea utilizada para la comisión de los mismos se aplicará una pena de siete a quince 
años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa. 

Las penas que en su caso resulten aplicables por este delito serán aumentadas en una mitad, cuando: 

I. Se cometan, autoricen o toleren por servidores públicos o miembros de las Fuerzas Armadas mexicanas en 
situación de retiro, de reserva o en activo, encargados de prevenir, denunciar, investigar o juzgar la comisión 
de conductas sancionadas en el presente Capítulo. En este caso, se impondrá además, la inhabilitación 
definitiva para desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio público. Si se trata de un miembro de las 
Fuerzas Armadas mexicanas en cualquiera de las situaciones mencionadas se impondrá además la baja o 
inhabilitación definitiva de la fuerza armada a que pertenezca.  

II. Se cometan en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o en sus inmediaciones con 
quienes a ellos acudan, o 
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III. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal relacionado con las disciplinas 
de la salud en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esta situación para cometerlos. En este caso se 
impondrá, además, suspensión de derechos o funciones para el ejercicio profesional u otro oficio hasta por 
cinco años. 

Artículo 476.- Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a trescientos días multa, al que posea 
algún narcótico de los señalados en la tabla del Artículo 478 de esta ley, en cantidad inferior a la que resulte 
de multiplicar por 1000 las cantidades previstas en esta tabla, sin la autorización correspondiente a que se 
refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando por las circunstancias del hecho se desprenda que esa 
posesión es con la finalidad de comerciarlos o suministrarlos aún gratuitamente. 

Artículo 477.- No se procederá penalmente en contra de: 

I. La persona que posea medicamentos que contengan sustancias clasificadas como narcóticos, cuya venta al 
público se encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad 
dichos medicamentos sean los necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras 
personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiene en su poder; 

II. El farmacodependiente o consumidor al que se le encuentre en posesión de algún narcótico destinado para 
su consumo personal, hasta en las cantidades máximas establecidas en la tabla del artículo siguiente.  

No se aplicará la excluyente de responsabilidad a que se refiere esta fracción cuando la posesión se lleve a 
cabo en el interior o en los alrededores de centros de educación básica.  

III. La persona que posea peyote u hongos alucinógenos y, por las circunstancias del hecho y la cantidad, se 
presuma esta posesión se realiza con motivo de las ceremonias, usos y costumbres de las comunidades y 
etnias indígenas. 

Artículo 478. Para los efectos de la fracción II del artículo anterior, se entiende que el narcótico, en cualquiera 
de sus formas, presentaciones, derivados o preparaciones de conformidad con las clasificaciones de la Ley 
General de Salud, está destinado para consumo personal cuando la cantidad del mismo no exceda lo previsto 
en la siguiente tabla:  

Narcótico Cantidad máxima 

Opio preparado para fumar 2 g 

Diacetilmorfina o heroína, sus sales o preparados 25 mg 

Cannabis sativa, índica y americana o marihuana 5 g 

Erythroxilon novogratense o cocaína 500 mg 

(+)-Lisergida (Lsd, Lsd-25) .015 mg 

MDA (3,4-metilenodioxianfetamina) No más de 40 mg de polvo 
granulado o cristal: o una tableta o 
cápsula de de más de 200 mg 

MDMA dl-3,4-metilendioxi-n,- Dimetilfeniletilamina) No más de 40 mg de polvo 
granulado o cristal: o una tableta o 
cápsula de de más de 200 mg 

Anfetamina  Una tableta o cápsula de no más de 
200 mg 
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Dextroanfetamina (Dexanfetamina) No más de 40 mg de polvo 
granulado o cristal: o una tableta o 
cápsula de de más de 200 mg 

Metanfetamina No más de 40 mg de polvo 
granulado o cristal; o una tableta o 
cápsula de no más de 200 mg 

Respecto de los narcóticos que no están previstos en los listados anteriores las autoridades federales 
competentes determinarán pericialmente si están destinados para su consumo personal. 

El Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente deberá dar aviso de la aplicación de las 
excluyentes previstas en este artículo al Ministerio Público de la Federación y del resto de las entidades 
federativas. 

Artículo 479. Los procedimientos penales y en su caso la ejecución de las sanciones por delitos a que se 
refiere este Capítulo, se regirán por las disposiciones locales aplicables. Los procedimientos penales y en su 
caso la ejecución de las sanciones por delitos previstos en el Título Séptimo, Capítulo I del Código Penal 
Federal, se ajustarán a los ordenamientos federales correspondientes, inclusive en lo que se refiere al destino 
y destrucción de narcóticos. 

ARTICULO SEGUNDO. SE REFORMAN LA DENOMINACION DEL CAPITULO V DEL LIBRO PRIMERO 
TITULO TERCERO, EL PRIMER Y TERCER (AHORA CUARTO) PARRAFOS DEL ARTICULO 67, LAS 
FRACCIONES II Y IV DEL ARTICULO 194, EL PRIMER PARRAFO DEL ARTICULO 195, EL PRIMER 
PARRAFO DEL ARTICULO 195 BIS, LAS FRACCIONES I, II Y III DEL ARTICULO 196, EL PRIMER Y 
SEGUNDO PARRAFOS DEL ARTICULO 196 TER, Y EL PRIMER Y SEGUNDO PARRAFOS DEL 
ARTICULO 199; SE ADICIONA UN SEGUNDO PARRAFO AL ARTICULO 195 BIS; Y SE DEROGAN EL 
SEGUNDO PARRAFO DEL ARTICULO 67, EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCION IV DEL ARTICULO 
194, EL SEGUNDO Y TERCER PARRAFOS DEL ARTICULO 195, LA FRACCION VII DEL ARTICULO 196, Y 
EL SEGUNDO PARRAFO DEL ARTICULO 199, TODOS ELLOS DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, PARA 
QUEDAR COMO SIGUE: 

LIBRO PRIMERO 

TITULO TERCERO. 
APLICACION DE LAS SANCIONES 

CAPITULO V. 

TRATAMIENTO DEINIMPUTABLES Y DE FARMACODEPENDIENTES, 
EN INTERNAMIENTO, EN PRISIÓN O EN LIBERTAD 

Artículo 67. En el caso de los inimputables, el juzgador dispondrá la medida de tratamiento aplicable en 
internamiento en la institución correspondiente o en libertad, de conformidad con el Capítulo IV de la 
Ley General de Salud. 

(Se deroga) 

En el caso de un imputado en prisión preventiva que presente algún signo o síntoma de dependencia a 
estupefacientes o psicotrópicos en prisión preventiva o en libertad, el juzgador dará aviso a las 
autoridades sanitarias para, conjuntamente, disponer las medidas de tratamiento aplicable de 
conformidad con el capítulo IV de la Ley General de Salud.  

En caso de que el sentenciado presente algún signo o síntoma de dependencia a estupefacientes o 
psicotrópicos, el juez ordenará el tratamiento que proceda, de conformidadcon el Capítulo IV de la Ley 
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General de Salud, por parte de la autoridad sanitaria competente o de otro servicio médico bajo la 
supervisión de aquélla, independientemente de la ejecución de la pena impuesta por el delito cometido.  

LIBRO SEGUNDO 

TITULO SEPTIMO 
DELITOS CONTRA LA SALUD 

CAPITULO I 
DE LA PRODUCCION, TENENCIA, 

TRAFICO PROSELITISMO Y OTROS EN MATERIA DE NARCOTICOS 

Artículo 194… 

I. … 

… 

II.Introduzca o extraiga del país alguno de los narcóticos comprendidos en la fracción I del Artículo 473 de la 
Ley General de Salud, aunque fuere en forma momentánea o en tránsito. 

… 

III.… 

IV.Realice actos de publicidad o propaganda, para que se consuma cualesquiera de las sustancias 
comprendidas en la fracción I del artículo193 de este código. 

Derogado 

Artículo 195. Se impondrá pena de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos cincuenta días 
multa, al que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización correspondiente 
a que se refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando la posesión sea en cantidad igual o mayor a la 
que resulte de multiplicar por 1000 las cantidades señaladas en la tabla del artículo 478 de la Ley 
General de Salud y se presuma la finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en el artículo 194.  

Derogado 

Derogado 

Artículo 195 Bis. Cuando el transporte, por la cantidad como por las demás circunstancias del hecho, no 
pueda considerarse destinado a realizar alguna de las conductas a que se refiere el Artículo 194 de este 
código y no se trate de un integrante de una asociación delictuosa, se aplicará la excluyente de 
responsabilidad penal, por una única vez. Si hubiera reincidencia, se aplicará la mitad de las penas 
señaladas en el artículo 195.  

Cuando el propietario, poseedor, arrendatario o usufructuario de un establecimiento de cualquier 
naturaleza lo empleare para realizar cualquiera de las conductas sancionadas en el presente Capítulo 
o consintiere su realización por terceros, será acreedor a la pena correspondiente, sin perjuicio de que 
el Ministerio Público informe a la autoridad administrativa competente para que, en ejercicio de sus 
atribuciones, realice la clausura del establecimiento. 

Artículo 196. … 
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I. Se cometan, autoricen o toleren por servidores públicos o miembros de las Fuerzas Armadas 
mexicanas en situación de retiro, de reserva o en activo, encargados de prevenir, denunciar, investigar o 
juzgar la comisión de conductas sancionadas en el presente Capítulo. En este caso, se impondrá además, la 
inhabilitación definitiva para desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio público. Si se trata de un 
miembro de las Fuerzas Armadas mexicanas en cualquiera de las situaciones mencionadas se le impondrá 
además la baja o inhabilitación definitiva de la fuerza armada a que pertenezca.  

II. Cuando la víctima sea persona menor de edad o no pueda comprender la relevancia de la conducta ni 
resistir al agente;  

III. Se utilice a menores deedado a quien no pueda comprender la relevancia de la conducta ni resistir al 
agente.  

IV. a VI… 

VII. Derogada 

Articulo 196 ter. Se impondrán de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos días multa, así como 
decomiso de los instrumentos, objetos o productos del delito, al que desvíe o por cualquier medio contribuya a 
desviar precursores químicos o productos químicos esenciales, con la finalidad de producir narcóticos en 
cualquier forma prohibida por la ley. 

La misma pena de prisión y multa, así como la inhabilitación definitiva para ocupar cualquier empleo, cargo o 
comisión públicos se impondrá al servidor publico que, en ejercicio de sus funciones, permita, autorice o 
tolere cualquiera de las conductas comprendidas en este artículo.  

… 

Artículo 199. El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto como identifique 
queuna persona relacionada con un procedimiento es farmacodependiente o inimputable, se ajustará 
a lo establecido en el Libro Primero, Título Tercero, Capítulo V de este Código.  

(Derogado) 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente.Para la 
concesión de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se 
considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en 
todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación de 
conformidad con el Capítulo IV de la Ley General de Salud, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora. 

ARTICULO TERCERO.- SE REFORMAN EL NUMERAL 12 DE LA FRACCION I Y LA FRACCION XV DEL 
ARTICULO 194, LA DENOMINACION DEL TITULO DECIMO SEGUNDO Y DEL CAPITULO III, LOS 
ARTICULOS 523, 524, 525 Y 526; Y SE ADICIONA UN SEGUNDO PARRAFO AL ARTICULO 525, TODOS 
ELLOS DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA QUEDAR COMO SIGUE: 

Artículo 194.- ...  

I.- ......  

1) a 11).......  

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 195 Bis párrafo segundo, 196 Ter, 197, párrafo 
primero y 198, parte primera del párrafo tercero.  

13) a 35). ......  
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II. a XIV. .....  

XV. De la Ley General de Salud, los previstos en las fracciones I, II y III del artículo 464 ter y el previsto en 
el artículo 475. 

TITULO DECIMO SEGUNDO 

PROCEDIMIENTO RELATIVO A LOS ENFERMOS MENTALES, A LOS MENORES Y A LOS 
QUEPRESENTAN ALGUN SIGNO O SINTOMA DE DEPENDENCIA A ESTUPEFACIENTES O 
PSICOTROPICOS. 

CAPITULO III 

DE LOS QUE PRESENTAN ALGUN SIGNO O SINTOMA DE DEPENDENCIA A ESTUPEFACIENTES O 
PSICOTROPICOS. 

Artículo 523.- Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de que un imputadopresenta algún signo o 
síntoma de dependencia a estupefacientes o psicotrópicos, al iniciar el acto de vinculación a proceso, se 
pondrá inmediatamente en relación con la autoridad sanitaria federal correspondiente para determinar la 
intervención que ésta deba tener en el caso, de conformidad con el Capítulo IV de la Ley General de 
Salud. 

Artículo 524.- Si el acto de vinculación a proceso se refiere a la adquisición y posesión de estupefacientes 
o psicotrópicos, el Ministerio Público, de acuerdo con la autoridad sanitaria a que se refiere el artículo anterior, 
precisará acuciosamente si esa posesión tiene por finalidad exclusiva el uso personal de conformidad con lo 
que se señala en el artículo 478 de la ley General de Salud. En este caso, y siempre que el dictamen 
hecho por la autoridad sanitaria indique que el imputado presenta algún signo o síntoma de dependencia 
a estupefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para su propio consumo, no hará consignación 
a los tribunales; en caso contrario, ejercitará acción penal conforme lo establece la Ley General de Salud y 
el Código Penal Federal. 

Artículo 525.- Si se hubiere hecho la consignación y dentro de las setenta y dos horas que señala el artículo 
19 constitucional se formula o se rectifica el dictamen en el sentido de que el imputado presenta algún 
signo o síntoma de dependencia a estupefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para su 
propio consumo de conformidad con lo que establece el artículo 478 de la Ley General de Salud, el 
Ministerio Público se desistirá de la acción penal sin necesidad de consulta al Procurador y pedirá al tribunal 
que el detenido sea puesto a disposición de la autoridad sanitaria federal para su tratamiento, por el tiempo 
necesario para su curación. 

Si la rectificación del dictamen es en el sentido de que la cantidad es permitida para el consumo 
personal no se procederá penalmente con base en los supuestos del artículo 477 de la Ley General de 
Salud. 

Artículo 526.- Si el imputado presenta algún signo o síntoma de dependencia a estupefacientes o 
psicotrópicos y además de adquirir o poseer los necesarios para su consumo, comete cualquier delito contra 
la salud, se le consignará, sin perjuicio de que intervenga la autoridad sanitaria federal para su tratamiento de 
conformidad con lo que establece el Capítulo IV de la Ley General de Salud. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El Ejecutivo Federal financiara las acciones derivadas del cumplimiento del presente 
Decreto con los recursos que anualmente se prevean en el Presupuesto de Egresos de la Federación, 
sin menoscabo de los recursos que para tales efectos aporten las entidades federativas. 

Entre éstos, se proveerán del presupuesto necesario para la creación de centros especializados que 
se establecen en el Capítulo IV de la Ley General de Salud. Los recursos económicos para la creación 
de dichos centros, se obtendrán de, entre otras fuentes, la enajenación de bienes decomisados o cuyo 
dominio haya sido declarado extinto mediante sentencia firme. 
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SEGUNDO, El presente Decreto entrará en vigor seis meses después del día de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

La Federación, las entidades federativas y los municipios contarán con el periodo comprendido entre 
la publicación del presente Decreto y su entrada en vigor, para realizar las acciones necesarias, según 
sea el caso, a fin de proveer el debido cumplimiento del mismo. 

TERCERO.- Los procedimientos penales que se estén substanciando a la entrada en vigor del 
presente Decreto se seguirán conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los 
hechos. 

CUARTO.- A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el presente Decreto 
con anterioridad a su entrada en vigor, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán aplicables 
las disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido. 

QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

Dado en el salón de sesiones del Senado de la República, a 9 de octubre de 2008. 

Sen. René Arce Islas”. 

- La C. Presidenta Polevnsky Gurwitz: Así se hará, Senador René Arce Islas. Túrnese a las Comisiones 
Unidas de Justicia; de Salud; de Seguridad Pública; y de Estudios Legislativos, Segunda.  

 

Notas 

[1]CIUDAD DE MÉXICO (AP). El presidente Vicente Fox sí tiene previsto promulgar una ley aprobada por el 
Congreso que despenaliza la portación de pequeñas cantidades de cocaína, marihuana e incluso heroína 
para uso personal, informó el martes su vocero./ El portavoz presidencial Rubén Aguilar defendió en rueda de 
prensa la ley ratificada el viernes pasado por el Senado, pese a que ha generado algunas críticas en Estados 
Unidos por considerar que podría incrementar los problemas relacionados con las drogas. / "El señor 
presidente va a firmar esa ley", declaró Aguilar. Indicó que el gobierno la considera "un avance" porque ubica 
"con precisión los mínimos que un ciudadano puede portar para consumo personal". / La ley permite poseer 
no sólo a adictos sino a "consumidores" en general hasta 25 miligramos de heroína, cinco gramos de 
marihuana o 0,5 gramos de cocaína; también autoriza pequeñas cantidades de otras drogas como LSD, MDA 
y MDMA, también conocido como Éxtasis. / Actualmente, la ley mexicana deja en manos de jueces la 
posibilidad de no fincar cargos a una persona si ésta puede probar que es adicto y si se establece que fue 
detenida con la cantidad necesaria sólo para su uso personal. No se establecen cantidades específicas. / La 
reforma también faculta a las policías locales para perseguir el tráfico de drogas al menudeo, lo que a decir 
del vocero de Fox "permite una mejor acción y una mejor coordinación para la lucha en contra del 
narcomenudeo". / "Nos parece que es una buena ley y un avance para combatir al narcotráfico", añadió. / En 
California, el alcalde de San Diego Jerry Sanders criticó la nueva ley: "Pienso que vamos a ver más drogas 
disponibles en los Estados Unidos", dijo. Fuente: Dow Jones Newswires, 2 de Mayo. 

[2] Así mismo, el procurador de justicia estadounidense, Al Gonzales, llamó a su par mexicano, Daniel Cabeza 
de Vaca, la titular de la DEA, Karen Tandy se reunió con Eduardo Medina Mora secretario de Seguridad 
Pública y el zar antidrogas, John Walters, externó su preocupación al respecto dando como resultado que el 
presidente de la República, Vicente Fox Quezada, vetara la ley sobre drogas que él mismo había propuesto, 
sin embargo el canciller Luis Ernesto Derbez opinó que EU no había influido en la decisión del presidente.  

 Ante estas reacciones, el Ejecutivo federal regresó la ley al Congreso para que se hicieran las correcciones; 
señalando “revisaremos las cantidades de las dosis establecidas en la tabla y se castigará penalmente a 
quienes posean drogas para consumo personal”. Fuente: DESPENALIZACIÓN DE LAS DROGAS EN 
MÉXICO, Guadalupe Ramírez Zepeda. Coordinación General de Asesoría y Políticas Públicas del Estado de 
Sinaloa. Página Web.  



 18

Critica EU ley, Fox la veta; funcionarios de la Casa Blanca y del Departamento de Estado señalaron que 
solicitaron a México no promulgar una ley que en principio busca combatir el tráfico de drogas, aunque 
provoca una percepción opuesta. “Fuimos fuertes en urgir a nuestros colegas a trabajar para asegurar que la 
ley evada cualquier percepción de que el uso de drogas sería tolerado en, México”, dijo una fuente del 
Departamento de Estado. En respuesta, el Procurador de Justicia estadounidense, Al González, llamó a su 
par mexicano, Daniel Cabeza de Vaca. Mientras que la Titular de la DEA, Karen Tandy, viajó a México para 
reunirse con el Secretario de Seguridad Pública, Eduardo Medina Mora, y el Zar antidrogas, John Walters, 
externó su preocupación al respecto. Fuente Periódico Reforma, 26 de mayo de 2006. p.3 

[3] Ojalá que realmente sea vetada esta ley, porque no tiene sentido que en México se apruebe el consumo y 
repruebe el tráfico de drogas, ya que aprobar la ley como está escrita lo único que fomentaría sería el 
consumo de las drogas. "México, alertó, se volvería más violento". Op. Cit. Coordinación General de Asesoría 
y Políticas Públicas del Estado de Sinaloa. Página Web. 

[4] ¿Quién fijó las dosis? Se trata de una propuesta específica del secretario de Seguridad Pública, Eduardo 
Medina Mora, quien aseguró que se trataba de un estudio surgido de consultas con la Secretaría de Salud y 
con el Instituto Nacional de Psiquiatría, en los que existe un centro especializado en adicciones. Sin embargo, 
en la Cámara de Diputados, por recomendación de algunos expertos, que no son autoridades federales, las 
dosis de consumo máximo fueron incrementadas para la marihuana, anfetaminas, tachas, peyote y hongos 
alucinógenos. Ibid.  

[5] Anexamos el resumen de las principales ponencias presentadas en el Foro. Destaca la participación en el 
mismo de Educado Medina Mora, entonces secretario de Seguridad Pública y ahora procurador General de la 
República. 



COMISIONES UNIDAS DE 

JUSTICIA; DE SALUD; Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA

HONORABLE ASAMBLEA

A las Comisiones Unidas de Justicia, de Salud y de Estudios Legislativos,

Segunda, de la Cámara de Senadores, fue turnada para su estudio y 

dictamen correspondiente,  la INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, DEL CÓDIGO 

PENAL FEDERAL Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES, presentada por instrucciones del

Presidente de la República, en ejercicio de la facultad que le confiere el 

artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

Con fundamento en los artículos 85, 86, 89, 93, 94 y 103 de la Ley 

Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 65, 88,

93, 135, 136 y 137 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos, las Comisiones Unidas, al 

rubro citadas, someten a la consideración de esa Honorable Asamblea el 

dictamen que se formula al tenor de los apartados que en seguida se 

detallan.
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A NTE CE D E NT E S

I. El día 2 de octubre de 2008, por instrucciones del Presidente de 

la República se presentó ante la Mesa Directiva de la Cámara de 

Senadores, la INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, DEL CÓDIGO 

PENAL FEDERAL Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES.

II. En la misma fecha, para su estudio y dictamen, la Presidencia de 

la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, dispuso el turno de la 

iniciativa a las Comisiones Unidas de Justicia, de Salud y de Estudios 

Legislativos, Segunda.

AN ÁL I S I S DE  LA  IN I C I A T IVA

I. Fundado en el superior propósito de fortalecer la labor que el 

Estado mexicano desarrolla en su pugna contra el narcomenudeo, el 

proyecto en estudio plantea diversas reformas que precisan la 

corresponsabilidad que deben asumir el Gobierno Federal y los gobiernos

de las entidades federativas en la prevención de la posesión, comercio y 

suministro de narcóticos, así como en el castigo que habrá de imponerse

por autoridad legítima a quienes incurran en su consumación. En la 

consolidación de esa responsabilidad compartida, dentro de las materias 
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que son consubstanciales o inmanentes al concepto de salubridad general,

se extiende su alcance a la prevención del consumo de estupefacientes y 

psicotrópicos, y con ello, la competencia que corresponde al Ejecutivo 

Federal, por conducto de la Secretaría de Salud, para organizar y operar los 

servicios que se orienten al cumplimiento de esa finalidad y vigilar su 

funcionamiento por sí o en coordinación con dependencias y entidades del 

sector salud.

II. Así, sustentadas en el reconocimiento legítimo de facultades 

concurrentes establecidas entre la Federación y las entidades federativas en 

materia de salubridad general, se manifiesta a cargo de estos órdenes de 

gobierno la obligación de prevenir el consumo de narcóticos, atender las 

adicciones y proceder a la investigación y persecución de los delitos contra 

la salud; la obligación de la Secretaría de Salud de obsequiar a la población

información relacionada con el programa nacional contra la 

farmacodependencia y su ejecución, con base en estudios científicos, 

advirtiendo de manera clara sobre los efectos, daños físicos y psicológicos 

que conlleva el consumo de estupefacientes y psicotrópicos. En la 

concurrencia de esas facultades, además, se define la penalidad y 

descripción típica del delito de narcomenudeo en sus diversas 

modalidades; se plantea la institución de mecanismos para el tratamiento 

médico y programas de prevención para farmacodependientes y no 

farmacodependientes; y se insertan definiciones de algunos conceptos, 

para otorgar a determinados vocablos o expresiones relevantes en la 
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materia un significado restringido o más preciso, con la finalidad de evitar 

problemas de interpretación que suelen aparecer cuando alguno de 

aquéllos o alguna de aquéllas puede presentar diferentes acepciones en 

diversos sectores del orden jurídico nacional. Observamos en tal proyecto, 

en consecuencia, la búsqueda de una respuesta integral, pronta y eficaz,

para hacer frente de manera decidida a un fenómeno delictivo que, por sus 

características peculiares, constituye un grave riesgo para la salud, la 

seguridad pública y la tranquilidad de los mexicanos.

III. Para alcanzar los extremos consabidos, en un Artículo 

Primero  del decreto en estudio se advierte la reforma de la fracción 

XXIII del artículo 3 de la Ley General de Salud; y las adiciones, en la 

propia ley, de un apartado C  en el artículo 13, un párrafo segundo en el 

artículo 192, un párrafo segundo en el artículo 204, y un Capítulo VII

denominado Delitos Contra la Salud en su modalidad de 

Narcomenudeo , en su Título Décimo Octavo, con los artículos 473 

a 482. En un Artículo Segundo , se plantea la reforma de los 

artículos 195, 195 bis y 199 del Código Penal Federal; y la adición en el 

ordenamiento federal punitivo en cita, de los párrafos tercero y cuarto en la 

fracción I del artículo 194; y, finalmente, en un Artículo Tercero ,

se manifiesta la reforma de las fracciones IV y V del artículo 137, el inciso 

12 de la fracción I y la fracción XV del artículo 194, los artículos 523, 526 

y 527 del Código Federal de Procedimientos Penales; y en ese mismo 
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complejo de normas de índole adjetiva, las adiciones de una fracción VI en 

el artículo 137, un artículo 180 bis; así como la derogación de los artículos 

524 y 525. 

A) REFORMAS A LEY GENERAL DE SALUD:

III. Siguiendo el orden de las reformas y adiciones invocadas, en el 

caso particular, en el artículo 3 que en treinta fracciones consigna de 

manera enunciativa, más no limitativa, las actividades que se consideran 

materia de salubridad general se reforma la fracción XXIII, para ampliar

en ésta el ámbito material del alcance de la salubridad general a la 

prevención del consumo de estupefacientes y 

psicotrópicos , además, del programa contra la 

farmacodependencia , que ya prevé el texto vigente de la fracción

en cita. En el artículo 13, de la propia ley, que determina la distribución de 

competencias entre la Federación y las entidades federativas en materia de 

salubridad general, se adiciona un apartado C , para legitimar la 

concurrencia de facultades entre el Gobierno Federal y los gobiernos de las 

entidades federativas en la prevención del consumo de narcóticos, la 

atención de las adicciones y la investigación y persecución de los delitos 

contra la salud en su modalidad de posesión, comercio y suministro de 

narcóticos.

IV. En el artículo 192 de la Ley General de Salud, que establece a 

cargo de la Secretaría de Salud la obligación de elaborar un programa 



6

nacional contra la farmacodependencia, y de ejecutarlo en coordinación 

con dependencias y entidades del sector salud y con los gobiernos de las

entidades federativas, se adiciona un párrafo segundo en cuyo texto se 

consigna un derecho a favor de la población, del que se desprende la 

obligación de la propia Secretaría de Salud de obsequiar a aquélla la 

información relacionada con el programa de referencia, debe ser con 

base en estudios científicos, advirtiendo de manera clara sobre los efectos, 

daños físicos y psicológicos que conlleva el consumo de estupefacientes y 

psicotrópicos. 

V. Las adiciones que se insertan en los dos últimos preceptos que 

se han descrito y la que atañe al artículo 204 de la Ley General de Salud, 

se justifican en la necesidad de continuar vigorizando los instrumentos 

jurídicos que sobre la base de la cooperación y el auxilio recíproco ya 

existen en nuestro país entre la Federación y los Estados miembros. Con 

ellas, se dota de atribuciones legítimas a las autoridades de seguridad 

pública, procuración e impartición de justicia y de ejecución de sanciones

de las entidades federativas, para que conozcan y resuelvan de los delitos 

que en la especie se perpetren y ejecuten las sanciones y medidas de 

seguridad aplicables, cuando se trate de los narcóticos señalados en la 

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo 

Personal e Inmediato , que el proyecto de decreto prevé y la 

cantidad sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las 

previstas en la tabla de referencia. 
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VI. En efecto, en el artículo 204 de la Ley General de Salud, que 

comprende en su texto en vigor la obligación de contar con la autorización

sanitaria, en términos del propio ordenamiento y demás disposiciones 

aplicables, cuando se trate de la venta o suministro de medicamentos y 

otros insumos para la salud, estupefacientes, substancias psicotrópicas y 

productos que los contengan, así como los plaguicidas, nutrientes vegetales 

y substancias tóxicas y peligrosas. En un segundo párrafo que se adiciona, 

se confirma la obligación de las autoridades de seguridad pública de los 

tres órdenes de Gobierno en la participación de la prevención en el 

consumo de narcóticos y la investigación y persecución de la posesión, 

comercio y suministro de estupefacientes y psicotrópicos, cuando estas 

actividades se realicen en lugares públicos; obligación que habrán de 

ejercer conforme a las atribuciones que a cada una les corresponda en su 

ámbito competencial.

VII. Haciendo alusión al Capítulo VII  denominado Delitos

Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo , 

que se adiciona al final del TÍTULO DÉCIMO OCTAVO de la 

Ley General de Salud apartado este último que comprende en seis 

capítulos disposiciones relativas a medidas de seguridad, sanciones y 

delitos , el proyecto de decreto en examen lo constituye con diez nuevos 

artículos, a saber, con los artículos 473 al 482. En estos preceptos se 

comprenden, entre otras cosas, definiciones de conceptos que por su
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influencia en las disposiciones especiales en que se insertan vendrán a 

contribuir al conocimiento específico del significado técnico que se les 

asigna, para la eficaz comprensión de su sentido y el objeto al que se 

apliquen; la atribución de competencia, en la materia, de las autoridades de 

seguridad pública, de procuración e impartición de justicia y de ejecución 

de sanciones de las entidades federativas; la penalidad y tipos de delitos

contra la salud en su modalidad de narcomenudeo, como delitos de 

carácter federal cuya investigación y persecución habrán de manifestarse 

como una responsabilidad compartida entre la Federación y las entidades 

federativas, sin menoscabo de que la primera de estas autoridades pueda 

conocer de aquellos delitos, cuando el Ministerio Público Federal solicite 

al Ministerio Público del fuero común de la entidad federativa de que se 

trate, la remisión de la investigación correspondiente para continuar con 

las diligencias necesarias que hagan posible el ejercicio de la acción 

punitiva en el fuero federal. 

VIII. En ese orden de ideas, ciertamente, en el artículo 474 se 

consigna a favor de las autoridades de seguridad pública, procuración e 

impartición de justicia, y ejecución de sanciones de las entidades 

federativas, en el ámbito de las atribuciones que a cada una corresponda, 

competencia para conocer y resolver de los delitos a que se refiere el 

Capítulo VII  que se adiciona al TÍTULO DÉCIMO 

OCTAVO de la Ley General de Salud,  así como de la ejecución de las 
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sanciones y medidas de seguridad que se impongan en términos de las 

disposiciones implícitas en tal apartado, cuando los narcóticos objeto de 

los mismos estén comprendidos en la tabla a que se refiere el artículo 479, 

siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 

multiplicar por mil el monto de las señaladas en dicho numeral, es decir,

de la previstas en la relación de narcóticos y la orientación de dosis 

máximas de consumo personal e inmediato.

IX. Conforme al artículo 474, las autoridades federales conocerán

de los delitos a que se refiere el Capítulo VII  que se adiciona al 

TÍTULO DÉCIMO OCTAVO de la Ley General de Salud, cuando 

la cantidad del narcótico sea igual o mayor a la que resulte de multiplicar 

por mil el monto de las previstas en la relación aludida; el narcótico no 

esté contemplado en dicha tabla; o bien, con independencia de su cantidad, 

el Ministerio Público de la Federación prevenga en el conocimiento del 

asunto, o solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la 

investigación relativa. Cuando la cantidad del narcótico sea igual o mayor 

a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en la 

relación precitada, o el narcótico no esté contemplado en ella, la autoridad 

federal tiene la obligación de conocer en estos casos, en los términos del 

Código Penal Federal y demás disposiciones aplicables. Cuando el 

Ministerio Público federal prevenga en el conocimiento del asunto al 

Ministerio Público del fuero común, o le solicite la remisión de la 
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investigación, se aplicarán las reglas del capítulo que se adiciona y demás 

disposiciones conducentes.

X. Refiriéndonos a los enunciados subsiguientes del precepto en 

examen que se constituye con nueve párrafos, tres fracciones y dos 

incisos , para que el Ministerio Público del fuero común remita la 

investigación correspondiente al Ministerio Público de la Federación, 

bastará únicamente con la solicitud que el segundo le exprese en tal 

sentido al primero. Las diligencias que se hubiesen desahogado hasta ese

momento por las autoridades de las entidades federativas gozarán de plena 

validez. Observamos también, en la especie, una facultad discrecional que 

se otorga al Ministerio Público Federal, conforme a la cual podrá solicitar 

a las autoridades de seguridad pública de las entidades federativas, la 

remisión de informes relativos a la investigación de los delitos a que se 

refiere el Capítulo VII  que se adiciona al TÍTULO DÉCIMO 

OCTAVO de la Ley General de Salud. Y, en congruencia con esa 

facultad, se consigna la obligación del Ministerio Público de las entidades 

federativas de informar al Ministerio Público de la Federación del inicio de 

las averiguaciones previas, con el propósito de que este último cuente con 

los elementos necesarios para solicitar, en su caso, la remisión de la

consabida investigación. 

XI. En las hipótesis a que se refiere el segundo párrafo del artículo 

474, es decir, cuando la cantidad del narcótico sea igual o mayor a la que 



11

resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en la relación 

aludida; el narcótico no esté contemplado en dicha tabla; o bien, con 

independencia de la cantidad del narcótico, el Ministerio Público de la 

Federación prevenga en el conocimiento del asunto, o solicite al Ministerio 

Público del fuero común la remisión de la investigación relativa. Se 

contempla una facultad discrecional que se atribuye al Ministerio Público 

del fuero común y una obligación que se impone a la misma autoridad; de 

acuerdo con la primera, podrá practicar las diligencias de averiguación 

previa que corresponda y, conforme a la segunda, deberá remitir al 

Ministerio Público de la Federación, dentro de los tres días de haberlas 

concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que con ellas se relacione. Si 

hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora, observándose las 

disposiciones relativas a la retención ministerial por flagrancia.

XII. Obra implícita en tal precepto, además, otra facultad 

discrecional merced a la cual el Ministerio Público de la Federación podrá

remitir al Ministerio Público de las entidades federativas la investigación 

de los delitos previstos en el capítulo que se adiciona, con la finalidad de 

que conozcan, resuelvan y, en su caso, lleven a cabo el cumplimiento de la 

ejecución de las sanciones y medidas de seguridad que se impongan, 

cuando los narcóticos objeto de los mismos estén comprendidos en la tabla 

a que se alude y la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 

multiplicar por mil el monto de las señaladas en aquélla. Culmina el 



12

precepto en examen, con una disposición que obliga a las autoridades del 

fuero común a remitir el expediente al Ministerio Público de la Federación 

o al juez federal que corresponda dependiendo de la etapa procesal en 

que se encuentre , cuando de las constancias del procedimiento adviertan 

su incompetencia, a fin de que sea dable la continuación de éste, sin que 

las diligencias desahogadas hasta ese momento por la autoridad 

considerada incompetente pierdan su validez.

XIII. En el artículo 475, se consigna la penalidad y tipo del delito 

de narcomenudeo en sus modalidades de comercio y suministro de 

los narcóticos previstos en la Tabla de Orientación de Dosis 

Máximas de Consumo Personal e Inmediato , en la 

hipótesis de cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil el 

monto de las previstas en dicha tabla, aún cuando el suministro sea 

gratuito. En el caso particular, se impondrá prisión de cuatro a ocho

años y de doscientos a cuatrocientos días multa. Si la víctima 

fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para comprender la 

relevancia de la conducta o para resistir al agente, o fuese utilizada para la 

consumación del delito, se contempla la aplicación de una pena agravada 

de siete a quince años de prisión y de doscientos a 

cuatrocientos días multa.  

XIV. Penas que se aumentarán en una mitad, cuando el delito se 

cometa por servidores públicos encargados de prevenirlo, denunciarlo, 
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investigarlo, juzgarlo o ejecutar las sanciones que se decreten, hipótesis, en 

las cuales, se impondrá a éstos la destitución e inhabilitación hasta por un 

tiempo igual al de la pena de prisión impuesta; cuando se perpetre en

centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o dentro del 

espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros 

de los límites de colindancia del mismo con quienes a ellos acudan; o bien, 

cuando la conducta se realice por profesionales, técnicos, auxiliares o 

personal relacionado con las disciplinas de salud en cualquiera de sus 

ramas y se aprovechen de ello para consumarlo. Supuesto este en el que se 

impondrá, además, la suspensión de derechos o funciones para el ejercicio 

profesional u oficio por cinco años. Es decir, en la especie, se manifiesta la 

presencia de una mayor reacción del poder del Estado en razón de las 

circunstancias especiales que aprovecha el sujeto activo para consumar el 

injusto criminal.

XV. En los artículos 476 y 477, que se adicionan a la Ley General 

de Salud, se consigna la penalidad y tipo del delito de narcomenudeo en su 

modalidad de posesión de narcóticos. Conforme a la primera de estas 

disposiciones, se impondrá una pena de tres a seis años de prisión y de 

ochenta a trescientos días multa, al que posea alguno de los narcóticos 

señalados en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar 

por mil las cantidades previstas en la misma, sin la autorización 

correspondiente a que se refiere la propia ley, siempre y cuando esa 

posesión sea con la finalidad de comercializarlos o suministrarlos, aún 
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gratuitamente. En el segundo precepto, se castiga con una pena de diez 

meses a tres años seis meses de prisión y hasta ochenta días multa al que 

posea alguno de los narcóticos señalados en la consabida tabla en cantidad 

inferior a la que resulte de multiplicar por mil las previstas en la misma, 

sin la autorización a que se refiere la ley, cuando por las circunstancias del 

hecho la posesión del narcótico no pueda considerarse destinada a su 

comercialización o suministro, aún gratuito. En ese último precepto, es

decir, en el artículo 477, se consigna una excusa absolutoria a favor de 

quien posea medicamentos que contengan alguno de los narcóticos 

previstos en dicha tabla, cuya venta al público se encuentre supeditada a 

requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad 

los medicamentos de referencia sean los necesarios para el tratamiento de 

la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o 

asistencia de quien los tiene en su poder.

XVI. En el artículo 478 del Capítulo VII  que se adiciona al 

TÍTULO DÉCIMO OCTAVO de la Ley General de Salud, se 

contempla otra excusa absolutoria que impide el ejercicio de la acción 

penal por parte del Ministerio Público en la hipótesis del delito previsto en 

el artículo 477, a favor de quien posea alguno de los narcóticos señalados 

en la tabla de referencia, en las mismas cantidades o menores que en ésta 

se manifiestan, si el inculpado se somete y cumple voluntariamente con el 

tratamiento que se instruya para atender su farmacodependencia o, en el 

caso de los no farmacodependientes, a los programas de prevención que al 
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efecto determine la autoridad sanitaria. Si el inculpado declara su voluntad 

de sujetarse a ese beneficio, se impone al Ministerio Público la obligación 

de remitirlo a la autoridad sanitaria correspondiente, la que fijará el 

tratamiento o el programa al cual deba someterse el inculpado, señalando a 

éste las diversas instituciones de salud que se encuentren certificadas para 

cumplimentarlo. En la especie, la determinación del tratamiento o 

programa y la elección de la institución correspondiente, se notificarán al 

Ministerio Público por la autoridad sanitaria; autoridad a la que, a su vez,

se impone la obligación de notificar al Ministerio Público dentro de los dos 

días siguientes a que concluya el tratamiento o el programa, o igual, 

cuando el inculpado incumpla con el mismo.

XVII. La sujeción al tratamiento o programa, dispone el mismo 

precepto, suspende el plazo para la prescripción de la acción penal por el 

tiempo que ello dure y, en el supuesto de que el probable responsable 

incumpla con el mismo, se reanudará el procedimiento y el Ministerio 

Público podrá ejercer acción penal. Si se cumple con el tratamiento o 

programa, se extinguirá la acción penal y se decretará el no ejercicio de 

ésta. Se manifiestan en el caso particular, por otra parte, tres hipótesis que 

determinan la improcedencia del beneficio, cuando la posesión del 

narcótico se realice por tercera o ulterior ocasión; se perpetre en el interior 

de centros de educación, deportivos, parques públicos o privados de acceso 

público; o bien, dentro del espacio comprendido en un radio que diste a 

menos de trescientos metros de los límites de la colindancia de los lugares 
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en última instancia señalados. Culmina el precepto en cita, con una 

obligación que se impone al Ministerio Público que conozca del asunto, 

para dar aviso de la aplicación de las excusas absolutorias o la suspensión 

del procedimiento, en su caso, al Ministerio Público de la Federación y del 

resto de las entidades federativas.

XVIII. Subyacen en el artículo 479, que se adiciona a la Ley 

General de Salud, por el significado que de éste se desprende, dos 

principios fundamentales que habrán de apuntalar la eficacia del proyecto 

en estudio, a saber, los principios de certeza y seguridad jurídica; 

principios, conforme a los cuales, las autoridades competentes deberán 

ajustar también su actuación a la observancia inexcusable de las cantidades 

descritas en el listado que en tal precepto se comprende, para determinar 

en cada caso concreto que se presente, si el narcótico que se posea está 

destinado para su estricto e inmediato consumo personal. En el artículo 

480 se consigna, como regla general, la aplicación de las disposiciones 

locales respectivas en los procedimientos penales que se instruyan al 

respecto y, en su caso, en la ejecución de las sanciones previstas para los 

delitos de referencia, salvo en los supuestos del destino y destrucción de 

los narcóticos y la clasificación de los delitos como graves, para fines del 

otorgamiento de la libertad provisional bajo caución, supuestos en los 

cuales, se observarán las disposiciones del Código Federal de 

Procedimientos Penales.



17

XIX. Termina el capítulo que se adiciona en el Título Décimo 

Octavo de la Ley General de Salud, con la adición de los artículos 481 y 

482. En el primero de estos se comprenden tres obligaciones: una que se 

impone al Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan 

pronto identifiquen que una persona relacionada con un procedimiento es 

farmacodependiente, para informar de inmediato y, en su caso, dar

intervención a las autoridades competentes para los efectos del tratamiento 

que corresponda; otra que se impone a los centros de reclusión para prestar 

sus servicios de rehabilitación al farmacodependiente; y, una tercera, que 

prohíbe a la autoridad judicial considerar como antecedente de mala 

conducta  la farmacodependencia del sentenciado, para la concesión del 

beneficio de la condena condicional o el de libertad preparatoria, pero sí se

exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico 

correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad 

ejecutora. 

XX. En el artículo 482, se consignan una prevención y una 

obligación. Conforme a la primera, los inmuebles en los que se realicen las 

conductas previstas en los artículos 475 y 476 del capítulo aludido, serán 

considerados como instrumentos del delito para fines del aseguramiento y 

los efectos legales conducentes; de acuerdo con la segunda, se impone al 

Ministerio Público, cuando tenga conocimiento que el propietario, 

poseedor, arrendatario o usufructuario de un establecimiento de cualquier 

naturaleza lo empleare para realizar cualquiera de las conductas 
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sancionadas en el capítulo que se adiciona o permitiere su realización por 

terceros, la obligación de informar a la autoridad administrativa 

competente para que, en ejercicio de sus atribuciones, lleve a cabo la 

clausura del establecimiento, sin perjuicio de las sanciones que resulten 

por la aplicación de los ordenamientos correspondientes.

B) REFORMAS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL

XXI. Pasando a las reformas que el proyecto en estudio establece 

en el Código Penal Federal, se advierte en ese ordenamiento, en principio, 

la adición de dos párrafos que se insertan como tercero y cuarto en la 

fracción I del artículo 194, precepto que contempla la penalidad y los tipos 

básicos del delito contra la salud con estupefacientes y psicotrópicos. En el 

primero de estos parágrafos, se define el suministro de narcóticos como la 

transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, 

de su tenencia; y en el segundo, se consigna una facultad discrecional a 

favor de las autoridades del fuero común, para investigar, perseguir y, en 

su caso, sancionar el comercio y suministro de narcóticos, en los términos 

de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 

474 del propio ordenamiento. Esto es, cuando los narcóticos objeto del 

delito estén previstos en la Tabla de Orientación de Dosis 

Máximas de Consumo Personal e Inmediato , siempre y 

cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 

multiplicar por mil el monto de las señaladas en la misma.
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XXII. En el artículo 195 del Código Penal Federal, precepto que 

consigna la penalidad y tipo del delito de posesión de estupefacientes y 

psicotrópicos, se plantean reformas en los tres párrafos que constituyen su 

estructura normativa.1 En el primero, solamente se manifiesta al final de su 

enunciado una referencia al ordenamiento jurídico al que pertenecen los 

diversos artículos 193 y 194, que nada altera el sentido y alcance de la 

descripción típica de la conducta que en la especie se consigna, a saber, la 

expresión que reza: ambos de este Código.  En el segundo 

párrafo se suprime del texto vigente una excusa absolutoria, que determina 

la improcedencia del ejercicio de la acción en contra de quien, no siendo 

farmacodependiente, se le encuentre en posesión de alguno de los 

narcóticos señalados en el artículo 193, por una sola vez y en cantidad tal 

que pueda presumirse que está destinada a su consumo personal. Dicha 

excusa absolutoria, se sustituye con una disposición que reitera la facultad 

discrecional de las autoridades del fuero común para investigar, perseguir 

y, en su caso, sancionar la posesión de narcóticos, en términos de la Ley 

General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 del 

propio ordenamiento. 

1 De acuerdo con este artículo: Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a 
trescientos cincuenta días multa, al que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la 
autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando esa posesión sea 
con la finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en el artículo 194.

No se precederá en contra de quien, no siendo farmacodependiente se le encuentre en posesión de 
alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, por una sola vez y en cantidad tal que pueda 
presumirse que está destinada a su consumo personal.

No se procederá por la simple posesión de medicamentos, previstos entre los narcóticos a los que 
se refiere el artículo 193, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales de 
adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el 
tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los 
tiene en su poder.
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XXIII. Tratándose de la reforma que se inserta en el párrafo tercero 

del artículo 195 del Código Penal Federal, ésta sustituye en su totalidad un 

enunciado que establece la improcedencia del ejercicio de la acción 

punitiva por la simple posesión de medicamentos, previstos entre los 

narcóticos a los que se refiere el artículo 193, cuya venta al público se 

encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su 

naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el 

tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la 

custodia o asistencia de quien los tiene en su poder. Enunciado que, mutatis 

mutandi, el proyecto en examen consigna ahora en el segundo párrafo del 

artículo 477, que se integra en el capítulo que se adiciona al final del Título 

Décimo Octavo de la Ley General de Salud. En su lugar, se inserta una 

disposición que presume que la posesión de alguno de los narcóticos

previstos en la Tabla de Orientación de Dosis Máximas 

de Consumo Personal e Inmediato , a que se refiere el 

artículo 479 de la Ley General de Salud, en cantidad igual o superior a la 

que resulte de multiplicar por mil las que se mencionan en la consabida 

tabla, tiene por objeto cometer alguna de las conductas previstas en el 

artículo 194 del Código Penal Federal. 

XXIV. En el artículo 195 bis, la reforma que se plantea deroga el 

Apéndice 1 del Código Penal Federal, es decir, se deroga la penalidad 

calificada por posesión de estupefacientes contemplada en las cuatro tablas
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que constituyen el Apéndice aludido, al cambiar radicalmente el sentido y 

alcance del enunciado que obra implícito en el texto vigente del precepto 

penal en cita. Así, de acuerdo con esta reforma, cuando por las 

circunstancias del hecho la posesión de alguno de los narcóticos señalados 

en el artículo 193, sin la autorización a que se refiere la Ley General de 

Salud, no pueda considerarse destinada a realizar alguna de las conductas a 

que se refiere el artículo 194, se aplicará pena de cuatro a siete años seis 

meses de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días multa. En la 

especie, quedan sin efecto los diversos extremos de penalidades previstos 

en los distintos niveles de las cuatro tablas del Apéndice 1, del Código 

Penal Federal, que legitima la imposición de éstas en las diversas hipótesis 

de primo delincuencia , primera reincidencia , 

segunda reincidencia  y multireincidente , considerando, 

además, las cantidades de narcótico que se les encuentre en posesión. 

XXV. En el precepto que se examina se contempla, además, la 

improcedencia de la acción por ese delito en contra de la persona que 

posea medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se 

encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su 

naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el 

tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la 

custodia o asistencia de quien los tiene en su poder enunciado con 

significado idéntico al texto vigente del último párrafo del artículo 195 del 
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Código Penal Federal ; o bien, posea peyote u hongos alucinógenos, 

cuando por la cantidad y circunstancias del caso pueda presumirse que 

serán utilizados en las ceremonias, usos y costumbres de los pueblos y 

comunidades indígenas, así reconocidos por sus propias autoridades. Se 

define en el caso particular, para efectos del Capítulo Primero, Título 

Séptimo, Libro Segundo, del Código Penal Federal, la posesión como la 

tenencia material de narcóticos o éstos están dentro del radio de acción y 

disponibilidad de la persona. Termina la reforma del artículo 195 bis, con

una disposición que se consigna también en el segundo párrafo del artículo 

195, y reitera la facultad discrecional de las autoridades del fuero común 

para investigar, perseguir y, en su caso, sancionar la posesión de 

narcóticos, en términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los 

supuestos del artículo 474 de esta ley.

XXVI. Por último, en el artículo 199 del Código Penal Federal, que 

en su texto en vigor consigna una excusa absolutoria o la impunidad, en 

caso de farmacodependencia , el proyecto en estudio, sin alterar el 

sentido y alcance de su significado, solamente establece un nuevo orden 

gramatical del enunciado que se contempla en el párrafo primero, 

conforme al cual, no se aplicará pena alguna al farmacodependiente que 

posea para su estricto consumo personal alguno de los narcóticos 

señalados en el artículo 193 del propio ordenamiento. La reforma impone, 

también,  al Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, 
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tan pronto adviertan que una persona relacionada con algún procedimiento 

por los delitos previstos en los artículos 195 o 195 bis, es 

farmacodependiente, la obligación de informar de inmediato y, en su caso, 

dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos 

del tratamiento que corresponda; obligación que se hace extensiva a todo 

centro de reclusión para prestar servicios de rehabilitación al 

farmacodependiente. Para la concesión de la condena condicional o del 

beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará 

como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, 

pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento 

médico correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la 

autoridad ejecutora.

C) CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

XXVII. En el caso particular, se manifiesta la reforma de las 

fracciones IV y V del artículo 137 del Código Federal de Procedimientos 

Penales, y la adición de una fracción VI en la propia norma adjetiva. En la 

primera de estas fracciones, en virtud de la adición de la fracción VI, se 

suprime la conjunción copulativa y , que determina la unión o la 

necesaria coordinación que debe obrar entre las cláusulas de un mismo 

concepto o enunciado y que en uso de una correcta sintaxis debe 

expresarse, generalmente, antes de la última cláusula para que adquieran su 

sentido completo; conjunción que se sustituye por la disyuntiva o , que 
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se añade en la fracción V, para los efectos anteriores, sin que en ninguna 

de las fracciones IV y V se altere el significado de los enunciados que 

comprenden. Así, en la adición de la fracción VI,  se impone al Ministerio 

Público la obligación de no ejercer la acción penal, en los demás casos que 

señalen las leyes.

XXVIII. En la adición del artículo 180 bis, para fines de 

investigación se otorga una facultad discrecional al titular del Ministerio 

Público de la Federación, tratándose de los delitos de narcomenudeo 

previstos en los artículos 475, 476 y 477 que se adicionan a la Ley General 

de Salud, en cuya virtud, esa autoridad ministerial podrá autorizar a los

agentes de la policía que se encuentren bajo su conducción y mando la 

compra, adquisición o la transmisión material de algún narcótico para 

lograr la detención del probable responsable del comercio o suministro de 

narcóticos o de la posesión de los mismos con dichos fines y el 

aseguramiento correspondiente. En la especie, al titular del Ministerio 

Público de la Federación o el servidor público que al efecto designe, tendrá 

también una facultad discrecional para autorizar, caso por caso, a los 

titulares del Ministerio Público de las entidades federativas para que, por 

conducto de sus policías, empleen las técnicas de investigación que se 

orienten en la misma finalidad.

XXIX. Expedida la autorización, el Ministerio Público de la 

Federación y, en su caso, el Ministerio Público de las entidades 
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federativas, deberán señalar por escrito en la orden respectiva los 

lineamientos, términos, limitaciones, modalidades y condiciones a los que 

debe sujetarse el agente o agentes de la policía que deberán ejecutar la 

orden. En las actividades que desarrollen el o los policías que ejecuten la 

orden se considerará que actúan en cumplimiento de un deber, siempre que 

su actuación se apegue a los lineamientos, términos, modalidades, 

limitaciones y condiciones de referencia El Ministerio Público de la 

Federación deberá dar aviso de la autorización prevista en el primer 

párrafo de este artículo al Ministerio Público de las entidades federativas 

en las que se ejecute la orden respectiva.

XXX. Con relación a las reformas que se insertan en el inciso 12) 

de la fracción I y la fracción XV del artículo 194 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, artículo que contempla el catálogo de los delitos 

que se califican como graves, para todos los efectos legales, por afectar de 

manera importante valores fundamentales de la sociedad. En el inciso de 

referencia, en el que se califican como graves del Código Penal Federal, 

los delitos contra la salud, previstos en los artículos 194, 195, párrafo 

primero, 195 Bis, excepto cuando se trate de los casos señalados en las dos 

primeras líneas horizontales de las tablas contenidas en el apéndice 1, y los 

artículos 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte primera del 

párrafo tercero, del propio ordenamiento jurídico punitivo. Merced al 

Capítulo VII  denominado Delitos Contra la Salud en su 

modalidad de Narcomenudeo , que se adiciona al final del 
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TÍTULO DÉCIMO OCTAVO de la Ley General de Salud, y las 

propias reformas que en el proyecto en estudio se manifiestan en el Código 

Penal Federal, con el proyecto en examen se califican como graves los 

delitos contra la salud, previstos en los artículos 194, 195, 

196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte

primera del párrafo tercero. En la fracción XV, la reforma 

añade como delitos graves, además de los previstos en las fracciones I, II y 

III del artículo 464 Ter de la Ley General de Salud, por la adición del 

capítulo séptimo al final de su Título Décimo Octavo, a los delitos 

previstos en los artículos 475 y 476 del propio ordenamiento.

XXXI. Las reformas que se plantean en el Código Federal de 

Procedimientos Penales implican, entre otras cosas, el cambio de la 

denominación del Capítulo III del Título Décimo Segundo, a saber: De

los que tienen el hábito o la necesidad de consumir 

estupefacientes y psicotrópicos , por una más breve, pero 

abarcativa del mismo significado que se desprende de la vigente: De

los farmacodependientes . En el artículo 523, la reforma sin 

alterar el sentido y alcance que se desprenden del texto vigente del 

precepto en cita, solamente establece un nuevo orden gramatical del 

enunciado que lo constituye. En efecto, conforme a la disposición que está 

en vigor en el artículo 523,  se impone al Ministerio Público la obligación 

de ponerse inmediatamente en comunicación con la autoridad sanitaria 

federal correspondiente para determinar la intervención que ésta deba tener
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en aquellos casos  en que el Ministerio Público tenga conocimiento, al 

iniciar su averiguación, de que una persona ha hecho uso indebido de 

estupefacientes o psicotrópicos. Con la reforma de mérito, ahora se dice,

que el Ministerio Público al iniciar la averiguación previa dará aviso a la 

autoridad sanitaria correspondiente, cuando un farmacodependiente 

cometa un delito, a fin de que dicha autoridad intervenga en los términos 

de las disposiciones aplicables, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 

199, segundo párrafo, del Código Penal Federal. 

XXXII. Siguiendo con la cita del Código Federal de 

Procedimientos Penales, se contempla en éste la derogación de sus 

artículos 524 y 525, que disponen, tratándose del primero, dos 

obligaciones a cargo del Ministerio Público para precisar, acuciosamente, 

si la posesión de estupefacientes o psicotrópicos que se hubiesen 

adquirido, tiene por finalidad exclusiva el uso personal que de ellos haga el 

indiciado. En este caso, y siempre que el dictamen hecho por la autoridad 

sanitaria indique que el inculpado tiene el hábito o necesidad de consumir 

ese estupefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para su 

propio consumo, no hará consignación a los tribunales; en caso contrario, 

ejercerá acción penal. Y, en el artículo 525, por su parte, se consigna la 

obligación del Ministerio Público de desistirse de la acción penal sin 

necesidad de consulta al Procurador, pidiendo al tribunal que el detenido 

sea puesto a disposición de la autoridad sanitaria federal para su 

tratamiento, por el tiempo necesario para su curación, cuando hecha la 
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consignación y dentro de las setenta y dos horas que señala el artículo 19 

constitucional se formula o se rectifica el dictamen en el sentido de que el 

inculpado tiene hábito o la necesidad de consumir el estupefaciente o 

psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para su propio consumo. 

Finalmente, en los artículos 526 y 527, solamente se insertan 

modificaciones de forma que nada altera su significado.

CONSIDERACIONES

I. Vistas las reformas que se han descrito y conocidos los 

razonamientos que se manifiestan con la intención de justificar la 

oportunidad de su vigencia, en ellas obra implícito el propósito de 

consolidar el marco jurídico que establezca los supuestos en que las 

autoridades del fuero común podrán conocer y resolver de un delito que se 

manifiesta en la conducta de quien comercia o suministra narcóticos, que 

por la cantidad y presentación o forma de embalaje, se determina que es 

para su distribución en dosis individuales, o bien, posea sin autorización 

narcóticos que por su cantidad y presentación o forma de embalaje, se 

determina que no están destinados para su estricto e inmediato consumo 

personal, sino para su distribución en dosis individuales. Se concibe, de tal 

manera, la importancia que representa la sana convivencia de los 

mexicanos en un Estado social de derecho constituido al amparo de la 

sólida construcción de un federalismo redistribuidor de competencias, que 

fortalece la autonomía de las entidades federativas, sin perjuicio de la tarea 
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que se realice para continuar vigorizando los mecanismos de coordinación 

que ya existen en el orden jurídico nacional y, en su caso, se añadan 

nuevas figuras de colaboración interinstitucional.

II. Ciertamente, al reconocer nuestra Carta Magna el derecho que 

toda persona tiene a la protección de la salud; hacer posible 

que la ley defina las bases y modalidades que

permitan el acceso a los servicios que tal concepto 

implica y establecer la concurrencia de la Federación 

y los estados en materia de salubridad general, como su 

consecuencia, natural y legítima, se consagró también en el propio texto 

fundamental la obligación de establecer en las leyes federales los 

supuestos en que las autoridades del fuero común podrán conocer y 

resolver sobre delitos federales. Es decir, la facultad para que dichas 

autoridades tengan la posibilidad de penalizar las conductas que atenten 

contra los valores jurídicos que al concepto de salubridad general, en la 

especie, le son inmanentes. En el proyecto en estudio, se concibe la 

base jurídica a través de la cual se concede a los 

estados, de conformidad con la legislación federal, la facultad de 

investigar, perseguir y sancionar la consumación de delitos federales que 

tengan relación con las materias en que la Constitución reconoce la 

concurrencia de ambos órdenes de competencia. En el caso particular, 

delitos como el narcomenudeo que, por sus características peculiares, 

constituye una aflicción que desde hace mucho tiempo daña a nuestra 

sociedad.
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III. Obra inmerso en el proyecto, en examen, un encarecido respeto 

por el principio de legalidad, al garantizar la coexistencia armónica de dos 

diferentes órdenes jurídicos de un mismo sistema constitucional, cuyo 

origen se sustenta en la exacta delimitación de sus respectivas 

competencias, que define el artículo 124 constitucional entre las 

autoridades federales y las estatales; es decir, entre dos órdenes de 

gobierno: común y federal. El primero que lo rige todo de ahí su 

denominación , y el segundo de excepción. Hay una dualidad de 

competencias en nuestro sistema constitucional: la ordinaria o

común y la excepcional o federal. Los poderes federales son 

mandatarios con facultades limitadas y expresas. Bajo estas circunstancias, 

cualquier ejercicio de facultades no conferidas de manera indubitable por 

la ley, entraña un exceso en el mandato y, por ende, un acto nulo. En ese 

sentido, la Constitución General de la República representa la unidad de un 

sistema normativo que descansa en el principio de supremacía de esta Ley, 

implícito en su artículo 133, y que apuntala para el gobierno y gobernados 

un cierto margen de seguridad, al desprenderse de éste que una norma 

contraria a la Norma superior no tiene posibilidades de existencia en el 

orden jurídico mexicano. 

IV. Del artículo 133 constitucional se derivan, a su vez, el principio 

de legalidad, conforme al cual todo acto contrario a la Constitución 

carece de valor jurídico; y el de competencia indelegable, que de 

acuerdo con su esencia cada órgano tiene su competencia que no es 
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delegable salvo los casos que señale expresamente la propia Constitución. 

Conforme al primero de ellos, todo acto de los órganos del Estado debe 

encontrarse fundado y motivado por el derecho vigente, es decir, debe 

sujetarse al derecho, debe tener su apoyo estricto en una norma legal que 

sea conforme con las disposiciones de fondo y forma consignadas en la 

Constitución. De ese principio nace la obligación pública de los órganos 

del Estado de hacer solamente aquello que expresamente la ley les permita. 

En las reformas de mérito, se advierte el respeto a estos principios 

fundamentales al instituirse merced a la facultad del Congreso de la Unión, 

que lo autoriza a delegar en las autoridades locales competencia para 

conocer de delitos federales, cuando la consumación de éstos transgreda 

alguno de los bienes jurídicos o los valores de aquellas materias en las que 

la Constitución establece la concurrencia de la Federación y los estados, 

para su ejercicio. Estas reformas no desvirtúan la estructura de nuestro 

sistema federal ni el principio de distribución de competencias. Por lo 

contrario, consolidan la vigencia de un sistema que descansa sobre la base 

de la cooperación y el auxilio recíproco.

V. La iniciativa clarifica el régimen de aplicación de excusas 

absolutorias gracias al sistema de la Tabla de Orientación de 

Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato ,

que indica las cantidades de narcótico en posesión que podrían 

considerarse como consumo personal . Y aún cuando se piense 

que ese sistema no se aparta de la dificultad científica que conlleva para 
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definir las cantidades que, además, de homogéneas, representen lo que 

realmente una persona puede consumir, por los múltiples factores que en 

cada caso individual pueden influenciar la determinación de aquéllas, 

como la consistencia física de la persona, su edad y su capacidad orgánica 

para asimilar el enervante, entre otros, porque igual podría considerarse el 

grado de adicción que el sujeto manifieste; dificultad que, por añadidura, 

es insalvable mediante un sistema de tablas. No obstante, se reconoce que 

es el que mayor certeza jurídica aporta en la actualidad.

VI. El proyecto que se analiza, implica un avance significativo al 

prever con precisión lo que debe entenderse por consumo personal. En éste 

se comprenden, además, definiciones de algunos conceptos relevantes en 

la materia para otorgar a éstos un significado restringido o más preciso, 

con la finalidad de evitar problemas de interpretación que suelen aparecer 

cuando alguno de aquéllos puede presentar diferentes acepciones en 

diversos sectores del orden jurídico nacional. Como el vocablo 

farmacodependencia , que el artículo 473, que se adiciona a la 

Ley General de Salud, define como el conjunto de fenómenos de 

comportamiento, cognoscitivos y fisiológicos, que se desarrollan luego del 

consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos de los previstos en los 

artículos 237 y 245, fracciones I a III, de la propia ley; como la expresión 

narcóticos , que alude a los estupefacientes, psicotrópicos y demás 

sustancias o vegetales que determinen la Ley General de Salud, los 

Convenios y Tratados Internacionales de observancia obligatoria en 
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México y los que señalen las demás disposiciones legales aplicables en la 

especie; o bien,  la palabra posesión , que implica la tenencia material

de narcóticos o la existencia de éstos dentro de un radio de acción y 

disponibilidad de la persona.

VII. Más a propósito, se contempla en el caso particular la 

necesidad de evitar la penalización indiscriminada de enfermos y 

miembros de los pueblos y comunidades indígenas. Tratándose de los 

primeros, por obvias razones, siempre y cuando en la posesión de 

medicamentos que contengan narcóticos, su venta al público se encuentre 

supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza 

y cantidad, además, dichos medicamentos sean los necesarios para el 

tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la 

custodia o asistencia de quien los detenta; o bien, refiriéndonos a los 

segundos, cuando sean sorprendidos en posesión de peyote u hongos 

alucinógenos, si por la cantidad y circunstancias del caso sea dable 

presumir que serán utilizados en las ceremonias, usos o costumbres de 

aquéllos, así reconocidos por sus propias autoridades. 

VIII. Por otra parte, haciendo alusión a la competencia que se 

atribuye a la Federación y a los gobiernos locales, si la Procuraduría 

General de la República, la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal y las procuradurías generales de justicia de los treinta y un Estados 

integrantes de la Federación, han asumido el compromiso de instrumentar 
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acciones con la finalidad de colaborar recíprocamente, dentro de sus 

respectivos ámbitos de competencia, en la modernización, agilización y 

optimización de la lucha contra la delincuencia, es una exigencia 

inexcusable, que en el cumplimiento de esa finalidad, les asista la 

responsabilidad de participar conjuntamente en los operativos que se 

realicen en la investigación y persecución del delito de narcomenudeo en 

sus distintas modalidades. 

IX. Esa corresponsabilidad encuentra su fundamento de validez, no 

solamente en el párrafo tercero de la fracción XXI del artículo 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino también en el 

párrafo segundo del artículo 119 de nuestra propia Carta Magna. En el 

primero de ellos, porque en las materias concurrentes 

previstas en la Constitución, las leyes federales deben

establecer los supuestos en que las autoridades del 

fuero común podrán conocer y resolver sobre delitos 

federales; y en el segundo, porque el aseguramiento y entrega de 

objetos, instrumentos o productos del delito, los estados y el Distrito 

Federal tienen la facultad discrecional de celebrar convenios de 

colaboración con el Gobierno Federal, para practicar estas diligencias con 

intervención de las procuradurías generales de justicia y la Procuraduría 

General de la República.

X. Se manifiesta así, la legitimidad de la obligación que se impone 

a dichas instancias de autoridad para coordinarse, en los términos que la 
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ley señale, en el establecimiento de los principios que habrán de regular su 

actuación y la de las instituciones policiales que bajo su mando 

intervengan, en la ejecución de operativos conjuntos en la investigación y 

persecución del delito y el cumplimiento de mandamientos judiciales y 

ministeriales. La Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

en sus artículos 2, 4, 7 fracción X, 24 fracciones II, XII y XV, 39, apartado 

A, fracción I y apartado B, último párrafo, 40 fracciones XII y XVII, y 41 

fracciones III y VIII, entre otros, contemplan disposiciones de las que se 

infiere la facultad de participar en operativos de coordinación conjunta en 

la investigación y persecución de delitos.

XI. No obstante, las consideraciones que se han vertido para 

justificar las reformas y adiciones que se plantean en el proyecto en 

estudio, se estima atendible la pertinencia de adecuar el texto de algunas de 

las disposiciones que en éste se contemplan por la naturaleza intrínseca del 

sentido y alcance que en ellas se concibe y la particular correspondencia 

que guardan con el significado de otros preceptos que en el mismo obran 

implícitos. Examinando, además, por su importancia y la coincidencia que 

guardan con la racionalidad ética y teleológica que se desprende del fin que 

en la especie se pretende, la diversa INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL DE SALUD, EL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y EL 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES EN 

MATERIA DE SALUBRIDAD GENERAL PARA LA 
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FARMACODEPENDENCIA Y EN MATERIA DE NARCOMENUDEO, 

presentada por el Senador René Arce Islas, del Grupo Parlamentario del 

Partido de la Revolución Democrática, el 09 de octubre de 2008, en uso de 

la facultad que le otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos.

XII. Tratándose de la iniciativa con antelación aludida, de ésta se 

analiza específicamente lo que atañe a las adiciones que se insertan en el 

capítulo IV del título décimo primero de la Ley General de Salud  los 

párrafos segundo y tercero en el artículo 192 y los artículos 192 Bis, 192 

Ter, 193 Bis, 193 Ter y 193 Quáter , haciendo reserva expresa, para su 

ulterior análisis, de las demás disposiciones que se manifiestan en los 

diversos complejos normativos que en tal proyecto se adicionan o 

reforman. Por consiguiente, en el apartado que sigue se expresa el 

contenido de los preceptos y las consideraciones a las que se acude para 

justificar la procedencia o improcedencia de las modificaciones que se 

plantean para arribar a un proyecto único, enriquecido lo mejor posible 

desde el punto de vista de una adecuada técnica jurídica. 

M OD I F I CA C ION E S A LA IN I C I AT IVA

XIII. Dispuesta la tarea que, en el plano legislativo, nos

corresponde desahogar conforme al método que se ha seguido en el 

desarrollo de presente dictamen, en el apartado que nos ocupa sólo resta
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puntualizar las consideraciones que sustentan la estimación favorable o 

desestimación de los preceptos normativos que han sido analizados y los 

que corresponde examinar de la iniciativa citada en los parágrafos que 

anteceden, consignando las razones que motivan el cambio en la redacción 

de algunos de ellos; cambio, que se finca con el interés de arribar al 

proyecto al que se aspira en el caso particular, en función de una adecuada 

técnica en la creación de sus normas para que éstas sean claras, completas 

y coherentes.

XIV. Fundadas en esa aspiración legítima, en las adiciones que se 

contemplan en el capítulo IV del título décimo primero de la Ley General 

de Salud, se desprende la obligación de la Secretaría de Salud de elaborar 

un programa nacional para la prevención y tratamiento de la 

farmacodependencia; programa que deberá establecer los procedimientos y 

criterios para la prevención, tratamiento y control de las adicciones y será 

de observancia obligatoria para los prestadores de servicios de salud del 

Sistema Nacional de Salud en todo el territorio nacional y en los 

establecimientos de los sectores público, privado y social que realicen 

actividades preventivas, de tratamiento y de control de las adicciones y la 

farmacodependencia. Las campañas de información y sensibilización que 

reciba la población deberán estar basadas en estudios científicos y alertar 

de manera adecuada sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del 

consumo de estupefacientes y psicotrópicos.
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XV. Conforme al programa de referencia, los gobiernos de las 

entidades federativas asumen la responsabilidad de promover y llevar a 

cabo campañas permanentes de información y orientación al público, para 

prevenir daños a la salud provocados por el consumo de estupefacientes y 

psicotrópicos; y proporcionar información y brindar la atención médica y 

los tratamientos que se requieran a las personas que los consuman. Para los 

efectos de ese programa se definen los conceptos de 

farmacodependiente, consumidor, farmacodependiente 

en recuperación, atención médica, detección

temprana, prevención, tratamiento, investigación en 

materia de farmacodependencia y suspensión de la 

farmacodependencia. Definiciones de conceptos que, por su 

influencia en las disposiciones especiales en que se insertan, vendrán a 

contribuir al conocimiento específico del significado técnico que se les 

asigna para la eficaz comprensión de su sentido y la materia en la que se 

apliquen.

XVI. En materia de prevención, con las adiciones de mérito, entre 

otras, la Secretaría de Salud asume también la obligación de ofrecer a la 

población un modelo de intervención temprana, en la que se considere 

desde la prevención y promoción de una vida saludable hasta el 

tratamiento ambulatorio de calidad de la farmacodependencia, que 

contemple una visión integral y objetiva del problema, para desarrollar 
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campañas de educación que se orienten a la prevención de las adicciones, 

con base en esquemas novedosos y creativos de comunicación que 

permitan la producción y difusión de mensajes de alto impacto social, con 

el fin de reforzar los conocimientos de daños y riesgos de la 

farmacodependencia, dirigiendo sus esfuerzos, especialmente, hacia los 

sectores más vulnerables de la sociedad, a través de centros de educación 

básica. Acorde con la obligación a que se alude, la Secretaría de Salud 

deberá coordinar y promover con los sectores público, privado y social, las 

acciones para prevenir la farmacodependencia, con base en la información 

y en el desarrollo de habilidades para proteger, promover, restaurar cuidar 

la salud individual, familiar, laboral, escolar y colectiva; y proporcionar 

atención integral a grupos de alto riesgo en los que se ha demostrado, a 

través de diversas investigaciones y estudios, que, por sus características 

biopsicosociales, tienen mayor probabilidad de uso, abuso o dependencia a 

narcóticos.

XVII. Asimismo, de las adiciones en cita se infiere la obligación de 

las dependencias y entidades de la administración pública en materia de 

salubridad general, tanto federales como locales, de crear centros 

especializados en tratamiento, atención, y rehabilitación para

farmacodependientes, con base en sistemas modernos de tratamiento y 

rehabilitación, fundamentados en el respeto a la integridad y a la libre

decisión del paciente. La ubicación de estos centros se basará en estudios 



40

rigurosos del impacto de las adicciones en cada región del país. Para ello, 

se deberá crear un padrón de instituciones y organismos públicos y 

privados que realicen actividades de prevención, tratamiento, atención y 

reinserción social en materia de farmacodependencia, que contenga las 

características de atención, condiciones y requisitos para acceder a los 

servicios que ofrecen; y celebrar convenios de colaboración con 

instituciones nacionales e internacionales de los sectores social y privado, 

y con personas físicas que se dediquen a esas actividades, con el fin de que 

quienes requieran de asistencia, puedan, conforme a sus necesidades, 

características y posibilidades económicas, acceder a los servicios que 

todas estas instituciones o personas físicas ofrecen.

XVIII. Hacia el logro de esa finalidad, la Secretaría de Salud

asumirá la obligación de realizar procesos de investigación en materia de 

farmacodependencia para determinar las características y tendencias del 

problema, así como su magnitud e impacto en lo individual, familiar y 

colectivo; contar con una base científica que permita diseñar e 

instrumentar políticas públicas eficaces en la materia; evaluar el impacto 

de los programas preventivos, así como de tratamiento y rehabilitación; 

establecer el nivel de costo-efectividad de las acciones; identificar grupos 

y factores de riesgo y orientar la toma de decisiones; desarrollar estrategias 

de investigación y monitoreo que permitan conocer suficientemente, las 

características de la demanda de atención para problemas derivados del 
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consumo de sustancias psicoactivas, la disponibilidad de recursos para su 

atención y la manera como éstos se organizan, así como los resultados que 

se obtengan de las intervenciones; realizar convenios de colaboración a 

nivel internacional que permitan fortalecer el intercambio de experiencias 

novedosas y efectivas en la prevención y tratamiento del problema, así 

como el conocimiento de los avances sobre la materia. En todos estos 

procesos de investigación, deberá prevalecer el criterio del respeto a la

dignidad de la persona y la protección de sus derechos y su bienestar, de 

quien deberá obtenerse el consentimiento informado y por escrito y, en su 

caso, del familiar más cercano en vínculo o de su representante legal, para 

decidir su participación en el diseño y desarrollo de ese tipo de

investigaciones.

XIX. De acuerdo con la finalidad que se persigue, el proceso de 

superación de la farmacodependencia debe fomentar la participación 

comunitaria y familiar en la prevención y tratamiento, en coordinación con 

las autoridades locales, y las instituciones públicas o privadas, 

involucradas en los mismos, para la planeación, programación, ejecución y 

evaluación de los programas y acciones; debe fortalecer la responsabilidad 

social, la autogestión y el auto cuidado de la salud, fomentando la 

conformación de estilos de vida y entornos saludables que permitan 

desarrollar el potencial de cada persona, propiciando condiciones que 

eleven la calidad de vida de las familias y de las comunidades; debe
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reconocer a las comunidades terapéuticas, para la rehabilitación de 

farmacodependientes, en la que sin necesidad de internamiento, sea dable

la reinserción social a través del apoyo mutuo, y; debe reconocer la 

importancia de los diversos grupos de ayuda mutua, que ofrecen servicios 

gratuitos en apoyo a los farmacodependientes en recuperación, con base en 

experiencias vivenciales compartidas entre los miembros del grupo, para 

lograr la abstinencia en el uso de narcóticos.

XX. Una disposición de suma importancia se inserta en el artículo 

193 Bis, que se adiciona a la Ley General de Salud, porque en ella se 

consigna a cargo de las autoridades en la materia, cuando el centro o 

institución reciba reporte del no ejercicio de la acción penal, en términos 

del artículo 478, que también se adiciona a la propia ley, la obligación de 

citar al farmacodependiente o consumidor, con el propósito de 

proporcionarle orientación y conminarlo a tomar parte en los programas 

contra la farmacodependencia o en aquellos preventivos de la misma. Al 

tercer reporte del Ministerio Público el tratamiento para el

farmacodependiente será obligatorio.

XXI. Otra cuestión toral es necesario dilucidar con relación al 

artículo 478 de la Ley General de Salud, del proyecto en estudio, precepto, 

conforme al cual, el Ministerio Público no ejercerá acción penal por el 

delito de posesión de narcóticos sin autorización legal, previsto en el 

artículo 477 de la propia ley, si el inculpado se somete y cumple 
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voluntariamente el tratamiento médico respectivo para atender su 

farmacodependencia o en el caso de los no farmacodependientes a los 

programas de prevención correspondientes que al efecto señale la 

autoridad sanitaria; tratamiento que suspende el plazo para la prescripción 

de la acción penal por el tiempo que ello dure. Empero, en caso de que el 

probable responsable incumpla con el mismo, se impone la obligación de 

reanudar el procedimiento y el Ministerio Público podrá ejercer acción 

penal. Beneficio que no se aplicará cuando la posesión del narcótico se 

realice por tercera o ulterior ocasión; en el interior de centros de 

educación, deportivos, parques públicos o privados de acceso público, o; 

dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de 

trescientos metros de los límites de la colindancia de los lugares con

antelación señalados.

XXII. A juicio nuestro, partiendo del hecho de que para la 

legislación mexicana y la medicina forense, el farmacodependiente es un 

enfermo que requiere tratamiento, es inadmisible que su adicción sea 

castigada con una pena, así sean tres o más ocasiones en que se le 

encuentre en posesión del narcótico que sea necesario para su consumo. 

Por qué, porque el farmacodependiente es un enfermo que requiere de un 

tratamiento que el Estado mexicano tiene la obligación de proporcionarle, 

con independencia de la lucha que enfrente en contra de los 

narcomenudistas y traficantes de la droga de la que aquél difícilmente, por 

sí mismo, podrá sustraerse. La farmacodependencia es un problema que 
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siempre ha existido, como un fenómeno que se manifiesta con el uso 

habitual de estupefacientes y psicotrópicos de los que el adicto no se puede 

sustraer, por consiguiente, el objetivo y la acción que el Estado mexicano

debe emprender, en la especie, habrá de orientarse en contra de la 

producción, tenencia, tráfico y proselitismo que en materia de 

farmacodependencia se fomente.

XXIII. Finalmente, una cuestión aparte que es importante 

considerar es la relativa a las disposiciones transitorias, necesarias para 

pasar del régimen actual de competencia en la materia al nuevo al que se 

aspira arribar. Bajo esa tesitura, en la especie, se prevén normas de carácter 

transitorio que aluden al régimen aplicable a las denominadas situaciones 

jurídicas pendientes que salvaguardan, por añadidura, la vigencia 

permanente de los principios de legalidad y seguridad jurídica con la 

entrada en vigor del decreto que se apruebe, al garantizar la continuidad de

los procedimientos penales que se estén substanciando conforme a las 

disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos; y

establecer la aplicación de las disposiciones vigentes con anterioridad a la

entrada en vigor de las nuevas, a las personas que hayan cometido un 

delito de los contemplados en el mismo, incluidas las procesadas o 

sentenciadas.

XXIV. Disposiciones transitorias que, también, comprenden los 

plazos adecuados para la instrumentación de las acciones, mecanismos y
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reglas jurídicas necesarios para que las reformas de mérito puedan surtir 

sus efectos lo más eficazmente posible. Para ello, las legislaturas locales y 

la Asamblea Legislativa del Distrito Federal contarán con un plazo de un 

año a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para realizar las 

adecuaciones a la legislación que corresponda, para efectos de lo dispuesto 

en el artículo 474 de la Ley General de Salud. La Federación y las 

entidades federativas contarán, a su vez, con un plazo de tres años a partir 

de la entrada en vigor del decreto que se apruebe, para realizar las acciones 

necesarias, según sea el caso, a fin de dar el debido cumplimiento a las 

atribuciones contenidas en el mismo.

XXV. Descritas las reformas y adiciones que se invocan, en el caso 

particular, se contempla en ellas el interés de consolidar un marco legal 

que, bajo los principios fundamentales de legalidad, de seguridad jurídica, 

de unicidad ideológica y de congruencia, propicie respuestas adecuadas 

frente a una conducta criminal que ha salido del control de nuestras 

autoridades. México, registra niveles muy altos en la consumación del 

delito de narcomenudeo que es preciso atender con la finalidad de cimentar 

la base jurídica a través de la cual se consignen las facultades que otorguen 

a las autoridades del fuero común la posibilidad de penalizar las conductas 

que atenten contra los valores jurídicos que al concepto de salubridad 

general le son inmanentes. Con ello, no se desvirtúa la estructura de 

nuestro sistema federal ni el principio de distribución de competencias que 
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define el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

XXVI. Por lo contrario, se consolida la vigencia de ese sistema 

sobre la base de la cooperación y el auxilio recíproco, a través de un

ordenamiento jurídico que encuentra su fundamento de validez en la 

propia fuente Suprema y que se orienta, en lo posible, al combate frontal y 

decidido del delito de narcomenudeo en todas sus modalidades; delito que 

se consuma con la manifestación de la conducta de quien o quienes 

comercian o suministran narcóticos que por la cantidad y presentación o 

forma de embalaje, es dable determinar que es para su distribución en 

dosis individuales, o bien, de quien o quienes posean sin autorización 

narcóticos que por su cantidad y presentación o forma de embalaje, 

también, se determina que no están destinados para su estricto e inmediato 

consumo personal, sino para su distribución en dosis individuales.

Así, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86 y 94 de 

la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 

88 del Reglamento para su Gobierno Interior, las Comisiones Unidas de 

Justicia; de Salud; y de Estudios Legislativos, Segunda, de la Cámara de 

Senadores, someten al Pleno de esa Honorable Asamblea el siguiente 

proyecto de:
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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, 
DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

Artículo Primero. Se REFORMA la fracción XXIII del artículo 3; y se 
ADICIONA un apartado C al artículo 13, un párrafo segundo al artículo 
191, los párrafos segundo y tercero al artículo 192, los artículos 192 Bis, 
192 Ter, 192 Quáter, 192 Quintus, 192 Sextus y 193 Bis, un párrafo 
segundo al artículo 204, así como un Capítulo VII denominado "Delitos 
Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo", al Título Décimo 
Octavo, con los artículos 473 a 482, todos de la Ley General de Salud, para 
quedar como, sigue:

Artículo 3.-

I. a XXII....

XXIII. La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el 
programa contra la farmacodependencia;

XXIV. a XXXI....

Artículo 13.-

A....

B....

C. Corresponde a la Federación y a las entidades federativas la prevención 
del consumo de narcóticos, atención a las adicciones y persecución de los 
delitos contra la salud, en los términos del artículo 474 de esta Ley.  

Artículo 191.-...

La información que reciba la población deberá estar basada en estudios 
científicos y alertar de manera clara sobre los efectos y daños físicos y 
psicológicos del consumo de estupefacientes y psicotrópicos.
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Artículo 192.- La Secretaría de Salud elaborará un programa nacional para 
la prevención y tratamiento de la farmacodependencia, y lo ejecutará en 
coordinación con dependencias y entidades del sector salud y con los 
gobiernos de las entidades federativas. 

Este programa establecerá los procedimientos y criterios para la 
prevención, tratamiento y control de las adicciones y será de observancia 
obligatoria para los prestadores de servicios de salud del Sistema Nacional 
de Salud en todo el territorio nacional y en los establecimientos de los 
sectores público, privado y social que realicen actividades preventivas, de 
tratamiento y de control de las adicciones y la farmacodependencia.

Las campañas de información y sensibilización que reciba la población 
deberán estar basadas en estudios científicos y alertar de manera adecuada 
sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo de 
estupefacientes y psicotrópicos. 

De conformidad con los términos establecidos por el programa nacional 
para la prevención y tratamiento de la farmacodependencia, los gobiernos 
de las entidades federativas serán responsables de:

I. Promover y llevar a cabo campañas permanentes de información y 
orientación al público, para la prevención de daños a la salud 
provocados por el consumo de estupefacientes y psicotrópicos; y

II. Proporcionar información y brindar la atención médica y los 
tratamientos que se requieran a las personas que consuman 
estupefacientes y psicotrópicos.

Artículo 192 bis.- Para los efectos del programa nacional se entiende por:

I. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o 
síntoma de dependencia a estupefacientes o psicotrópicos;

II. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o 
psicotrópicos y que no presente signos ni síntomas de dependencia;

III. Farmacodependiente en recuperación: Toda persona que está en 
tratamiento para dejar de utilizar narcóticos y está en un proceso de 
superación de la farmacodependencia;
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IV. Atención médica: Al conjunto de servicios que se proporcionan al 
individuo, con el fin de proteger, promover y restaurar su salud;

V. Detección temprana: Corresponde a una estrategia de prevención 
secundaria que tiene como propósito identificar en una fase inicial el 
consumo de narcóticos a fin de aplicar medidas terapéuticas de 
carácter médico, psicológico y social lo más temprano posible;

VI. Prevención: El conjunto de acciones dirigidas a evitar o reducir el 
consumo de narcóticos, a disminuir situaciones de riesgo y limitar 
los daños asociados al consumo de dichas sustancias;

VII. Tratamiento: El conjunto de acciones que tienen por objeto 
conseguir la abstinencia o, en su caso, la reducción del consumo de 
narcóticos, reducir los riesgos y daños que implican el uso y abuso 
de dichas sustancias, abatir los padecimientos asociados al consumo, 
e incrementar el grado de bienestar físico, mental y social, tanto del 
que usa, abusa o depende de esas sustancias, como de su familia;

VIII. Investigación en materia de farmacodependencia: Tiene por objeto 
determinar las características y tendencias del problema, así como su 
magnitud e impacto en lo individual, familiar y colectivo;
construyendo las bases científicas para la construcción de políticas 
públicas y los tratamientos adecuados para los diversos tipos y 
niveles de adicción; respetando los derechos humanos y su 
integridad, y

IX. Suspensión de la farmacodependencia: Proceso mediante el cual el 
farmacodependiente participa en la superación de su 
farmacodependencia con el apoyo del entorno comunitario en la 
identificación y solución de problemas comunes que provocaron la 
farmacodependencia.

Artículo 192 Ter.- En materia de prevención se ofrecerá a la población un 
modelo de intervención temprana que considere desde la prevención y 
promoción de una vida saludable, hasta el tratamiento ambulatorio de 
calidad, de la farmacodependencia, el programa nacional fortalecerá la 
responsabilidad del Estado, principalmente de la Secretaría de Salud, 
ofreciendo una visión integral y objetiva del problema para: 
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I. Desarrollar campañas de educación para prevención de adicciones, 
con base en esquemas novedosos y creativos de comunicación que 
permitan la producción y difusión de mensajes de alto impacto 
social, con el fin de reforzar los conocimientos de daños y riesgos de 
la farmacodependencia, especialmente dirigirá sus esfuerzos hacia 
los sectores más vulnerables, a través de centros de educación 
básica;

II. Coordinar y promover con los sectores público, privado y social, las 
acciones para prevenir la farmacodependencia, con base en la 
información y en el desarrollo de habilidades para proteger, 
promover, restaurar, cuidar la salud individual, familiar, laboral,
escolar y colectiva;

III. Proporcionar atención integral a grupos de alto riesgo en los que se 
ha demostrado, a través de diversas investigaciones y estudios, que,
por sus características biopsicosociales, tienen mayor probabilidad 
de uso, abuso o dependencia a narcóticos, y

IV. Realizar las acciones de prevención necesarias con base en la 
percepción de riesgo de consumo de sustancias en general, la 
sustancia psicoactiva de uso; las características de los individuos; los 
patrones de consumo; los problemas asociados a las drogas; así 
como los aspectos culturales y las tradiciones de los distintos grupos 
sociales.

Artículo 192 Quáter.- Para el tratamiento de los farmacodependientes, las 
dependencias y entidades de la administración pública en materia de 
salubridad general, tanto federales como locales, deberán crear centros 
especializados en tratamiento, atención, y rehabilitación, con base en 
sistemas modernos de tratamiento y rehabilitación, fundamentados en el 
respeto a la integridad y a la libre decisión del farmacodependiente.

La ubicación de los centros se basará en estudios rigurosos del impacto de 
las adicciones en cada región del país y deberá:

I. Crear un padrón de instituciones y organismos públicos y privados 
que realicen actividades de prevención, tratamiento, atención y 
reinserción social en materia de farmacodependencia, que contenga 
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las características de atención, condiciones y requisitos para acceder 
a los servicios que ofrecen, y

II. Celebrar convenios de colaboración con instituciones nacionales e 
internacionales de los sectores social y privado, y con personas 
físicas que se dediquen a la prevención, tratamiento, atención y 
reinserción social en materia de farmacodependencia, con el fin de 
que quienes requieran de asistencia, puedan, conforme a sus 
necesidades, características, posibilidades económicas, acceder a los 
servicios que todas estas instituciones o personas físicas ofrecen. 

Artículo 192 Quintus.- La Secretaría de Salud realizará procesos de 
investigación en materia de farmacodependencia para:

I. Determinar las características y tendencias del problema, así como 
su magnitud e impacto en lo individual, familiar y colectivo;

II. Contar con una base científica que permita diseñar e instrumentar 
políticas públicas eficaces en materia de farmacodependencia;

III. Evaluar el impacto de los programas preventivos, así como de 
tratamiento y rehabilitación, estableciendo el nivel de costo-
efectividad de las acciones;

IV. Identificar grupos y factores de riesgo y orientar la toma de 
decisiones;

V. Desarrollar estrategias de investigación y monitoreo que permitan 
conocer suficientemente, las características de la demanda de 
atención para problemas derivados del consumo de sustancias 
psicoactivas, la disponibilidad de recursos para su atención y la 
manera como éstos se organizan, así como los resultados que se 
obtienen de las intervenciones;

VI. Realizar convenios de colaboración a nivel internacional que 
permita fortalecer el intercambio de experiencias novedosas y 
efectivas en la prevención y tratamiento, así como el conocimiento y 
avances sobre la materia, y

VII. En toda investigación en que el ser humano sea sujeto de estudio, 
deberá prevalecer el criterio del respeto a su dignidad, la protección 
de sus derechos y su bienestar. 
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En el diseño y desarrollo de este tipo de investigaciones se debe obtener el 
consentimiento informado y por escrito de la persona y, en su caso, del 
familiar más cercano en vínculo, o representante legal, según sea el caso, a 
quienes deberán proporcionárseles todos los elementos para decidir su 
participación. 

Artículo 192 Sextus.- El proceso de superación de la farmacodependencia 
debe: 

I. Fomentar la participación comunitaria y familiar en la prevención y 
tratamiento, en coordinación con las autoridades locales, y las 
instituciones públicas o privadas, involucradas en los mismos, para 
la planeación, programación, ejecución y evaluación de los 
programas y acciones;

II. Fortalecer la responsabilidad social, la autogestión y el auto cuidado 
de la salud, fomentando la conformación de estilos de vida y 
entornos saludables que permitan desarrollar el potencial de cada 
persona, propiciando condiciones que eleven la calidad de vida de 
las familias y de las comunidades;

III. Reconocer a las comunidades terapéuticas, para la rehabilitación de
farmacodependientes, en la que sin necesidad de internamiento, se 
pueda hacer posible la reinserción social, a través del apoyo mutuo, 
y

IV. Reconocer la importancia de los diversos grupos de ayuda mutua, 
que ofrecen servicios gratuitos en apoyo a los farmacodependientes 
en recuperación, con base en experiencias vivenciales compartidas 
entre los miembros del grupo, para lograr la abstinencia en el uso de 
narcóticos.

Artículo 193 Bis.- Cuando el centro o institución reciba reporte del no 
ejercicio de la acción penal, en términos del artículo 478 de esta Ley, las 
autoridades de salud deberán citar al farmacodependiente o consumidor, a 
efecto de proporcionarle orientación y conminarlo a tomar parte en los 
programas contra la farmacodependencia o en aquellos preventivos de la 
misma.
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Al tercer reporte del Ministerio Público el tratamiento del 
farmacodependiente será obligatorio.

Artículo 204.-
Las autoridades de seguridad pública de los tres órdenes de gobierno 
participarán en la prevención y combate a las actividades de posesión, 
comercio o suministro de estupefacientes y psicotrópicos cuando dichas 
actividades se realicen en lugares públicos, y actuarán conforme a sus 
atribuciones.

CAPÍTULO VII 
Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo

Artículo 473.- Para los efectos de este capítulo se entenderá por:

I. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajenación de algún 
narcótico; 

II. Farmacodependencia: Es el conjunto de fenómenos de 
comportamiento, cognoscitivos y fisiológicos, que se desarrollan 
luego del consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos de los 
previstos en los artículos 237 y 245, fracciones I a III, de esta Ley; 

III. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o 
síntoma de dependencia a estupefacientes o psicotrópicos; 

IV. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o 
psicotrópicos y que no presente signos ni síntomas de dependencia;

V. Narcóticos: los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o 
vegetales que determinen esta Ley, los convenios y tratados 
internacionales de observancia obligatoria en México y los que 
señalen las demás disposiciones legales aplicables en la materia; 

VI. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están 
dentro del radio de acción y disponibilidad de la persona; 

VII. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por 
cualquier concepto, de la tenencia de narcóticos, y 
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VIII. Tabla: la relación de narcóticos y la orientación de dosis máximas 
de consumo personal e inmediato prevista en el artículo 479 de esta 
Ley. 

Artículo 474.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e 
impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las 
entidades federativas, conocerán y resolverán de los delitos o ejecutarán 
las sanciones y medidas de seguridad a que se refiere este capítulo, cuando 
los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, siempre y 
cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 
multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no existan 
elementos suficientes para presumir delincuencia organizada.
Las autoridades federales conocerán de los delitos en cualquiera de los 
casos siguientes:

I. En los casos de delincuencia organizada.
II. La cantidad del narcótico sea igual o mayor a la referida en el primer 

párrafo de este artículo.
III. El narcótico no esté contemplado en la tabla.
IV. Independientemente de la cantidad del narcótico el Ministerio 

Público de la Federación:
a) Prevenga en el conocimiento del asunto, o
b) Solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la 

investigación.
La autoridad federal conocerá de los casos previstos en las fracciones II y
III anteriores, de conformidad con el Código Penal Federal y demás 
disposiciones aplicables. En los casos de la fracción IV de este artículo se 
aplicará este capítulo y demás disposiciones aplicables.
Para efecto de lo dispuesto en el inciso b) de la fracción IV anterior, 
bastará con que el Ministerio Público de la Federación solicite a la 
autoridad competente de la entidad federativa, le remita la investigación 
correspondiente. Las diligencias desahogadas hasta ese momento por las 
autoridades de las entidades federativas gozarán de plena validez.

En la instrumentación y ejecución de los operativos policíacos que se 
realicen para cumplir con dichas obligaciones las autoridades se 
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coordinarán en los términos que establece la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables. 

El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a las autoridades de 
seguridad pública de las entidades federativas, le remitan informes 
relativos a la investigación de los delitos a que se refiere este capítulo. 

El Ministerio Público de las entidades federativas deberá informar 
oportunamente al Ministerio Público de la Federación del inicio de las 
averiguaciones previas, a efecto de que éste cuente con los elementos 
necesarios para, en su caso, solicitar la remisión de la investigación en 
términos de la fracción IV inciso b) de este artículo.

En los casos a que se refiere el segundo párrafo de este artículo, el 
Ministerio Público del fuero común podrá practicar las diligencias de 
averiguación previa que correspondan y remitirá al Ministerio Público de 
la Federación, dentro de los tres días de haberlas concluido, el acta o actas 
levantadas y todo lo que con ellas se relacione. Si hubiese detenidos, la 
remisión se hará sin demora y se observarán las disposiciones relativas a la 
retención ministerial por flagrancia.

Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca de los delitos 
previstos en este capítulo podrá remitir al Ministerio Público de las 
entidades federativas la investigación para los efectos del primer párrafo de 
este artículo, siempre que los narcóticos objeto de los mismos estén 
previstos en la tabla, la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte 
de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no se trate 
de casos de la delincuencia organizada.

Si de las constancias del procedimiento se advierte la incompetencia de las 
autoridades del fuero común, remitirá el expediente al Ministerio Público 
de la Federación o al juez federal que corresponda, dependiendo de la 
etapa procesal en que se encuentre, a fin de que se continúe el 
procedimiento, para lo cual las diligencias desahogadas hasta ese momento 
por la autoridad considerada incompetente gozarán de plena validez. 

Artículo 475.- Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de doscientos 
a cuatrocientos días multa, a quien sin autorización comercie o suministre, 
aún gratuitamente, narcóticos previstos en la tabla, en cantidad inferior a la 
que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla.
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Cuando la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad 
para comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente; o 
que aquélla fuese utilizada para la comisión de los mismos se aplicará una 
pena de siete a quince años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días 
multa.
Las penas que en su caso resulten aplicables por este delito serán 
aumentadas en una mitad, cuando:

I. Se cometan por servidores públicos encargados de prevenir, 
denunciar, investigar, juzgar o ejecutar las sanciones por la 
comisión de conductas prohibidas en el presente capítulo. 
Además, en este caso, se impondrá a dichos servidores públicos 
destitución e inhabilitación hasta por un tiempo igual al de la 
pena de prisión impuesta; 

II. Se cometan en centros educativos, asistenciales, policiales o de 
reclusión, o dentro del espacio comprendido en un radio que 
diste a menos de trescientos metros de los límites de la 
colindancia del mismo con quienes a ellos acudan, o 

III. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares 
o personal relacionado con las disciplinas de la salud en 
cualesquiera de sus ramas y se valgan de esta situación para 
cometerlos. En este caso se impondrá, además, suspensión e 
inhabilitación de derechos o funciones para el ejercicio 
profesional u oficio hasta por cinco años. En caso de 
reincidencia podrá imponerse, además, suspensión definitiva 
para el ejercicio profesional, a juicio de la autoridad judicial.

Artículo 476.- Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a 
trescientos días multa, al que posea algún narcótico de los señalados en la 
tabla, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las 
cantidades previstas en dicha tabla, sin la autorización correspondiente a 
que se refiere esta Ley, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad 
de comerciarlos o suministrarlos, aún gratuitamente.

Artículo 477.- Se aplicará pena de diez meses a tres años de prisión y 
hasta ochenta días multa al que posea alguno de los narcóticos señalados 
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en la tabla en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las 
previstas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta Ley, 
cuando por las circunstancias del hecho tal posesión no pueda considerarse 
destinada a comercializarlos o suministrarlos, aún gratuitamente.

No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea 
medicamentos que contengan alguno de los narcóticos previstos en la 
tabla, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales 
de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos 
sean los necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de 
otras personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiene en su 
poder.

Artículo 478.- El Ministerio Público no ejercerá acción penal por el delito 
previsto en el artículo anterior, en contra de quien sea farmacodependiente 
o consumidor y posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, en 
igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su estricto 
consumo personal y fuera de los lugares señalados en la fracción II del 
artículo 475 de esta Ley. La autoridad ministerial informará al consumidor 
la ubicación de las instituciones o centros para el tratamiento médico o de 
orientación para la prevención de la farmacodependencia.

El Ministerio Público hará reporte del no ejercicio de la acción penal a la 
autoridad sanitaria de la entidad federativa donde se adopte la resolución 
con el propósito de que ésta promueva la correspondiente orientación 
médica o de prevención. La información recibida por la autoridad sanitaria 
no deberá hacerse pública pero podrá usarse, sin señalar identidades, para 
fines estadísticos.

Artículo 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el 
narcótico está destinado para su estricto e inmediato consumo personal, 
cuando la cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, derivados o 
preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente: 

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato

Narcótico Dosis máxima de consumo personal e 
inmediato
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Opio 2 gr.
Diacetilmorfina o Heroína 50 mg.
Cannabis Sativa, Indica o 
Mariguana 5 gr.

Cocaína 500 mg
Lisergida (LSD) 0.015 mg.

MDA,      
Metilendioxianfetamina

Polvo, 
granulado 
o cristal

Tabletas o cápsulas

40 mg. Una unidad con peso no mayor a 
200 mg.

MDMA, dl-34-
metilendioxi-
n-dimetilfeniletilamina

40 mg. Una unidad con peso no mayor a 
200 mg.

Metanfetamina 40 mg. Una unidad con peso no mayor a 
200 mg.

Artículo 480. Los procedimientos penales y, en su caso, la ejecución de 
las sanciones por delitos a que se refiere este capítulo, se regirán por las 
disposiciones locales respectivas, salvo en los casos del destino y 
destrucción de narcóticos y la clasificación de los delitos como graves para 
fines del otorgamiento de la libertad provisional bajo caución, en los 
cuales se observarán las disposiciones del Código Federal de 
Procedimientos Penales.

Artículo 481.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del 
conocimiento, tan pronto identifique que una persona relacionada con un 
procedimiento es farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en 
su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los 
efectos del tratamiento que corresponda.

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al 
farmacodependiente.
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Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la 
libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como 
antecedente de mala conducta el relativo a que se le haya considerado 
farmacodependiente, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se 
someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo 
vigilancia de la autoridad ejecutora.

Artículo 482.- Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento que el 
propietario, poseedor, arrendatario o usufructuario de un establecimiento 
de cualquier naturaleza lo empleare para realizar cualquiera de las 
conductas sancionadas en el presente capítulo o que permitiere su 
realización por terceros, informará a la autoridad administrativa 
competente para que, en ejercicio de sus atribuciones, realice la clausura 
del establecimiento, sin perjuicio de las sanciones que resulten por la 
aplicación de los ordenamientos correspondientes.

Lo mismo se observará respecto de los delitos de comercio, suministro y 
posesión de narcóticos previstos en los artículos 194, fracción I, 195 y 195 
bis del Código Penal Federal.

Artículo Segundo. Se REFORMAN los artículos 195, 195 bis y 199; y se 
ADICIONAN los párrafos tercero y cuarto a la fracción I del artículo 194, 
todos del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 194.-
I...
...

Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o 
indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de narcóticos.

El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, 
perseguidos y, en su caso sancionados por las autoridades del fuero común 
en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los 
supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento.
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II.- a IV.-...

...

Artículo 195.- Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a 
trescientos cincuenta días multa, al que posea alguno de los narcóticos 
señalados en el artículo 193, sin la autorización correspondiente a que se 
refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando esa posesión sea con la 
finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en el artículo 194, 
ambos de este código.

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso 
sancionada por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley 
General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de 
dicho ordenamiento.

Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla 
prevista en el artículo 479 de la Ley General de Salud, en cantidad igual o 
superior a la que resulte de multiplicar por mil las ahí referidas, se presume 
que la posesión tiene como objeto cometer alguna de las conductas 
previstas en el artículo 194 de este código.

Artículo 195 bis.- Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de 
alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización a 
que se refiere la Ley General de Salud, no pueda considerarse destinada a 
realizar alguna de las conductas a que se refiere el artículo 194, se aplicará 
pena de cuatro a siete años seis meses de prisión y de cincuenta a ciento 
cincuenta días multa.

El Ministerio Público Federal no procederá penalmente por este delito en 
contra de la persona que posea: 

I. Medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se 
encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando 
por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los 
necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras 
personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiene en su 
poder.
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II. Peyote u hongos alucinógenos, cuando por la cantidad y 
circunstancias del caso pueda presumirse que serán utilizados en las 
ceremonias, usos y costumbres de los pueblos y comunidades 
indígenas, así reconocidos por sus autoridades propias. 

Para efectos de este capítulo se entiende por posesión: la tenencia material 
de narcóticos o cuando éstos están dentro del radio de acción y 
disponibilidad de la persona.
La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso 
sancionada por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley 
General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de 
dicho ordenamiento.

Artículo 199.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del 
conocimiento, tan pronto conozca que una persona relacionada con algún 
procedimiento por los delitos previstos en los artículos 195 o 195 bis, es 
farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su caso, dar 
intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del 
tratamiento que corresponda.
En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al 
farmacodependiente. 
Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la 
libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como 
antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí 
se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico 
correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad 
ejecutora.

Artículo Tercero. Se REFORMAN las fracciones IV y V del artículo 137; 
el inciso 12 de la fracción I y la fracción XV del artículo 194; los artículos 
523, 526 y 527; se ADICIONA una fracción VI al artículo 137, un artículo 
180 bis; se DEROGAN los artículos 524 y 525, todos del Código Federal 
de Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 137.-
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I. a  III...
IV. Cuando la responsabilidad penal se halla extinguida legalmente, en 

los términos del Código Penal;
V. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que 

el inculpado actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad 
penal, o

VI. En los demás casos que señalen las leyes.

Artículo 180 bis.- Tratándose de los delitos de narcomenudeo previstos en 
los artículos 475, 476 y 477 de la Ley General de Salud, para fines de 
investigación el titular del Ministerio Público de la Federación podrá 
autorizar que agentes de la policía bajo su conducción y mando compren, 
adquieran o reciban la transmisión material de algún narcótico para lograr 
la detención del probable responsable del comercio o suministro de 
narcóticos o de la posesión de los mismos con dichos fines y el 
aseguramiento correspondiente.

El titular del Ministerio Público de la Federación o el servidor público que 
al efecto designe podrá autorizar, caso por caso, a los titulares del 
Ministerio Público de las entidades federativas para que, por conducto de 
sus policías, empleen las técnicas de investigación a que se refiere el 
párrafo anterior.

Una vez expedida la autorización a que se refieren los párrafos 
precedentes, el Ministerio Público de la Federación y, en su caso, el 
Ministerio Público de las entidades federativas, deberá señalar por escrito 
en la orden respectiva los lineamientos, términos, limitaciones, 
modalidades y condiciones a los que debe sujetarse el agente o agentes de 
la policía que deberán ejecutar la orden.

En las actividades que desarrollen el o los policías que ejecuten la orden se 
considerará que actúan en cumplimiento de un deber, siempre que su 
actuación se apegue a los lineamientos, términos, modalidades, 
limitaciones y condiciones a que se refiere el párrafo anterior.

El Ministerio Público de la Federación deberá dar aviso de la autorización 
prevista en el primer párrafo de este artículo al Ministerio Público de las 
entidades federativas en las que se ejecute la orden respectiva.
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Artículo 194.-

I.-...

1) a 11)...

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 
197, párrafo primero y 198, parte primera del párrafo tercero.

13) a 36). ...

II. a XIV. ...

XV. De la Ley General de Salud, los previstos en las fracciones I, II y III 
del artículo 464 Ter, y en los artículos 475 y 476.

XVI....
...

CAPÍTULO III
De los farmacodependientes

Artículo 523.- El Ministerio Público al iniciar la averiguación previa, dará 
aviso a la autoridad sanitaria correspondiente, cuando un 
farmacodependiente cometa un delito, a fin de que dicha autoridad 
intervenga en los términos de las disposiciones aplicables, sin perjuicio de 
lo previsto en el artículo 199, segundo párrafo, del Código Penal Federal.

Artículo 524.- Derogado.

Artículo 525.- Derogado.

Artículo 526.- Si el inculpado además de adquirir o poseer los 
estupefacientes o psicotrópicos necesarios para su consumo personal, 
comete cualquier delito contra la salud, se le consignará, sin perjuicio de 



64

que intervenga la autoridad sanitaria competente para su tratamiento o 
programa de prevención.

Artículo 527.- Cuando exista aseguramiento de estupefacientes o 
psicotrópicos, el Ministerio Público o el juez solicitarán la elaboración del 
dictamen pericial correspondiente a la autoridad competente, sobre los 
caracteres organolépticos o químicos de la sustancia asegurada. Este 
dictamen cuando hubiere detenido, será rendido a más tardar dentro del 
plazo de setenta y dos horas a que se refiere el artículo 19 constitucional.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Para efecto de lo dispuesto en el artículo 474 de la Ley General de Salud, 
las legislaturas locales y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
contarán con el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del presente 
Decreto para realizar las adecuaciones a la legislación que corresponda.

La Federación y las entidades federativas contarán con el plazo de tres 
años a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para realizar las 
acciones necesarias, según sea el caso, a fin de dar el debido cumplimiento 
a las atribuciones contenidas en el mismo.

SEGUNDO .- Los procedimientos penales que se estén substanciando a la 
entrada en vigor del presente Decreto se seguirán conforme a las 
disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos.

TERCERO .- A las personas que hayan cometido un delito de los 
contemplados en el presente Decreto con anterioridad a su entrada en 
vigor, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán aplicables las 
disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido.
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CUARTO .- Las autoridades competentes financiaran las acciones 
derivadas del cumplimiento del presente Decreto con los recursos que 
anualmente se prevean en el Presupuesto de Egresos de la Federación, sin 
menoscabo de los recursos que para tales efectos aporten las entidades 
federativas.

QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente 
Decreto.

SALA DE COMISIONES DE LA CÁMARA DE SENADORES, 
MÉXICO, DISTRITO FEDERAL, A  VEINTISIETE  DE ABRIL DE 
DOS MIL NUEVE. 
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DICTÁMENES DE PRIMERA LECTURA 

De las Comisiones Unidas de Justicia; de Salud; y de Estudios Legislativos, Segunda, 
el que contiene proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del 
Código Federal de Procedimientos Penales 

 
 
 
 
 
 
Debido a que el dictamen se encuentra publicado en la Gaceta del Senado de este día, consulte la Secretaría de la 
Asamblea, en votación económica, si se omite su lectura. 
 
- El C. Secretario Zoreda Novelo: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se omite la lectura del 
dictamen. Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano. 
 

(La Asamblea asiente) 
 
Quienes estén porque no se omita, favor de levantar la mano. 
 

(La Asamblea no asiente) 
 
Sí se omite la lectura, señor Presidente. 



PRESIDENCIA DEL C. SENADOR 
JOSE GONZALEZ MORFIN 

 
- El C. Presidente José González Morfín: Muchas gracias. Es de primera lectura. Consulte 

ahora la Secretaría a la Asamblea, en votación económica, si autoriza que se dispense la segunda 
lectura del dictamen para que se ponga a discusión de inmediato. 

 
- El C. Secretario Zoreda Novelo: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si autoriza 

se dispense la segunda lectura del dictamen, y se ponga a discusión de inmediato. Quienes estén 
porque se dispense, favor de levantar la mano. 

 
(La Asamblea asiente) 

 
Quienes estén porque no se dispense, favor de levantar la mano. 
 

(La Asamblea no asiente) 
 
Sí se dispensa la lectura, señor Presidente.  
 
- El C. Presidente González Morfín: Muchas gracias. En consecuencia, está a discusión el 

dictamen en lo general.  
 
¿Con qué objeto, Senador Pablo Gómez, para hablar en contra?, a favor. A favor del dictamen, 

para fundamentar por parte de las comisiones. A ver, permítame un segundo, Senador Pablo 
Gómez. Sonido en el escaño del Senador Alejandro González Alcocer, por favor.  

 
- El C. Senador Alejandro González Alcocer: (Desde su escaño) Señor Presidente, sólo para 

hacer una mención, de una corrección en la primer hoja de este dictamen en donde justamente nos 
han pedido que se mencione que también se está dictaminando parcialmente la iniciativa del 
Senador René Arce, en consecuencia, que nos autorice para sustituir esa hoja que sí está viéndose 
en el considerando once lo respectivo a la iniciativa de René Arce, pero que haya una mención en 
el encabezado en la entrada del dictamen, no tenemos inconveniente, y habrá que hacerlo, le 
sustituiríamos la primera hoja, solamente.  

 
- El C. Presidente González Morfín: Muchas gracias, como se trata de una sustitución de una 

parte de los considerandos, voy a pedir a la Secretaría Parlamentaria, fotocopie en cuanto llegue la 
nueva hoja para que sea distribuida en la Asamblea, para que en el momento de la votación la 
Asamblea esté enterada de que se está dictaminando también parcialmente una iniciativa del 
Senador René Arce, como usted lo ha dicho. 

 
Tiene la palabra el Senador Pablo Gómez.  
 
- El C. Senador Pablo Gómez Alvarez: Señor Presidente; ciudadanas Senadoras y ciudadanos 

Senadores: 
 
Durante cuatro años hemos discutido el tema del narcomenudeo. El Congreso había llegado a 

un acuerdo por amplísima mayoría en ambas Cámaras con el propósito de dar atribuciones a las 
entidades federativas para poder perseguir y juzgar los delitos de narcotráfico en su modalidad de 
narcomenudeo.  

 
El Ejecutivo Federal después de una protesta del gobierno de los Estados Unidos regresó con 

observaciones a ese proyecto.  
 
A partir de ahí, el Senado, quien lo recibió puesto que es la Cámara de origen o era la Cámara 

de origen de ese proyecto, no pudo llegar a un Acuerdo ni para aceptar las observaciones del 
Ejecutivo ni para superarlas con una votación de dos tercios. 



Sin embargo, se abrió un debate nacional, lento tortuoso, al principio de poca significación, 
pero conforme avanzaba el tiempo y el Ejecutivo presentó una nueva iniciativa, el debate se 
amplió. 

 
Yo pienso que es un anacronismo que los estados no puedan perseguir el comercio de las 

drogas prohibidas, lo ha sido durante muchos años que la Federación haya tomado bajo la fórmula 
de ser autoridad en materia de salud estos delitos, estas figuras delictivas, mejor dicho, creo que fue 
un exceso durante mucho tiempo, pero tomen ustedes en cuenta que hasta 1940, en México no se 
perseguía la producción y el comercio de marihuana, los norteamericanos le impusieron esa 
conducta a México, y luego, le obligaron a producir amapola para poder sustituir a aquella que 
llegaba del extremo oriente y que por la guerra dejó de llegar a Estados Unidos para la producción 
de morfina, principalmente. 

 
Hoy en día el narcotráfico es un gran problema, diría yo que ya en México es un gigantesco 

problema. El origen del problema es la prohibición, porque la prohibición impide el control del 
Estado sobre la producción y la distribución de estas sustancias, todas ellas.  

 
Si el Estado o los estados a través de un acto de gobierno mundial decidieran pasar a controlar 

toda la cadena, podríamos tratar de empezar a resolver poco a poco la cuestión del consumo, puesto 
que se resolvería el problema de la producción y el problema del comercio, y todo quedaría bajo 
control estatal. 

 
Pero hay una necedad mundial encabezada por los Estados Unidos que consideran que 

prohibiendo es como se resuelven ciertos problemas.  
 
Hay una concepción positivista que va muy lejos, porque incluso consideran al consumidor, y 

especialmente al llamado farmacodependiente como un enfermo y al narcotraficante como otro 
enfermo, ya sea por razones biológicas o por razones sociales, a fin de cuentas no se desprenden de 
ese positivismo y lo que ocurre, ciudadanos Senadores, es que esto se refleja en el etiquetamiento 
del consumidor; el consumidor consume algo prohibido que está mal hecho, indebidamente 
fabricado e indebidamente consumido y entonces es un adicto, es una persona señalada.  

 
Todo esto tendrá que modificarse con el tiempo y un poco de convencimiento para que en un 

acto de gobierno mundial la humanidad pueda empezar a superar el problema de la prohibición, 
mientras tanto sin embargo México no puede, de manera unilateral - no platiquen tan de cerca, hay 
que observar rigurosamente las instrucciones sanitarias- perdón por la interrupción. Esta situación 
ha generado un gran problema en la sociedad, la ausencia de este cambio en el análisis del 
problema, de tal manera que el fracaso del Estado, de la familia, de la escuela, de la iglesia o de las 
iglesias redunda en una persecución contra los consumidores.  

 
¿Cuál fue la posición del PRD frente a esto? Si no sabemos nosotros como país pasar a una 

política de control de las drogas y del consumo, por lo menos impidamos que los consumidores 
sean víctimas de un paradigma criminológico que los combate, que los segrega, que los castiga, que 
los encarcela, que los procesa, etcétera.  

 
Ese fue nuestro planteamiento, desde un principio, el dictamen lo refleja, que el consumidor sea 

o no farmacodependiente remitido al Ministerio Público en posesión de una pequeña cantidad de 
narcóticos, deberá ser dejado en libertad por el Ministerio Público, no deberá ejercerse acción 
penal, deberá darse cuenta del no ejercicio de la acción penal a la autoridad sanitaria para que ésta 
intervenga fuera del Ministerio Público con la persona, no se permite que se dé a conocer su 
identidad con el propósito de invitarlo a participar en los programas preventivos o en los programas 
de tratamiento de la farmacodependencia.  

 
Es así como ha quedado, se han aceptado los mínimos que -termino, señor Presidente- la 

jurisprudencia había señalado hace muchos años, más o menos, de tal manera que esperamos que 
las autoridades locales no cometan abusos contra los consumidores, que los consumidores sepan 



que consumir narcóticos en México como en otros muchísimos países no es un delito, y que por lo 
tanto no son delincuentes, y ninguna autoridad los puede declarar delincuentes. Este mensaje debe 
también llamar a las entidades públicas, a los padres de familia, a los maestros, a los sacerdotes, a 
todos aquellos que tienen influencia sobre la juventud para que apoyen con una orientación 
adecuada, sin etiquetar ni segregar, ni condenar al consumidor con el propósito de luchar en contra 
de la dependencia de los narcóticos y en términos generales de su utilización.  

 
Este es el mensaje que queremos dar y creo que está reflejado en el dictamen con proyecto de 

Decreto que se consulta hoy al Senado de la República. 
 
Muchas gracias.  
 
- El C. Presidente González Morfín: Senador Torres Mercado, ¿con qué objeto? A favor del 

dictamen. Bueno, tiene la palabra el Senador Tomás Torres Mercado, del grupo parlamentario del 
PRD.  

 
- El C. Senador Tomás Torres Mercado: Gracias, señor Presidente. 
 
Se está, compañeras y compañeros Senadores, en discusión de reformas y de adiciones al 

Código Penal Federal, a la Ley General de Salud, y al Código Federal de Procedimientos Penales, 
en un tema que coloquialmente hacia fuera se ha dicho es la ley que el Ejecutivo Federal ha 
demandado, que el Congreso debe darle en materia de narcomenudeo, y nosotros en el grupo 
parlamentario del PRD, no sólo en este caso, sino en todos los que tienen que ver con seguridad 
pública, con justicia penal y con muchos otros temas, hemos dicho que no vamos a regatear al 
Ejecutivo y a la sociedad las reglas y las leyes que nos pidan para el combate a este flagelo social.  

 
Sin embargo, compañeros Senadores y compañeras Senadoras, yo quise, como en otros casos lo 

he hecho, hacer una reflexión que puede ser a título de responsabilidad de un legislador, estas 
reformas establecen reglas, mecanismos, procedimientos para que las autoridades de los estados 
concurran como autoridades para investigar y para castigar la compra, la venta, el suministro, la 
posesión de estupefacientes conforme reglas dadas en el Código Penal Federal, desde el Congreso 
de la Unión, establecerle obligación a los estados para que concurran, repito, investigar, perseguir, 
sancionar conductas, delitos contra la salud y yo debo decírselos, compañeros Senadores, y lo haré 
con toda serenidad, creo que es la primera ocasión en donde desde el Congreso de la Unión se 
impondrán obligaciones en materia penal a las autoridades estatales, era de la consideración que 
este particular debió haberse convenido en el marco de la Conferencia Nacional de Gobernadores o 
de las Conferencias de Procuradores de Justicia o de Tribunales Superiores de Justicia de los 
Estados. Esto es lo que se pide, esto es lo que hay que dar.  

 
Hemos llegado al punto, Senadores y Senadoras, de establecer, fíjense ustedes, un artículo 

transitorio para que en el plazo de un año las autoridades locales y dentro de ellas los congresos de 
los estados procedan a la adecuación de la Constitución Política de los Estados, de los Códigos 
Penales, de los Códigos de Procedimientos Penales, de las leyes que establecen las normas mínimas 
y también de las leyes orgánicas de la Procuraduría de Justicia y de los tribunales superiores de 
Justicia de los estados. 

 
Dejo para quienes tengan cuando menos la inquietud sobre el proceso constitucional legislativo, 

si tal mandato del Congreso de la Unión contraviene o no las facultades expresas, las facultades 
reservadas en términos de los artículos 124 y 133 de la norma máxima de este país, y que esto no se 
convierta, y por supuesto que no estaríamos sino en la actitud de respaldar y de fortalecer las 
políticas públicas en esta materia, que no se conviertan en una desgracia. 

 
Y más todavía, el tema presupuestario, pero, en fin, esto ha pedido el Ejecutivo, esto los grupos 

parlamentarios han convenido. Reitero, no hay limitante en la actualidad, escúchese bien, las 
normas que están vigentes no establecen ningún vacío, ninguna laguna para que el narcomenudeo 



se combata. También quien pueda tener acuciosidad en la materia verán que en el marco de las 
competencias que regula el Código Federal de Procedimientos Penales y el auxilio que deben 
prestar las autoridades locales a las autoridades federales, tal coordinación en este momento debería 
estarse dando. 

 
Por lo demás no sólo celebrar, sino reconocer a quienes presiden las Comisiones 

dictaminadoras de Justicia, al Senador González Alcocer, al Senador Murillo Karam, a Ricardo 
García Cervantes y, por supuesto, siempre el trabajo del dilecto legislador Pablo Gómez, del grupo 
parlamentario del PRD. 

 
Muchas gracias. 

 
PRESIDENCIA DEL C. SENADOR 

GUSTAVO MADERO MUÑOZ 
 

- El C. Presidente Gustavo Madero Muñoz: Muchas gracias, Senador Tomás Torres 
Mercado. Se concede ahora el uso de la palabra al Senador Ricardo Monreal Avila, del grupo 
parlamentario del PT. 

 
- El C. Senador Ricardo Monreal Avila: Gracias, señor Presidente. 
 
En el grupo parlamentario del PT queremos hacer una reflexión en torno a este proyecto de 

dictamen que modifica, reforma, adiciona, disposiciones de tres leyes importantes: Ley General de 
Salud, Código Penal Federal y Código de Procedimientos Penales. 

 
Debo señalar, en principio, que hubo por parte de las comisiones mayor recepción que en otras 

ocasiones. El Senador González Alcocer estuvo insistiendo no sólo en los puntos de vista, en las 
adecuaciones, sino en la propia asistencia de los Senadores. Creo que se modificó de manera 
radical el proyecto original de estas leyes, que comúnmente se les ha denominado en el marco de 
un rubro, y que popularmente se le conoce como “narcomenudeo”. 

 
Estuvieron, en efecto, los presidentes de las comisiones dictaminadoras, tanto González Alcocer 

como Murillo Karam, intentando perfeccionar y mejorar este marco que habrá de servir para el 
combate a este flagelo, a este delito que ha provocado en el país alarma, y que esa es la otra crisis 
que vivimos. Se han juntado tres crisis en este momento: la crisis sanitaria, la crisis económica y la 
crisis de inseguridad que vive el país. 

 
Por eso al establecerse facultades concurrentes para que en el Estado y los municipios se pueda 

investigar, sancionar, se pueda perseguir delitos de los que veníamos conociendo como delitos 
contra la salud y que eran del orden federal, hoy al establecerlos como facultades concurrentes en 
los estados y los municipios va a ser, creo yo, una situación difícil para las policías municipales y 
para las policías estatales. 

 
Habrá problemas de presupuesto, porque los estados y los municipios carecen de recursos, a los 

municipios ni aún siquiera les está permitido tener portaciones de armas, sufren para conseguir una 
portación de arma, de una pistola o de un arma de uso exclusivo de las policías del Ejército. Son 
problemas severos y cotidianos, y ahora someterlos con estas facultades concurrentes a perseguir 
los delitos denominados del narcomenudeo es mandarlos a corromperse de manera auténticamente 
peligrosa. 

 
El haber aumentado de 2 a 5 gramos la portación de droga, de marihuana, no es malo, porque 

este fue un esfuerzo personal de Pablo Gómez, de que no se criminalizara al que, no sólo al adicto, 
sino al que fuma o que hace uso de la droga por única vez o por dos veces. Esta medida que logró 
incorporarse al dictamen me parece positiva; sin embargo, debo advertirles que ante la falta de una 



policía preparada, de una policía científica habrá una enorme corrupción para poder no sancionar o 
para poder no perseguir estos delitos que ahora están actuando contra la sociedad y que tienen 
varios años enquistados en los municipios y en los estados sin que nadie los tocara, sin que nadie 
los investigara, sin que nadie los persiguiera. 

 
Por eso me parece pertinente señalar que no obstante estar en el fondo de acuerdo con la 

persecución de los delitos, dejamos a los municipios y a las entidades federativas sin la posibilidad 
de que ejerzan con eficacia esta persecución de estos delitos tan graves que tienen azotada a la 
Nación. 

 
Nosotros nos reservaremos, vamos a abstenernos, porque al coincidir con la lucha contra el 

narcotráfico creemos que faltaron todavía algunas normas a modificar para hacer mejor las 
disposiciones jurídicas y en su aplicación tener más eficacia. Es un asunto bastante delicado el que 
estamos aprobando. 

 
Hay una corriente en el país, corriente política de la sociedad, del pueblo, que cree que 

aumentando las sanciones y aumentando las penas se va a evitar y se va a eliminar el delito. No va 
a ser así, está demostrado en todo el mundo que esto no contribuye a la disminución del delito, lo 
que el país requiere es mayor atención en la economía, en la educación, en la salud. 

 
No se va a resolver el problema con más sanciones, con penas más severas, con más jueces, con 

más cárceles, no, eso no va a resolver el problema. Por esa razón en el fondo nosotros estamos de 
acuerdo con que se le participe al municipio y al estado de esta responsabilidad de persecución de 
delitos, pero si no se les dota de los instrumentos económicos, de los instrumentos claros para 
combatir el delito, no tendrá ninguna posibilidad de ser eficaz el combate a este flagelo que tiene de 
rehén a la sociedad mexicana. 

 
Por esa circunstancia he querido razonar mi voto, tengo algunas reservas en lo particular, trato 

de ser lo más breve posible, porque ayer en la Junta de Coordinación Política tomamos este 
acuerdo de que tratásemos de evitar grandes y largas intervenciones por el efecto de la contingencia 
sanitaria, de la que estoy preocupado, y de que ojalá y esto no sea todavía más alarmante de lo que 
estamos viendo.  

 
Muchas gracias, señor Presidente. 

 
(Aplausos) 

 
- El C. Presidente Madero Muñoz: Muchas gracias, Senador Ricardo Monreal. En virtud de 

no haber reservas ni oradores inscritos, ábrase el sistema de votación por tres minutos para recoger 
la votación nominal del proyecto de Decreto en lo general y en lo particular.  

 
“VOTACION REGISTRADA CONFORME AL SISTEMA ELECTRONICO 

 
AGUNDIS ARIAS FRANCISCO          PVEM Sí 
ANDRADE QUEZADA HUMBERTO         PAN Sí 
ARCE ISLAS RENE                  PRD Sí 
ARROYO VIEYRA FRANCISCO          PRI Sí 
AUREOLES CONEJO SILVANO          PRD Sí 
BELTRONES RIVERA MANLIO F.       PRI Sí 
BERGANZA ESCORZA FRANCISCO       CONV Sí 
BUENO TORIO JUAN                 PAN Sí 
CALDERON CENTENO SEBASTIAN       PAN Sí 
CAMARILLO ORTEGA RUBEN           PAN Sí 
CANTU SEGOVIA ELOY               PRI Sí 
CASTELLON FONSECA FCO. JAVIER    PRD Sí 
CONTRERAS SANDOVAL EVA           PAN Sí 



COPPOLA JOFFROY LUIS A.          PAN Sí 
CORICHI GARCIA CLAUDIA           PRD Sí 
CORTES MENDOZA MARKO A.          PAN Sí 
CREEL MIRANDA SANTIAGO           PAN Sí 
DELGADO DANTE                    CONV Sí 
DIAZ DELGADO BLANCA J.           PAN Sí 
DORADOR P. GAVILAN RODOLFO       PAN Sí 
DORING CASAR FEDERICO            PAN Sí 
GALINDO NORIEGA RAMON            PAN Sí 
GALVAN RIVAS ANDRES              PAN Sí 
GARCIA CERVANTES RICARDO         PAN Sí 
GARCIA QUIROZ MA. DEL SOCORRO    PRI Sí 
GOMEZ ALVAREZ PABLO              PRD Sí 
GOMEZ TUEME AMIRA                PRI Sí 
GONZALEZ ALCOCER ALEJANDRO       PAN Sí 
GONZALEZ CARRILLO ADRIANA        PAN Sí 
GONZALEZ GONZALEZ FELIPE         PAN Sí 
GONZALEZ MORFIN JOSE             PAN Sí 
GOVEA ARCOS EUGENIO              PAN Sí 
GUADARRAMA MARQUEZ JOSE          PRD Sí 
HERNANDEZ GARCIA RAMIRO          PRI Sí 
HERNANDEZ RAMOS MINERVA          PRD Sí 
JOAQUIN COLDWELL PEDRO           PRI Sí 
LARIOS GAXIOLA EMMA LUCIA        PAN Sí 
LEAL ANGULO AUGUSTO CESAR        PAN Sí 
LOBATO CAMPOS JOSE LUIS          CONV Sí 
LOPEZ VALDEZ MARIO               PRI Sí 
MADERO MUÑOZ GUSTAVO             PAN Sí 
MAZON ALONSO LAZARO              PRD Sí 
MEJIA GONZALEZ RAUL              PRI Sí 
MEJIA HARO ANTONIO               PRD Sí 
MENCHACA CASTELLANOS LUDIVINA    PVEM Sí 
MENDIZABAL PEREZ HECTOR          PAN Sí 
MENDOZA GARZA JORGE              PRI Sí 
MONTENEGRO IBARRA GERARDO        PRI Sí 
MORALES FLORES MELQUIADES        PRI Sí 
MORENO U. MA DE LOS ANGELES      PRI Sí 
MORENO VALLE ROSAS RAFAEL        PAN Sí 
MUÑOZ GUTIERREZ RAMON            PAN Sí 
MURILLO KARAM JESUS              PRI Sí 
NAVA BOLAÑOS EDUARDO             PAN Sí 
NUÑEZ JIMENEZ ARTURO             PRD Sí 
OCEJO MORENO JORGE A.            PAN Sí 
OROZCO GOMEZ JAVIER              PVEM Sí 
ORTIZ SALINAS LUIS DAVID         PAN Sí 
ORTUÑO GURZA MA. TERESA          PAN Sí 
PACHECO RODRIGUEZ RICARDO        PRI Sí 
PEREDO AGUILAR ROSALIA           PAN Sí 
RAMIREZ GARRIDO GRACO            PRD Sí 
RAMIREZ LOPEZ HELADIO            PRI Sí 
RIVERA PEREZ ADRIAN              PAN Sí 
RODRIGUEZ LOMELI LUIS F.         PAN Sí 
RODRIGUEZ Y PACHECO ALFREDO      PAN Sí 
RUEDA SANCHEZ ROGELIO            PRI Sí 
RUIZ DEL RINCON GABRIELA         PAN Sí 
SACRAMENTO JOSE JULIAN           PAN Sí 



SERRANO SERRANO MARIA            PAN Sí 
SOTELO GARCIA CARLOS             PRD Sí 
TAMBORREL SUAREZ GUILLERMO       PAN Sí 
TOLEDO INFANZON ADOLFO           PRI Sí 
TORRES ORIGEL RICARDO            PAN Sí 
TREJO REYES JOSE I.              PAN Sí 
TRUJILLO FUENTES FERMIN          PANAL Sí 
VILLARREAL GARCIA LUIS A.        PAN Sí 
ZAVALA PENICHE MA. BEATRIZ       PAN Sí 
ZOREDA NOVELO CLEOMINIO          PRI Sí 
   
ANAYA GUTIERREZ ALBERTO          PT Abstención 
BAUTISTA LOPEZ HECTOR            PRD Abstención 
GARIBAY GARCIA JESUS             PRD Abstención 
GARCIA ZALVIDEA JOSE LUIS        PRD Abstención 
JARA CRUZ SALOMON                PRD Abstención 
LOPEZ HERNANDEZ ROSALINDA        PRD Abstención 
ROJO E INCHAUSTEGUI MARIA        PRD Abstención 
TORRES MERCADO TOMAS             PRD Abstención 
VELAZQUEZ LOPEZ RUBEN            PRD Abstención 
YBARRA DE LA GARZA ROSARIO       PT Abstención 

 
VOTACION REGISTRADA FUERA DEL SISTEMA ELECTRONICO 

 
CASTELO PARADA JAVIER PAN Sí 
CASTRO TRENTI FERNANDO PRI Sí 
DUEÑAS LLERENAS JESUS PAN Sí 
HERVIZ REYES ARTURO PRD Sí 
JIMENEZ MACIAS CARLOS PRI Sí 
LEGORRETA ORDORICA JORGE PVEM Sí 
LOZANO DE LA TORRE CARLOS  PRI Sí 
RAMIREZ NUÑEZ ULISES PAN Sí”. 
 
- El C. Secretario Zoreda Novelo: Señor Presidente, se emitieron 87 votos por el sí, cero votos 

por el no y 10 abstenciones.  
 
- El C. Presidente Madero Muñoz: Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de 
Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. Pasa a la Cámara 
de Diputados para sus efectos constitucionales.  
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30-04-2009 
Cámara de Diputados. 
MINUTA proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. 
Se turnó a la Comisión de Justicia. 
Gaceta Parlamentaria, 30 de abril de 2009. 

CON PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES  

México, DF, a 28 de abril de 2009.  

Secretarios de la Honorable Cámara de Diputados  
Presentes  

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a ustedes expediente que contiene minuta proyecto de 
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del 
Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales.  

Atentamente  
Senador José González Morfín (rúbrica)  
Vicepresidente    

Minuta  
Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del 
Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales  

Artículo Primero. Se reforma la fracción XXIII del artículo 3; y se adiciona un apartado C al artículo 13, un 
párrafo segundo al artículo 191, un párrafo segundo al artículo 204, así como un Capítulo VII denominado 
"Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo", al Título Décimo Octavo, con los artículos 473 a 
482, todos de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:  

Artículo 3. ...  

I. a XXII. ...  

XXIII. La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa contra la 
farmacodependencia;  

XXIV. a XXXI. ... 

Artículo 13. ...  
A. ...  

B. ...  

C. Corresponde a la Federación y a las entidades federativas la prevención del consumo de 
narcóticos, atención a las adicciones y persecución de los delitos contra la salud, en los términos del 
artículo 474 de esta Ley. 

Artículo 191. ...  
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La información que reciba la población deberá estar basada en estudios científicos y alertar de manera clara 
sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo de estupefacientes y psicotrópicos.  

Artículo 192. La Secretaría de Salud elaborará un programa nacional para la prevención y tratamiento de la 
farmacodependencia, y lo ejecutará en coordinación con dependencias y entidades del sector salud y con los 
gobiernos de las entidades federativas.  

Este programa establecerá los procedimientos y criterios para la prevención, tratamiento y control de las 
adicciones y será de observancia obligatoria para los prestadores de servicios de salud del Sistema Nacional 
de Salud en todo el territorio nacional y en los establecimientos de los sectores público, privado y social que 
realicen actividades preventivas, de tratamiento y de control de las adicciones y la farmacodependencia.  

Las campañas de información y sensibilización que reciba la población deberán estar basadas en estudios 
científicos y alertar de manera adecuada sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo de 
estupefacientes y psicotrópicos.  

De conformidad con los términos establecidos por el programa nacional para la prevención y tratamiento de la 
farmacodependencia, los gobiernos de las entidades federativas serán responsables de:  

I. Promover y llevar a cabo campañas permanentes de información y orientación al público, para la 
prevención de daños a la salud provocados por el consumo de estupefacientes y psicotrópicos; y  

II. Proporcionar información y brindar la atención médica y los tratamientos que se requieran a las 
personas que consuman estupefacientes y psicotrópicos. 

Artículo 192 Bis. Para los efectos del programa nacional se entiende por:  
I. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a 
estupefacientes o psicotrópicos;  

II. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o psicotrópicos y que no 
presente signos ni síntomas de dependencia;  

III. Farmacodependiente en recuperación: Toda persona que está en tratamiento para dejar de 
utilizar narcóticos y está en un proceso de superación de la farmacodependencia;  

IV. Atención médica: Al conjunto de servicios que se proporcionan al individuo, con el fin de proteger, 
promover y restaurar su salud;  

V. Detección temprana: Corresponde a una estrategia de prevención secundaria que tiene como 
propósito identificar en una fase inicial el consumo de narcóticos a fin de aplicar medidas 
terapéuticas de carácter médico, psicológico y social lo más temprano posible;  

VI. Prevención: El conjunto de acciones dirigidas a evitar o reducir el consumo de narcóticos, a 
disminuir situaciones de riesgo y limitar los daños asociados al consumo de dichas sustancias;  

VII. Tratamiento: El conjunto de acciones que tienen por objeto conseguir la abstinencia o, en su 
caso, la reducción del consumo de narcóticos, reducir los riesgos y daños que implican el uso y 
abuso de dichas sustancias, abatir los padecimientos asociados al consumo, e incrementar el grado 
de bienestar físico, mental y social, tanto del que usa, abusa o depende de esas sustancias, como de 
su familia;  

VIII. Investigación en materia de farmacodependencia: Tiene por objeto determinar las características 
y tendencias del problema, así como su magnitud e impacto en lo individual, familiar y colectivo; 
construyendo las bases científicas para la construcción de políticas públicas y los tratamientos 
adecuados para los diversos tipos y niveles de adicción; respetando los derechos humanos y su 
integridad.  
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IX. Suspensión de la farmacodependencia: Proceso mediante el cual el farmacodependiente participa 
en la superación de su farmacodependencia con el apoyo del entorno comunitario en la identificación 
y solución de problemas comunes que provocaron la farmacodependencia. 

Artículo 192 Ter. En materia de prevención se ofrecerá a la población un modelo de intervención temprana 
que considere desde la prevención y promoción de una vida saludable, hasta el tratamiento ambulatorio de 
calidad, de la farmacodependencia, el programa nacional fortalecerá la responsabilidad del Estado, 
principalmente de la Secretaría de Salud, ofreciendo una visión integral y objetiva del problema para:  

I. Desarrollar campañas de educación para prevención de adicciones, con base en esquemas 
novedosos y creativos de comunicación que permitan la producción y difusión de mensajes de alto 
impacto social, con el fin de reforzar los conocimientos de daños y riesgos de la 
farmacodependencia, especialmente dirigirá sus esfuerzos hacia los sectores más vulnerables, a 
través de centros de educación básica;  

II. Coordinar y promover con los sectores público, privado y social, las acciones para prevenir la 
farmacodependencia, con base en la información y en el desarrollo de habilidades para proteger, 
promover, restaurar, cuidar la salud individual, familiar, laboral, escolar y colectiva;  

III. Proporcionar atención integral a grupos de alto riesgo en los que se ha demostrado, a través de 
diversas investigaciones y estudios, que, por sus características biopsicosociales, tienen mayor 
probabilidad de uso, abuso o dependencia a narcóticos, y  

IV. Realizar las acciones de prevención necesarias con base en la percepción de riesgo de consumo 
de sustancias en general, la sustancia psicoactiva de uso; las características de los individuos; los 
patrones de consumo; los problemas asociados a las drogas; así como los aspectos culturales y las 
tradiciones de los distintos grupos sociales. 

Artículo 192 Quáter. Para el tratamiento de los farmacodependientes, las dependencias y entidades de la 
administración pública en materia de salubridad general, tanto federales como locales, deberán crear centros 
especializados en tratamiento, atención, y rehabilitación, con base en sistemas modernos de tratamiento y 
rehabilitación, fundamentados en el respeto a la integridad y a la libre decisión del farmacodependiente.  

La ubicación de los centros se basará en estudios rigurosos del impacto de las adicciones en cada región del 
país y deberá:  

I. Crear un padrón de instituciones y organismos públicos y privados que realicen actividades de 
prevención, tratamiento, atención y reinserción social en materia de farmacodependencia, que 
contenga las características de atención, condiciones y requisitos para acceder a los servicios que 
ofrecen, y  

II. Celebrar convenios de colaboración con instituciones nacionales e internacionales de los sectores 
social y privado, y con personas físicas que se dediquen a la prevención, tratamiento, atención y 
reinserción social en materia de farmacodependencia, con el fin de que quienes requieran de 
asistencia, puedan, conforme a sus necesidades, características, posibilidades económicas, acceder 
a los servicios que todas estas instituciones o personas físicas ofrecen. 

Artículo 192 Quintus. La Secretaría de Salud realizará procesos de investigación en materia de 
farmacodependencia para:  

I. Determinar las características y tendencias del problema, así como su magnitud e impacto en lo 
individual, familiar y colectivo;  

II. Contar con una base científica que permita diseñar e instrumentar políticas públicas eficaces en 
materia de farmacodependencia;  

III. Evaluar el impacto de los programas preventivos, así como de tratamiento y rehabilitación, 
estableciendo el nivel de costo efectividad de las acciones;  

IV. Identificar grupos y factores de riesgo y orientar la toma de decisiones;  
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V. Desarrollar estrategias de investigación y monitoreo que permitan conocer suficientemente, las 
características de la demanda de atención para problemas derivados del consumo de sustancias 
psicoactivas, la disponibilidad de recursos para su atención y la manera como éstos se organizan, así 
como los resultados que se obtienen de las intervenciones.  

VI. Realizar convenios de colaboración a nivel internacional que permita fortalecer el intercambio de 
experiencias novedosas y efectivas en la prevención y tratamiento, así como el conocimiento y 
avances sobre la materia.  

VII. En toda investigación en que el ser humano sea sujeto de estudio, deberá prevalecer el criterio 
del respeto a su dignidad, la protección de sus derechos y su bienestar. 

En el diseño y desarrollo de este tipo de investigaciones se debe obtener el consentimiento informado y por 
escrito de la persona y, en su caso, del familiar más cercano en vínculo, o representante legal, según sea el 
caso, a quienes deberán proporcionárseles todos los elementos para decidir su participación.  

Artículo 192 Sextus. El proceso de superación de la farmacodependencia debe:  

I. Fomentar la participación comunitaria y familiar en la prevención y tratamiento, en coordinación con 
las autoridades locales, y las instituciones públicas o privadas, involucradas en los mismos, para la 
planeación, programación, ejecución y evaluación de los programas y acciones;  

II. Fortalecer la responsabilidad social, la autogestión y el auto cuidado de la salud, fomentando la 
conformación de estilos de vida y entornos saludables que permitan desarrollar el potencial de cada 
persona, propiciando condiciones que eleven la calidad de vida de las familias y de las comunidades;  

III. Reconocer a las comunidades terapéuticas, para la rehabilitación de farmacodependientes, en la 
que sin necesidad de internamiento, se pueda hacer posible la reinserción social, a través del apoyo 
mutuo, y  

IV. Reconocer la importancia de los diversos grupos de ayuda mutua, que ofrecen servicios gratuitos 
en apoyo a los farmacodependientes en recuperación, con base en experiencias vivenciales 
compartidas entre los miembros del grupo, para lograr la abstinencia en el uso de narcóticos. 

Artículo 193 Bis. Cuando el centro o institución reciba reporte del no ejercicio de la acción penal, en términos 
del artículo 478 de esta Ley, las autoridades de salud deberán citar al farmacodependiente o consumidor, a 
efecto de proporcionarle orientación y conminarlo a tomar parte en los programas contra la 
farmacodependencia o en aquellos preventivos de la misma.  

Al tercer reporte del Ministerio Público el tratamiento del farmacodependiente será obligatorio.  

Artículo 204. ...  

Las autoridades de seguridad pública de los tres órdenes de gobierno participarán en la prevención y combate 
a las actividades de posesión, comercio o suministro de estupefacientes y psicotrópicos cuando dichas 
actividades se realicen en lugares públicos, y actuarán conforme a sus atribuciones.  

CAPÍTULO VII  
Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo  

Artículo 473. Para los efectos de este capítulo se entenderá por:  

I. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajenación de algún narcótico;  

II. Farmacodependencia: Es el conjunto de fenómenos de comportamiento, cognoscitivos y 
fisiológicos, que se desarrollan luego del consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos de los 
previstos en los artículos 237 y 245, fracciones I a III, de esta Ley;  
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III. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a 
estupefacientes o psicotrópicos;  

IV. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o psicotrópicos y que no 
presente signos ni síntomas de dependencia;  

V. Narcóticos: los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen 
esta Ley, los convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en México y los que 
señalen las demás disposiciones legales aplicables en la materia;  

VI. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están dentro del radio de acción y 
disponibilidad de la persona;  

VII. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la 
tenencia de narcóticos, y  

VIII. Tabla: la relación de narcóticos y la orientación de dosis máximas de consumo personal e 
inmediato prevista en el artículo 479 de esta Ley. 

Artículo 474. Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de 
ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán y resolverán de los delitos o ejecutarán las 
sanciones y medidas de seguridad a que se refiere este capítulo, cuando los narcóticos objeto de los mismos 
estén previstos en la tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 
multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no existan elementos suficientes para presumir 
delincuencia organizada.  

Las autoridades federales conocerán de los delitos en cualquiera de los casos siguientes:  

I. En los casos de delincuencia organizada.  

II. La cantidad del narcótico sea igual o mayor a la referida en el primer párrafo de este artículo.  

III. El narcótico no esté contemplado en la tabla.  

IV. Independientemente de la cantidad del narcótico el Ministerio Público de la Federación:  

a) Prevenga en el conocimiento del asunto, o  
b) Solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la investigación. 

La autoridad federal conocerá de los casos previstos en las fracciones II y III anteriores, de conformidad con el 
Código Penal Federal y demás disposiciones aplicables. En los casos de la fracción IV de este artículo se 
aplicará este capítulo y demás disposiciones aplicables.  

Para efecto de lo dispuesto en el inciso b) de la fracción IV anterior, bastará con que el Ministerio Público de la 
Federación solicite a la autoridad competente de la entidad federativa, le remita la investigación 
correspondiente. Las diligencias desahogadas hasta ese momento por las autoridades de las entidades 
federativas gozarán de plena validez.  

En la instrumentación y ejecución de los operativos policíacos que se realicen para cumplir con dichas 
obligaciones las autoridades se coordinarán en los términos que establece la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables.  

El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a las autoridades de seguridad pública de las entidades 
federativas, le remitan informes relativos a la investigación de los delitos a que se refiere este capítulo.  
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El Ministerio Público de las entidades federativas deberá informar oportunamente al Ministerio Público de la 
Federación del inicio de las averiguaciones previas, a efecto de que éste cuente con los elementos necesarios 
para, en su caso, solicitar la remisión de la investigación en términos de la fracción IV inciso b) de este 
artículo.  

En los casos a que se refiere el segundo párrafo de este artículo, el Ministerio Público del fuero común podrá 
practicar las diligencias de averiguación previa que correspondan y remitirá al Ministerio Público de la 
Federación, dentro de los tres días de haberlas concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que con ellas 
se relacione. Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se observarán las disposiciones relativas 
a la retención ministerial por flagrancia.  

Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca de los delitos previstos en este capítulo podrá remitir al 
Ministerio Público de las entidades federativas la investigación para los efectos del primer párrafo de este 
artículo, siempre que los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, la cantidad de que se 
trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no se trate de 
casos de la delincuencia organizada.  

Si de las constancias del procedimiento se advierte la incompetencia de las autoridades del fuero común, 
remitirá el expediente al Ministerio Público de la Federación o al juez federal que corresponda, dependiendo 
de la etapa procesal en que se encuentre, a fin de que se continúe el procedimiento, para lo cual las 
diligencias desahogadas hasta ese momento por la autoridad considerada incompetente gozarán de plena 
validez.  

Artículo 475. Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de doscientos a cuatrocientos días multa, a quien 
sin autorización comercie o suministre, aún gratuitamente, narcóticos previstos en la tabla, en cantidad inferior 
a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla.  

Cuando la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para comprender la relevancia de 
la conducta o para resistir al agente; o que aquélla fuese utilizada para la comisión de los mismos se aplicará 
una pena de siete a quince años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa.  

Las penas que en su caso resulten aplicables por este delito serán aumentadas en una mitad, cuando:  

I. Se cometan por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar, juzgar o 
ejecutar las sanciones por la comisión de conductas prohibidas en el presente capítulo. Además, en 
este caso, se impondrá a dichos servidores públicos destitución e inhabilitación hasta por un tiempo 
igual al de la pena de prisión impuesta;  

II. Se cometan en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o dentro del espacio 
comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de la colindancia del 
mismo con quienes a ellos acudan, o  

III. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal relacionado con las 
disciplinas de la salud en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esta situación para cometerlos. 
En este caso se impondrá, además, suspensión e inhabilitación de derechos o funciones para el 
ejercicio profesional u oficio hasta por cinco años. En caso de reincidencia podrá imponerse, 
además, suspensión definitiva para el ejercicio profesional, a juicio de la autoridad judicial. 

Artículo 476. Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a trescientos días multa, al que posea 
algún narcótico de los señalados en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las 
cantidades previstas en dicha tabla, sin la autorización correspondiente a que se refiere esta Ley, siempre y 
cuando esa posesión sea con la finalidad de comerciarlos o suministrarlos, aún gratuitamente.  

Artículo 477. Se aplicará pena de diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta días multa al que posea 
alguno de los narcóticos señalados en la tabla en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las 
previstas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta Ley, cuando por las circunstancias del hecho 
tal posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aún gratuitamente.  
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No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea medicamentos que contengan alguno 
de los narcóticos previstos en la tabla, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales 
de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el 
tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los 
tiene en su poder.  

Artículo 478. El Ministerio Público no ejercerá acción penal por el delito previsto en el artículo anterior, en 
contra de quien sea farmacodependiente o consumidor y posea alguno de los narcóticos señalados en la 
tabla, en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su estricto consumo personal y fuera de los 
lugares señalados en la fracción II del artículo 475 de esta Ley. La autoridad ministerial informará al 
consumidor la ubicación de las instituciones o centros para el tratamiento médico o de orientación para la 
prevención de la farmacodependencia.  

El Ministerio Público hará reporte del no ejercicio de la acción penal a la autoridad sanitaria de la entidad 
federativa donde se adopte la resolución con el propósito de que ésta promueva la correspondiente 
orientación médica o de prevención. La información recibida por la autoridad sanitaria no deberá hacerse 
pública pero podrá usarse, sin señalar identidades, para fines estadísticos.  

Artículo 479. Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico está destinado para su estricto e 
inmediato consumo personal, cuando la cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, derivados o 
preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente:  

 

Artículo 480. Los procedimientos penales y, en su caso, la ejecución de las sanciones por delitos a que se 
refiere este capítulo, se regirán por las disposiciones locales respectivas, salvo en los casos del destino y 
destrucción de narcóticos y la clasificación de los delitos como graves para fines del otorgamiento de la 
libertad provisional bajo caución, en los cuales se observarán las disposiciones del Código Federal de 
Procedimientos Penales.  

Artículo 481. El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto identifique que una 
persona relacionada con un procedimiento es farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su 
caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tratamiento que 
corresponda.  

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente.  

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, 
no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a que se le haya considerado 
farmacodependiente, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico 
correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora.  
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Artículo 482. Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento que el propietario, poseedor, arrendatario o 
usufructuario de un establecimiento de cualquier naturaleza lo empleare para realizar cualquiera de las 
conductas sancionadas en el presente capítulo o que permitiere su realización por terceros, informará a la 
autoridad administrativa competente para que, en ejercicio de sus atribuciones, realice la clausura del 
establecimiento, sin perjuicio de las sanciones que resulten por la aplicación de los ordenamientos 
correspondientes.  

Lo mismo se observará respecto de los delitos de comercio, suministro y posesión de narcóticos previstos en 
los artículos 194, fracción I, 195 y 195 bis del Código Penal Federal.  

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 195, 195 bis y 199; y se adicionan los párrafos tercero y cuarto 
a la fracción I del artículo 194, todos del Código Penal Federal, para quedar como sigue:  

Artículo 194. ...  

I. ...  

...  

Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier 
concepto, de la tenencia de narcóticos.  

El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, perseguidos y, en su caso 
sancionados por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, 
cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento.  

II. a IV. ... 

...  

Artículo 195. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos cincuenta días multa, al 
que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización correspondiente a que se 
refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de realizar alguna de las 
conductas previstas en el artículo 194, ambos de este código.  

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades del 
fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de 
dicho ordenamiento.  

Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en el artículo 479 de la Ley 
General de Salud, en cantidad igual o superior a la que resulte de multiplicar por mil las ahí referidas, se 
presume que la posesión tiene como objeto cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 194 de 
este código.  

Artículo 195 Bis. Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de alguno de los narcóticos señalados 
en el artículo 193, sin la autorización a que se refiere la Ley General de Salud, no pueda considerarse 
destinada a realizar alguna de las conductas a que se refiere el artículo 194, se aplicará pena de cuatro a 
siete años seis meses de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días multa.  

El Ministerio Público Federal no procederá penalmente por este delito en contra de la persona que posea:  

I. Medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se encuentre supeditada a 
requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean 
los necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la 
custodia o asistencia de quien los tiene en su poder.  
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II. Peyote u hongos alucinógenos, cuando por la cantidad y circunstancias del caso pueda 
presumirse que serán utilizados en las ceremonias, usos y costumbres de los pueblos y 
comunidades indígenas, así reconocidos por sus autoridades propias. 

Para efectos de este capítulo se entiende por posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos 
están dentro del radio de acción y disponibilidad de la persona.  

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades del 
fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de 
dicho ordenamiento.  

Artículo 199. El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto conozca que una 
persona relacionada con algún procedimiento por los delitos previstos en los artículos 195 o 195 Bis, es 
farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias 
competentes, para los efectos del tratamiento que corresponda.  

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente.  

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, 
no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá 
en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo 
vigilancia de la autoridad ejecutora.  

Artículo Tercero. Se reforman las fracciones IV y V del artículo 137; el inciso 12 de la fracción I y la fracción 
XV del artículo 194; los artículos 523, 526 y 527; se adiciona una fracción VI al artículo 137, un artículo 180 
bis; se derogan los artículos 524 y 525, todos del Código Federal de Procedimientos Penales, para quedar 
como sigue:  

Artículo 137. ...  

I. a III. ...  

IV. Cuando la responsabilidad penal se halla extinguida legalmente, en los términos del Código 
Penal;  

V. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el inculpado actuó en 
circunstancias que excluyen la responsabilidad penal, o  

VI. En los demás casos que señalen las leyes. 

Artículo 180 Bis. Tratándose de los delitos de narcomenudeo previstos en los artículos 475, 476 y 477 de la 
Ley General de Salud, para fines de investigación el titular del Ministerio Público de la Federación podrá 
autorizar que agentes de la policía bajo su conducción y mando compren, adquieran o reciban la transmisión 
material de algún narcótico para lograr la detención del probable responsable del comercio o suministro de 
narcóticos o de la posesión de los mismos con dichos fines y el aseguramiento correspondiente.  

El titular del Ministerio Público de la Federación o el servidor público que al efecto designe podrá autorizar, 
caso por caso, a los titulares del Ministerio Público de las entidades federativas para que, por conducto de sus 
policías, empleen las técnicas de investigación a que se refiere el párrafo anterior.  

Una vez expedida la autorización a que se refieren los párrafos precedentes, el Ministerio Público de la 
Federación y, en su caso, el Ministerio Público de las entidades federativas, deberá señalar por escrito en la 
orden respectiva los lineamientos, términos, limitaciones, modalidades y condiciones a los que debe sujetarse 
el agente o agentes de la policía que deberán ejecutar la orden.  
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En las actividades que desarrollen el o los policías que ejecuten la orden se considerará que actúan en 
cumplimiento de un deber, siempre que su actuación se apegue a los lineamientos, términos, modalidades, 
limitaciones y condiciones a que se refiere el párrafo anterior.  

El Ministerio Público de la Federación deberá dar aviso de la autorización prevista en el primer párrafo de este 
artículo al Ministerio Público de las entidades federativas en las que se ejecute la orden respectiva.  

Artículo 194. ...  

I. ...  

1) a 11) ...  

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, 
parte primera del párrafo tercero.  

13) a 36). ...  

II. a XIV. ...  

XV. De la Ley General de Salud, los previstos en las fracciones I, II y III del artículo 464 Ter, y en los 
artículos 475 y 476.  

XVI. ... 

...  

CAPÍTULO III  
De los farmacodependientes  

Artículo 523. El Ministerio Público al iniciar la averiguación previa, dará aviso a la autoridad sanitaria 
correspondiente, cuando un farmacodependiente cometa un delito, a fin de que dicha autoridad intervenga en 
los términos de las disposiciones aplicables, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 199, segundo párrafo, del 
Código Penal Federal.  

Artículo 524. Derogado.  

Artículo 525. Derogado.  

Artículo 526. Si el inculpado además de adquirir o poseer los estupefacientes o psicotrópicos necesarios para 
su consumo personal, comete cualquier delito contra la salud, se le consignará, sin perjuicio de que intervenga 
la autoridad sanitaria competente para su tratamiento o programa de prevención.  

Artículo 527. Cuando exista aseguramiento de estupefacientes o psicotrópicos, el Ministerio Público o el juez 
solicitarán la elaboración del dictamen pericial correspondiente a la autoridad competente, sobre los 
caracteres organolépticos o químicos de la sustancia asegurada. Este dictamen cuando hubiere detenido, 
será rendido a más tardar dentro del plazo de setenta y dos horas a que se refiere el artículo 19 constitucional.  

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Para efecto de lo dispuesto en el artículo 474 de la Ley General de Salud, las legislaturas locales y la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal contarán con el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del 
presente decreto para realizar las adecuaciones a la legislación que corresponda.  
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La Federación y las entidades federativas contarán con el plazo de tres años a partir de la entrada en vigor del 
presente decreto, para realizar las acciones necesarias, según sea el caso, a fin de dar el debido 
cumplimiento a las atribuciones contenidas en el mismo.  

Segundo. Los procedimientos penales que se estén substanciando a la entrada en vigor del presente decreto 
se seguirán conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos.  

Tercero. A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el presente decreto con 
anterioridad a su entrada en vigor, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán aplicables las 
disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido.  

Cuarto. Las autoridades competentes financiaran las acciones derivadas del cumplimiento del presente 
decreto con los recursos que anualmente se prevean en el Presupuesto de Egresos de la Federación, sin 
menoscabo de los recursos que para tales efectos aporten las entidades federativas.  

Quinto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.  

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF, a 28 de abril de 2009.  

Senador José González Morfín (rúbrica)  
Vicepresidente  

Senador Adrián Rivera Pérez (rúbrica)  
Secretario  



PODER LEGISLATIVO FEDERAL
CÁMARA DE D1PUfADOS

HONORABLE ASAMBLEA:

Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan dive'rsas .
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código .
Penal Federal y del Código Federal de .
Procedimientos Penales, en sentido positivo. . .

DICTAMEN

COMISiÓN DE JUSTICIA

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 70, 71, 72 Y73 de

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6 incisos Dy g),

de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 Y

88, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos

Mexicanos, somete a la consideración de los integrantes de esta Honorable Asamblea el

presente Dictamen de la:

MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE SE REFORMAN, ADICIONAN Y

DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS

PENALES.

ANTECEDENTES

Primero.- El día 2 de octubre de 2008, el titular del Poder Ejecutivo Federal presentó ante

la Cámara de Senadores, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman,

adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal

Federal ydel Código Federal de Procedimientos Penales.
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Procedimientos Penales, en sentido posílivo, "

Segundo.- El dia 9 de octubre de 2008, el Senador René Arce Islas, del Grupo

Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentó la Iniciativa con Proyecto

de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley

General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos

Penales.

Tercero.- La Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, en esas mismas fechas,

respectivamente, acordó se turnaran dichas iniciativas a las Comisiones Unidas de Justicia,

de Salud, de Seguridad Pública y de Estudios Legislativos, Segunda, las cuales, previo

análisis y estudio de las mismas, presentaron el dictamen correspondiente ante el Pleno de

la Cámara de Senadores, que fue discutido y aprobado en sesión de fecha 23 de abril de

2009.

Cuarto.- En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la

Unión en fecha 30 de abril de 2009, se dio cuenta con el oficio mediante el cual la Cámara

de Senadores remite Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y

derogan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del

Código Federal de Procedimientos Penales.

Quinto.- En esa misma fecha, la Mesa Directiva acordó se turnara la citada Minuta a la

Comisión de Justicia, la cual presenta este dictamen al tenor de las siguientes

consideraciones:
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ANÁLISIS DE LA MINUTA

Primero.- Antes de entrar al análisis de la Minuta objeto del presente dictamen, es

importante destacar que el 28 de noviembre de 2005, fue publicado en el Diario Oficial de la

Federación el decreto por el cual se adicionó un párrafo tercero a la fracción XXI del artículo

73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se consagra que

las leyes federales establecerán los supuestos en que las autoridades del fuero común

puedan conocer y resolver sobre delítos federales, tratándose de las materias concurrentes

previstas en la propia Constitución.

La Minuta en estudio tiene por objeto realizar diversas reformas y adiciones a la Ley

General de Salud, al Código Penal Federal y al Código Federal de Procedimientos Penales

para distribuir la competencia entre las autoridades federal y locales en la prevención y

combate a la posesión, comercio y suministro de estupefacientes y psicotrópicos.

Así, se concibe la base jurídica a través de la cual se concede a las entidades federativas la

facultad de investigar, perseguir y sancionar la consumación de delitos federales que

tengan relación con las materias en que la Constitución reconoce la concurrencia de ambos

órdenes de competencia. En el caso particular, delitos como el narcomenudeo que, por sus

características peculiares, constituyen una aflicción que desde hace mucho tiempo daña a

nuestra sociedad.

Se garantiza la coexistencia armónica de dos diferentes órdenes jurídicos de un mismo

sistema constitucional, cuyo origen se sustenta en la exacta delimitación de sus respectivas
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competencias, que define el artículo 124 constitucional entre las autoridades federales y las

estatales; es decir, entre dos órdenes de gobierno: común y federal. El primero que lo rige

todo -de ahí su denominación-, y el segundo de excepción. Hay una dualidad de

competencias en nuestro sistema constitucional: la ordinaria o común y la excepcional o

federal. Los poderes federales son mandatarios con facultades limitadas y expresas. Bajo

estas circunstancias, cualquier ejercicio de facultades no conferidas de manera indubitable

por la ley, entraña un exceso en el mandato y, por ende, un acto nulo.

De las reformas en análisis, se advierte el respeto a los principios constitucionales al

instituirse merced a la facultad del Congreso de la Unión, que lo autoriza a delegar en las

autoridades locales competencia para conocer de delitos federales, cuando la consumación

de éstos transgreda alguno de los bienes jurídicos o los valores de aquellas materias en las

que la Constitución establece la concurrencia de la Federación y los estados, para su

ejercicio. Estas reformas no desvirtúan la estructura de nuestro sistema federal ni el

principio de distribución de competencias. Por lo contrario, consolidan la vigencia de un

sistema que descansa sobre la base dela cooperación y el auxilio recíproco.

Segundo.- La Minuta en estudio, clarifica el régimen de aplicación de excusas absolutorias

gracias al sistema de la "Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e

Inmediato", que indica las cantidades de narcótico en posesión que podrían considerarse

como "consumo personal". Y aún cuando se piense que ese sistema no se aparta de la

dificultad científica que conlleva para definir las cantidades que, además, de homogéneas,

representen lo que realmente una persona puede consumir, por los múltiples factores que

en cada caso individual pueden influenciar la determinación de aquéllas, como la

consistencia física de la persona, su edad y su capacidad orgánica para asimilar el
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enervante, entre otros, porque igual podria considerarse el grado de adicción que el sujeto

manifieste; dificultad que, por añadidura, es insalvable mediante un sistema de tablas. No

obstante, se reconoce que es el que mayor certeza jurídica aporta en la actualidad.

Tercero.- El proyecto de decreto aprobado por la colegisladora implica un avance

significativo al prever con precisión lo que debe .entenderse por consumo personal. Como el

vocablo "farmacodependencia", que el artículo 473, que se adiciona a la Ley General de

Salud, define como el conjunto de fenómenos de comportamiento, cognoscitivos y

fisiológicos, que se desarrollan luego del consumo repetido de estupefacientes o

psicotrópicos de los previstos en los articulos 237 y 245, fracciones I a 111, de la propia ley;

como la expresión "narcóticos", que alude a los estupefacientes, psicotrópicos y demás

sustancias o vegetales que determinen la Ley General de Salud, los Convenios y Tratados

Internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen las demás

disposiciones legales aplicables en la especie; o bien, la palabra "posesión", que implica la

tenencia material de narcóticos o la existencia de éstos dentro de un radio de acción y

disponibilidad de la persona.

Igualmente contempla la necesidad de evitar la penalización indiscriminada de enfermos y

miembros de los pueblos y comunidades indígenas. Tratándose de los primeros, por obvias

razones, siempre y cuando en la posesión de medicamentos que contengan narcóticos, su

venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por

su naturaleza y cantidad, además, dichos medicamentos sean los necesarios para el

tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o

asistencia de quien los detenta; o bien, refiriéndonos a los segundos, cuando sean

sorprendidos en posesión de peyote u hongos alucinógenos, si por la cantidad y
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circunstancias del caso sea dable presumir que serán utilizados en las ceremonias, usos o

costumbres de aquéllos, así reconocidos por sus propias autoridades.

Cuarto.- Por otra parte, en relación a la competencia que se atribuye a la Federación y a

los gobiernos locales, si la Procuraduría General de la República, la Procuraduría General

de Justicia del Distrito Federal y las procuradurías generales de justicia de los treinta y un

Estados integrantes de la Federación, han asumido el compromiso de instrumentar

acciones con la finalidad de colaborar recíprocamente, dentro de sus respectivos ámbitos

de competencia, en la modernización, agilización y optimización de la lucha contra la

delincuencia, es una exigencia inexcusable, que en el cumplimiento de esa finalidad, les

asista la responsabílidad de participar conjuntamente en los operativos que se realicen en la

investigación y persecución del delito de narcomenudeo en sus distintas modalidades.

Esa corresponsabílidad encuentra su fundamento de validez, no solamente en el párrafo

tercero de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, sino también en el párrafo segundo del artículo 119 de nuestra propia Carta

Magna. En el primero de ellos, porque en las materias concurrentes previstas en la

Constitución, las leyes federales deben establecer los supuestos en que las autoridades del

fuero común podrán conocer y resolver sobre delitos federales; y en el segundo, porque el

aseguramiento y entrega de objetos, instrumentos o productos del delito, los estados y el

Distrito Federal tienen la facultad discrecional de celebrar convenios de colaboración con el

Gobierno Federal, para practicar estas diligencias con intervención de las procuradurías

generales de justicia y la Procuraduría General de la República.

Se manifiesta así, la legitimidad de la obligación que se impone a díchas instancias de
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autoridad para coordinarse, en los términos que la ley señale, en el establecimiento de los

principios que habrán de regular su actuación y la de las instituciones policiales que bajo su

mando intervengan, en la ejecución de operativos conjuntos en la investigación y

persecución del delito y el cumplimiento de mandamientos judiciales y ministeriales. La Ley

General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en sus artículos 2, 4, 7 fracción X, 24

fracciones 11, XII YXV, 39, apartado A, fracción I y apartado B, último párrafo, 40 fracciones

XII y XVII, Y41 fracciones 111 y VIII, entre otros, contemplan disposiciones de las que se

infiere la facultad de participar en operativos de coordinación conjunta en la investigación y

persecución de delitos.

Quinto.- Esta Comisión coincide en la necesidad que se establece en el Capitulo IV del

Título Décimo Primero de la Ley General de Salud, consistente en desprender la obligación

de la Secretaría de Salud de elaborar un programa nacional para la prevención y

tratamiento de la farmacodependencia; programa que deberá establecer los procedimientos

y criterios para la prevención, tratamiento y control de las adicciones y será de observancia

obligatoria para los prestadores de servicios de salud del Sistema Nacional de Salud en

todo el territorio nacional y en los establecimientos de los sectores público, privado y social

que realicen actividades preventivas, de tratamiento y de control de las adicciones y la

farmacodependencia.

Las campañas de información y sensibilización que reciba la población deberán estar

basadas en estudios científicos y alertar de manera adecuada sobre los efectos y daños

físicos y psicológicos del consumo de estupefacientes y psicotrópicos.

Conforme al programa de referencia, los gobiernos de las entidades federativas asumirán la
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responsabilidad de promover y llevar a cabo campañas permanentes de información y

orientación al público, para prevenir daños a la salud provocados por el consumo de

estupefacientes y psicotrópicos; y proporcionar información y brindar la atención médica y

los tratamientos que se requieran a las personas que los consuman. Para los efectos de

ese programa se definen los conceptos de farmacodependiente, consumidor,

farmacodependiente en recuperación, atencióf') médica, detección temprana, prevención,

tratamiento, investigación en materia de farmacodependencia y suspensión de la

farmacodependencia. Definiciones de conceptos que, por su influencia en las disposiciones

especiales en que se insertan, vendrán a contribuir al conocimiento específico del

significado técnico que se les asigna para la eficaz comprensión de su sentido y la materia

en la que se apliquen.

En materia de prevención, la Secretaría de Salud asume también, la obligación de ofrecer a

la población un modelo de intervención temprana, en la que se considere desde la

prevención y promoción de una vida saludable hasta el tratamiento ambulatorio de calidad

de la farmacodependencia, que contemple una visión integral y objetiva del problema, para

desarrollar campañas de educación que se orienten a la prevención de las adicciones, con

base en esquemas novedosos y creativos de comunicación que permitan la producción y

difusión de mensajes de alto impacto social, con el fin de reforzar los conocimientos de

daños y riesgos de la farmacodependencia, dirigiendo sus esfuerzos, especialmente, hacia

los sectores más vulnerables de la sociedad, a través de centros de educación básica.

Acorde con la obligación a que se alude, la Secretaría de Salud deberá coordinar y

promover con los sectores público, privado y social, las acciones para prevenir la

farmacodependencia, con base en la información y en el desarrollo de habilidades para

proteger, promover, restaurar cuidar la salud individual, familiar, laboral, escolar ycolectiva;
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y proporcionar atención integral a grupos de alto riesgo en los que se ha demostrado, a

través de diversas investigaciones y estudios, que, por sus características biopsicosociales,

tienen mayor probabilidad de uso, abuso o dependencia a narcóticos.

Las dependencias y entidades de la administración pública en materia de salubridad

general, tanto federales como locales, tienen la, obligación de crear centros especializados

en tratamiento, atención, y rehabilitación para farmacodependientes, con base en sistemas

modernos de tratamiento y rehabilitación, fundamentados en el respeto a la integridad y a la

libre decisión del paciente. La ubicación de estos centros se basará en estudios rigurosos

del impacto de las adicciones en cada región del país. Para ello, se deberá crear un padrón

de instituciones y organismos públicos y privados que realicen actividades de prevención,

tratamiento, atención y reinserción social en materia de farmacodependencia, que contenga

las características de atención, condiciones y requisitos para acceder a los servicios que

ofrecen; y celebrar convenios de colaboración con instituciones nacionales e

internacionales de los sectores social y privado, y con personas físicas que se dediquen a

esas actividades, con el fin de que quienes requieran de asistencia, puedan, conforme a

sus necesidades, características y posibilidades económicas, acceder a los servicios que

todas estas instituciones o personas físicas ofrecen.

Ahora, la Secretaría de Salud tendrá la obligación de realizar procesos de investigación en

materia de farmacodependencia para determínar las características y tendencias del

problema, así como su magnitud e impacto en lo individual, familiar y colectivo; contar con

una base científica que permita diseñar e instrumentar políticas públicas eficaces en la

materia; evaluar el impacto de los programas preventivos, así como de tratamiento y

rehabilitación; establecer el nivel de costo-efectividad de las acciones; identificar grupos y
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factores de riesgo y orientar la toma de decisiones; desarrollar estrategias de investigación

y monitoreo que permitan conocer suficientemente, las características de la demanda de

atención para problemas derivados del consumo de sustancias psicoactivas, la

disponibilidad de recursos para su atención y la manera como éstos se organizan, así como

los resultados que se obtengan de las intervenciones; realizar convenios de colaboración a

nivel internacional que permitan fortalecer el .intercambio de experiencias novedosas y

efectivas en la prevención y tratamiento del problema, así como el conocimiento de los

avances sobre la materia.

En todos estos procesos de investigación, deberá prevalecer el criterio del respeto a la

dignidad de la persona y la protección de sus derechos y su bienestar, de quien deberá

obtenerse el consentimiento informado y por escrito y, en su caso, del familiar más cercano

en vinculo o de su representante legal, para decidir su participación en el diseño y

desarrollo de ese tipo de investigaciones.

Sexto.- De acuerdo con la finalidad que se persigue, el proceso de superación de la

farmacodependencia debe fomentar la participación comunitaria y familiar en la prevención

y tratamiento, en coordinación con las autoridades locales, y las instituciones públicas o

privadas, involucradas en los mismos, para la planeación, programación, ejecución y

evaluación de los programas y acciones; debe fortalecer la responsabilidad social, la

autogestión y el auto cuidado de la salud, fomentando la conformación de estilos de vida y

entornos saludables que permitan desarrollar el potencial de cada persona, propiciando

condiciones que eleven la calidad de vida de las familias y de las comunidades; debe

reconocer a las comunidades terapéuticas, para la rehabilitación de farmacodependientes,

en la que sin necesidad de internamiento, sea dable la reinserción social a través del apoyo

10
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mutuo, y; debe reconocer la importancia de los diversos grupos de ayuda mutua, que

ofrecen servicios gratuitos en apoyo a los farmacodependientes en recuperación, con base

en experiencias vivenciales compartidas entre los miembros del grupo, para lograr la

abstinencia en el uso de narcóticos.

De suma importancia será la disposición prevista en el artículo 193 Bis, que se adiciona a la

Ley General de Salud, porque en ella se consigna a cargo de las autoridades en la materia,

cuando el centro o institución reciba reporte del no ejercicio de la acción penal, en términos

del artículo 478, que también se adiciona a la propia ley, la obligación de citar al

farmacodependiente o consumidor, con el propósito de proporcionarle orientación y

conminarlo a tomar parte en los programas contra la farmacodependencia o en aquellos

preventivos de la misma. Al tercer reporte del Ministerio Público el tratamiento para el

farmacodependiente será obligatorio.

Otra cuestión de gran importancia y en el cual coincide esta Comisión, es dilucidar con

relación al artículo 478 de la Ley General de Salud de la minuta en estudio, precepto,

conforme al cual, el Ministerio Público no ejercerá acción penal por el delito de posesión de

narcóticos sin autorización legal, previsto en el articulo 477 de la propia ley, si el inculpado

se somete y cumple voluntariamente el tratamiento médico respectivo para atender su

farmacodependencia o en el caso de los no farmacodependientes a los programas de

prevención correspondientes que al efecto señale la autoridad sanitaria; tratamiento que

suspende el plazo para la prescripción de la acción penal por el tiempo que ello dure.

Empero, en caso de que el inculpado incumpla con el mismo, se impone la obligación de

reanudar el procedimiento y el Ministerio Público podrá ejercer acción penal. Beneficio que

no se aplicará cuando la posesión del narcótico se realice por tercera o ulterior ocasión; en
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el interior de centros de educación, deportivos, parques públicos o privados de acceso

público, o; dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos

metros de los límites de la colindancia de los lugares con antelación señalados.

Séptimo.- Esta Comisión coincide en el sentido de que para la legislación mexicana y la

medicina forense, el farmacodependiente es un enfermo que requiere tratamiento, por lo

tanto, es inadmisible que su adicción sea castigada con una pena, así sean tres o más

ocasiones en que se le encuentre en posesión del narcótico que sea necesario para su

consumo, porque el farmacodependiente es un enfermo que requiere de un tratamiento que

el Estado mexicano tiene la obligación de proporcionarle, con independencia de la lucha

que enfrente en contra de los narcomenudistas y traficantes de la droga de la que aquél

difícilmente, por sí mismo, podrá sustraerse. La farmacodependencia es un problema que

siempre ha existido, como un fenómeno que se manifiesta con el uso habitual de

estupefacientes y psicotrópicos de los que el adicto no se puede sustraer, por consiguiente,

el objetivo y la acción que el Estado mexicano debe emprender, en la especie, habrá de

orientarse en contra de la producción, tenencia, tráfico y proselitismo que en materia de

farmacodependencia se fomente.

Octavo.- Por último, es importante considerar lo relativo a las disposiciones transitorias,

necesarias para pasar del régimen actual de competencia en la materia al nuevo al que se

aspira arribar. Bajo esa tesitura, en la especie, se prevén normas de carácter transitorio que

aluden al régimen aplicable a las denominadas situaciones jurídicas pendientes que

salvaguardan, por añadidura, la vigencia permanente de los principios de legalidad y

seguridad jurídica con la entrada en vigor del decreto que se apruebe, al garantizar la

continuidad de los procedimientos penales que se estén substanciando conforme a las
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disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos; y establecer la aplicación

de las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de las nuevas, a las

personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el mismo, incluidas las

procesadas o sentenciadas.

Normas transitorias que, también, comprenden los plazos adecuados para la

instrumentación de las acciones, mecanismos y reglas jurídicas necesarias para que las

reformas de mérito puedan surtir sus efectos lo más eficazmente posible. Para ello, las

legislaturas locales y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal contarán con un plazo de

un año a partir de la entrada en vigor del presente decreto para realizar las adecuaciones a

la legislación que corresponda, para efectos de lo dispuesto en el artículo 474 de la Ley

General de Salud. La Federación y las entidades federativas contarán, a su vez, con un

plazo de tres años a partir de la entrada en vigor del decreto que se apruebe, para realizar

las acciones necesarias, según sea el caso, a fin de dar el debido cumplimiento a las

atribuciones contenidas en el mismo.

Descritas las reformas y adiciones que se invocan, en el caso particular, se contempla en

ellas el interés de consolídar un marco legal que, bajo los principios fundamentales de

legalidad, de seguridad jurídica, de unicidad ideológica y de congruencia, propicie

respuestas adecuadas frente a una conducta criminal que ha salido del control de nuestras

autoridades. México, registra niveles muy altos en la consumación del delito de

narcomenudeo que es preciso atender con la finalidad de cimentar la base jurídica a través

de la cual se consignen las facultades que otorguen a las autoridades del fuero común la

posibilidad de penalizar las conductas que atenten contra los valores jurídicos que al

concepto de salubridad general le son inmanentes. Con ello, no se desvirtúa la estructura
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de nuestro sistema federal ni el principio de distribución de competencias que define el

artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo contrario, se consolida la vigencia de ese sistema sobre la base de la cooperación y

el auxilio recíproco, a través de un ordenamiento jurídico que encuentra su fundamento de

validez en la propia fuente Suprema y que se orienta, en lo posible, al combate frontal y

decidido del delito de narcomenudeo en todas sus modalidades; delito que se consuma con

la manifestación de la conducta de quien o quienes comercian o suministran narcóticos que

por la cantidad y presentación o forma de embalaje, es dable determinar que es para su

distribución en dosis individuales, o bien, de quien o quienes posean sin autorización

narcóticos que por su cantidad y presentación o forma de embalaje, también, se determina

que no están destinados para su estricto e inmediato consumo personal, sino para su

distribución en dosis individuales.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Justicia aprueba en sus términos la Minuta

analizada, para los efectos del inciso A del articulo 72 constitucional, y somete a la

consideración de esta Asamblea, el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y

DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.

Artículo Primero. Se REFORMA la fracción XXIII del articulo 3; el párrafo primero del

artículo 192; y se ADICIONA un apartado C al artículo 13, un párrafo segundo al artículo

191, los párrafos segundo, tercero y cuarto con dos fraccíones al artículo 192; el artículo

14



Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley Generai de Salud. del Código
Penal Federal y del Código Federal de
Procedimientos Penales. en sentido positivo.

192 Bis; el artículo 192 Ter; el artículo 192 Quáter; el artículo 192 Quintus; el artículo 192

Sextus; el artículo 193 Bis; un párrafo segundo al artículo 204; un Capítulo VII denominado

"Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo" al Título Décimo Octavo; los

artículos 473 a 482, todos de la Ley General de Salud, para quedar como, sigue:

Artículo 3.-...

1. aXXII ....

XXIII. La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa

contra la farmacodependencia;

XXIV. a XXXI. ...

Artículo 13.-...

A....

B....

C. Corresponde a la Federación y a las entidades federativas la prevención del

consumo de narcóticos, atención a las adicciones y persecución de los delitos contra

la salud, en los términos del artículo 474 de esta Ley.
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Artículo 191.-...

1. a 111. ...

La información que reciba la población deberá estar basada en estudios científicos y

alertar de manera clara sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo

de estupefacientes y psicotrópicos.

Artículo 192.- La Secretaría de Salud elaborará un programa nacional para la prevención

y tratamiento de la farmacodependencia, y lo ejecutará en coordinación con dependencias

yentidades del sector salud ycon los gobiernos de las entidades federativas.

Este programa establecerá los procedimientos y criterios para la prevención,

tratamiento y control de las adicciones y será de observancia obligatoria para los

prestadores de servicios de salud del Sistema Nacional de Salud en todo el territorio

nacional y en los establecimientos de los sectores público, privado y social que

realicen actividades preventivas, de tratamiento y de control de las adicciones y la

farmacodependencia.

Las campañas de información y sensibilización que reciba la población deberán estar

basadas en estudios científicos y alertar de manera adecuada sobre los efectos y

daños físicos y psicológicos del consumo de estupefacientes y psicotrópicos.
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De conformidad con los términos establecidos por el programa nacional para la

prevención y tratamiento de la farmacodependencia, los gobiernos de las entidades

federativas serán responsables de:

1. Promover y llevar acabo campañas permanentes de información y orientación

al público, para la prevención de daños a la salud provocados por el consumo

de estupefacientes y psicotrópicos; y

11. Proporcionar información y brindar la atención médica y los tratamientos que

se requieran a las personas que consuman estupefacientes y psicotrópicos.

Artículo 192 bis.- Para los efectos del programa nacional se entiende por:

1. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de

dependencia aestupefacientes o psicotrópicos;

i 11.f!
~

!,
;1

111.

Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o

psicotrópicos y que no presente signos ni síntomas de dependencia;

Farmacodependiente en recuperación: Toda persona que está en tratamiento

para dejar de utilizar narcóticos y está en un proceso de superación de la

farmacodependencia;
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IV. Atención médica: Al conjunto de servicios que se proporcionan al individuo,

con el fin de proteger, promover y restaurar su salud;

V. Detección temprana: Corresponde a una estrategia de prevención secundaria

que tiene como propósito identificar en una fase inicial el consumo de

narcóticos a fin de aplicar medidas terapéuticas de carácter médico,

psicológico y social lo más temprano posible;

VI. Prevención: El conjunto de acciones dirigidas a evitar o reducir el consumo de

narcóticos, a disminuir situaciones de riesgo y limitar los daños asociados al

consumo de dichas sustancias;

VII. Tratamiento: El conjunto de acciones que tienen por objeto conseguir la

abstinencia o, en su caso, la reducción del consumo de narcóticos, reducir los

riesgos y daños que implican el uso y abuso de dichas sustancias, abatir los

padecimientos asociados al consumo, e incrementar el grado de bienestar

físico, mental y social, tanto del que usa, abusa o depende de esas sustancias,

como de su familia;

VIII. Investigación en materia de farmacodependencia: Tiene por objeto determinar

las características y tendencias del problema, así como su magnitud e impacto

en lo individual, familiar y colectivo; construyendo las bases científicas para la

construcción de políticas públícas y los tratamientos adecuados para los

diversos tipos y niveles de adicción; respetando los derechos humanos y su

integridad, y
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IX. Suspensión de la farmacodependencia: Proceso mediante el cual el

farmacodependiente participa en la superación de su farmacodependencia con

el apoyo del entorno comunitario en la identificación y solución de problemas

comunes que provocaron la farmacodependencia.

Artículo 192 Ter.- En materia de prevención se ofrecerá a la población un modelo de

intervención temprana que considere desde la prevención y promoción de una vida

saludable, hasta el tratamiento ambulatorio de calidad, de la farmacodependencia, el

programa nacional fortalecerá la responsabilidad del Estado, principalmente de la

Secretaría de Salud, ofreciendo una visión integral y objetiva del problema para:

1. Desarrollar campañas de educación para prevención de adicciones, con base

en esquemas novedosos y creativos de comunicación que permitan la

producción y difusión de mensajes de alto impacto social, con el fin de

reforzar los conocimientos de daños y riesgos de la farmacodependencia,

especialmente dirigirá sus esfuerzos hacia los sectores más vulnerables, a

través de centros de educación básica;

11. Coordinar y promover con los sectores público, privado y social, las acciones

para prevenir la farmacodependencia, con base en la información y en el

desarrollo de habilidades para proteger, promover, restaurar, cuidar la salud

individual, familiar, laboral, escolar y colectiva;
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111. Proporcionar atención integral a grupos de alto riesgo en los que se ha

demostrado, a través de diversas investigaciones y estudios, que, por sus

características biopsicosociales, tienen mayor probabilidad de uso, abuso o

dependencia a narcóticos, y

IV. . Realizar las acciones de prevención necesarias con base en la percepción de

riesgo de consumo de sustancias en general, la sustancia psicoactiva de uso;

las características de los individuos; los patrones de consumo; los problemas

asociados a las drogas; así como los aspectos culturales y las tradiciones de

los distintos grupos sociales.

Artículo 192 Quáter.- Para el tratamiento de los farmacodependientes, las

dependencias y entidades de la administración pública en materia de salubridad

general, tanto federales como locales, deberán crear centros especializados en

tratamiento, atención, y rehabilitación, con base en sistemas modernos de

tratamiento y rehabilitación, fundamentados en el respeto a la integridad y a la libre

decisión del farmacodependiente.

La ubicación de los centros se basará en estudios rigurosos del impacto de las

adicciones en cada región del país y deberá:

1. Crear un padrón de instituciones y organismos públicos y privados que

realicen actividades de prevención, tratamiento, atención y reinserción social
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en materia de farmacodependencia, que contenga las características de

atención, condiciones y requisitos para acceder a los servicios que ofrecen, y

11. Celebrar convenios de colaboración con instituciones nacionales e

internacionales de los sectores social y privado, y con personas físicas que se

dediquen a la prevención, tratamiento, atención y reinserción social en materia

de farmacodependencia, con el fin de que quienes requieran de asistencia,

puedan, conforme a sus necesidades, características, posibilidades

económicas, acceder a los servicios que todas estas instituciones o personas

físicas ofrecen.

Artículo 192 Quintus.- La Secretaría de Salud realizará procesos de investigación en

materia de farmacodependencia para:

1. Determinar las características y tendencias del problema, así como su

magnitud e impacto en lo individual, familiar y colectivo;

11. Contar con una base científica que permita diseñar e instrumentar políticas

públicas eficaces en materia de farmacodependencia;

111. Evaluar el impacto de los programas preventívos, así como de tratamiento y

rehabilitación, estableciendo el nivel de costo-efectividad de las acciones;

IV. Identificar grupos y factores de riesgo y orientar la toma de decisiones;
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V. Desarrollar estrategias de investigación y monitoreo que permitan conocer

suficientemente, las características de la demanda de atención para problemas

derivados del consumo de sustancias psicoactivas, la disponibilidad de

recursos para su atención y la manera como éstos se organizan, así como los

. resultados que se obtienen de las intervenciones;

VI. Realizar convenios de colaboración a nivel internacional que permita fortalecer

el intercambio de experiencias novedosas y efectivas en la prevención y

tratamiento, así como el conocimiento y avances sobre la materia, y

VII. En toda investigación en que el ser humano sea sujeto de estudio, deberá

prevalecer el criterio del respeto a su dignidad, la protección de sus derechos

y su bienestar.

En el diseño y desarrollo de este tipo de investigaciones se debe obtener el

consentimiento informado y por escrito de la persona y, en su caso, del familiar más

cercano en vínculo, o representante legal, según sea el caso, a quienes deberán

proporcionárseles todos los elementos para decidir su participación.

Artículo 192 Sextus.- El proceso de superación de la farmacodependencia debe:

1. Fomentar la participación comunitaria y familiar en la prevención y tratamiento,

en coordinación con las autoridades locales, y las instituciones públicas o
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privadas, involucradas en los mismos, para la planeación, programación,

ejecución y evaluación de los programas y acciones;

11. Fortalecer la responsabilidad social, la autogestión y el auto cuidado de la

salud, fomentando la conformación de estilos de vida y entornos saludables

que permitan desarrollar el potencial de cada persona, propiciando

condiciones que eleven la calidad de vida de las familias y de las

comunidades;

111. Reconocer a las comunidades terapéuticas, para la rehabilitación de

farmacodependientes, en la que sin necesidad de internamiento, se pueda

hacer posible la reinserción social, através del apoyo mutuo, y

IV. Reconocer la importancia de los diversos grupos de ayuda mutua, que ofrecen

servicios gratuitos en apoyo a los farmacodependientes en recuperación, con

base en experiencias vivenciales compartidas entre los miembros del grupo,

para lograr la abstinencia en el uso de narcóticos.

Articulo 193 Bis.- Cuando el centro o institución reciba reporte del no ejercicio de la

acción penal, en términos del articulo 478 de esta Ley, las autoridades de salud

deberán citar al farmacodependiente o consumidor, a efecto de proporcionarle

orientación y conminarlo a tomar parte en los programas contra la

farmacodependencia o en aquellos preventivos de la misma.
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Al tercer reporte del Ministerio Público el tratamiento del farmacodependiente será

obligatorio.

Artículo 204.-...

las autoridades de seguridad pública de los tres órdenes de gobierno participarán en

la prevención y combate a las actividades de posesión, comercio o suministro de

estupefacientes y psicotrópicos cuando dichas actividades se realicen en lugares

públicos, y actuarán conforme asus atribuciones.

CAPíTULO VII

Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo

Artículo 473.- Para los efectos de este capítulo se entenderá por:

1. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajenación de algún narcótico;

11. Farmacodependencia: Es el conjunto de fenómenos de comportamiento,

cognoscitivos y fisiológicos, que se desarrollan luego del consumo repetido

de estupefacientes o psicotrópicos de los previstos en los artículos 237 y 245,

fracciones I a 11I, de esta ley;
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111. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de

dependencia a estupefacientes o psicotrópicos;

IV. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o

psicotrópicos y que no presente signos ní síntomas de dependencia;

V. Narcóticos: los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales

que determinen esta Ley, los convenios y tratados internacionales de

observancia obligatoria en México y los que señalen las demás disposiciones

legales aplicables en la materia;

VI. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están dentro del

radio de acción y disponibilidad de la persona;

VII. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier

concepto, de la tenencia de narcóticos, y

VIII. Tabla: la relación de narcóticos y la orientación de dosis máximas de

consumo personal e inmediato prevista en el artículo 479 de esta Ley.

Artículo 474.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de

justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán

y resolverán de los delitos o ejecutarán las sanciones y medidas de seguridad a que

se refiere este capítulo, cuando los narcóticos objeto de los mismos estén previstos
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en la tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte

de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no existan elementos

suficientes para presumir delincuencia organizada.

Las autoridades federales conocerán de los delitos en cualquiera de los casos

siguientes:

1. En los casos de delincuencia organizada.

11. La cantidad del narcótico sea igualo mayor a la referida en el primer párrafo de

este artículo.

111. El narcótico no esté contemplado en la tabla.

IV. Independientemente de la cantidad del narcótico el Ministerio Público de la

Federación:

a) Prevenga en el conocimiento del asunto, o

b) Solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la investigación.

La autoridad federal conocerá de los casos previstos en las fracciones 11 y 11I

anteriores, de conformidad con el Código Penal Federal y demás disposiciones

aplicables. En los casos de la fracción IV de este artículo se aplicará este capítulo y

demás disposiciones aplicables.
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Para efecto de lo dispuesto en el inciso b) de la fracción IV anterior, bastará con que

el Ministerio Público de la Federación solicite a la autoridad competente de la entidad

federativa, le remita la investigación correspondiente. Las diligencias desahogadas

hasta ese momento por las autoridades de las entidades federativas gozarán de plena

validez.

En la instrumentación y ejecución de los operativos policíacos que se realicen para

cumplir con dichas obligaciones las autoridades se coordinarán en los términos que

establece la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás

disposiciones aplicables.

El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a las autoridades de seguridad

pública de las entidades federativas, le remitan informes relativos a la investigación

de los delitos aque se refiere este capítulo.

El Ministerio Público de las entidades federativas deberá informar oportunamente al

Ministerio Público de la Federación del inicio de las averiguaciones previas, a efecto

de que éste cuente con los elementos necesarios para, en su caso, solicitar la

remisión de la investigación en términos de la fracción IV inciso b) de este artículo.

En los casos aque se refiere el segundo párrafo de este artículo, el Ministerio Público

del fuero común podrá practicar las diUgencias de averiguación previa que

correspondan y remitirá al Ministerio Público de la Federación, dentro de los tres días

de haberlas concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que con ellas se relacione.
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Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se observarán las

disposiciones relativas a la retención ministerial por flagrancia.

Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca de los delitos previstos en

este capítulo podrá remitir al Ministerio Público de las entidades federativas la

investigación para los efectos del primer párrafo de este artículo, siempre que los

narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, la cantidad de que se

trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en

dicha tabla y no se trate de casos de la delincuencia organizada.

Si de las constancias del procedimiento se advierte la incompetencia de las

autoridades del fuero común, remitirá el expediente al Ministerio Público de la

Federación o al juez federal que corresponda, dependiendo de la etapa procesal en

que se encuentre, a fin de que se continúe el procedimiento, para lo cual las

diligencias desahogadas hasta ese momento por la autoridad considerada

incompetente gozarán de plena validez.

Artículo 475.- Se impondrá pnslon de cuatro a ocho años y de doscientos a

cuatrocientos días multa, a quien sin autorización comercie o suministre, aún

gratuitamente, narcóticos previstos en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de

multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla.

Cuando la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para

comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente; o que aquélla fuese
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utilizada para la comisión de los mismos se aplicará una pena de siete a quince años

de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa.

Las penas que en su caso resulten aplicables por este delito serán aumentadas en

una mitad, cuando:

1. Se cometan por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar,

investigar, juzgar o ejecutar las sanciones por la comisión de conductas

prohibidas en el presente capítulo. Además, en este caso, se impondrá a

dichos servidores públicos destitución e inhabilitación hasta por un tiempo

igual al de la pena de prisión impuesta;

11. Se cometan en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o

dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de

trescientos metros de los límites de la colindancia del mismo con quienes

aellos acudan, o

111. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o

personal relacionado con las disciplinas de la salud en cualesquiera de sus

ramas y se valgan de esta situación para cometerlos. En este caso se

impondrá, además, suspensión e inhabilitación de derechos o funciones

para el ejercicio profesional u oficio hasta por cinco años. En caso de

reincidencia podrá imponerse, además, suspensión definitiva para el

ejercicio profesional, ajuicio de la autoridad judicial.
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Artículo 476.- Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a trescientos

días multa, al que posea algún narcótico de los señalados en la tabla, en cantidad

inferior a la que resulte de multiplicar por millas cantidades previstas en dicha tabla,

sin la autorización correspondiente a que se refiere esta Ley, siempre y cuando esa

posesión sea con la finalidad de comerciarlos o suministrarlos, aún gratuitamente.

Artículo 477.· Se aplicará pena de diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta

días multa al que posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla en cantidad

inferior a la que resulte de multiplicar por mil las previstas en dicha tabla, sin la

autorización a que se refiere esta Ley, cuando por las circunstancias del hecho tal

posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aún

gratuitamente.

No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea medicamentos

que contengan alguno de los narcóticos previstos en la tabla, cuya venta al público

se encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su

naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el tratamiento

de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de

quien los tiene en su poder.

Artículo 478.- El Ministerio Público no ejercerá acción penal por el delito previsto en

el artículo anterior, en contra de quien sea farmacodependiente o consumidor y
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posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, en igualo inferior cantidad a la

prevista en la misma, para su estricto consumo personal y fuera de los lugares

señalados- en la fracción 11 del artículo 475 de esta Ley. La autoridad ministerial

informará al consumidor la ubicación de las instituciones o centros para el

tratamiento médico o de orientación para la prevención de la farmacodependencia.

El Ministerio Público hará reporte del no ejercicio de la acción penal a la autoridad

sanitaria de la entidad federativa donde se adopte la resolución con el propósito de

que ésta promueva la correspondiente orientación médica o de prevención. La

información recibida por la autoridad sanitaria no deberá hacerse pública pero podrá

usarse, sin señalar identidades, para fines estadísticos.

Artículo 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico está

destinado para su estricto e inmediato consumo personal, cuando la cantidad del

mismo, en cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones no exceda de las

previstas en el listado siguiente:

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato

Narcótico máxima de consumo personal e inmediato
...................................-- ,.. .-.............. . - ..-- .. _.. _._ ..- .. -_.... -- .

Opio 2 gr.

Diacetilmorfina o Heroína 50mg.
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MOA,

Metanfetamina

Metilendioxianfetamina

Cannabis Sativa,

Mariguana
Indica °IS9r. -1

·cocaina········Tsoo·mg · . ·········1

Liserglda'(LsDj ·············lo:o1·smg:·· . '.. "'1
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IPolvo, I
granulado ITabletas o cápsulas

o cristal

F
~;-'una unidad con-pescl'no-mayor a 200 l.;

~mg, i
mg. i

¡

MDMA;'d¡~34:meti¡eñdioxi: ¡_··..·lúna··uñidad···Con PeSClnClmaYClra200·¡
d' t'lf '1 t'l' 1

40 mg. I In· Ime I enl e I amma I ¡mg. I
I I

. . ·······················1··· , ; ·..·················· .. · ..···· .. ····· .. ·1
lUna unidad con peso no mayor a 2001

40mg. I 1

Img, I
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Artículo 480. Los procedimientos penales y, en su caso, la ejecución de las sanciones

por delitos a que se refiere este capítulo, se regirán por las disposiciones locales

respectivas, salvo en los casos del destino y destrucción de narcóticos y la

clasificación de los delitos como graves para fines del otorgamiento de la libertad

provisional bajo caución, en los cuales se observarán las disposiciones del Código

Federal de Procedimientos Penales,
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Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código
Penal Federal y del Código Federal de
Procedimientos Penales, en sentido positivo.

Artículo 481.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan

pronto identifique que una persona relacionada con un procedimiento es

farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su caso, dar intervención a

las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tratamiento que

corresponda.

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al

farmacodependiente.

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad

preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala

conducta el relativo a que se le haya considerado farmacodependiente, pero sí se

exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico

correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora.

Artículo 482.- Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento que el propietario,

poseedor, arrendatario o usufructuario de un establecimiento de cualquier naturaleza

lo empleare para realizar cualquiera de las conductas sancionadas en el presente

capítulo o que permitiere su realización por terceros, informará a la autoridad

administrativa competente para que, en ejercicio de sus atribuciones, realice la

clausura del establecimiento, sin perjuicio de las sanciones que resulten por la

aplicación de los ordenamientos correspondientes.

Lo mismo se observará respecto de los delitos de comercio, suministro y posesión
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de narcóticos previstos en los artículos 194, fracción 1, 195 Y195 bis del Código Penal

Federal.

Artículo Segundo. Se REFORMA el artículo 195, 195 bis y 199; Yse ADICIONAN los

.párrafos tercero y cuarto a la fracción I del artículo 194, todos del Código Penal Federal,

para quedar como sigue:

Artículo 194.-...

l. ..

Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o indirecta, por

cualquier concepto, de la tenencia de narcóticos.

El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, perseguidos y, en

su caso sancionados por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley

General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de dicho

ordenamiento.

11.- a IV.-...

Artículo 195.- Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos
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Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que 1"
se reforman, adicionan y derogan diversas H
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código
Penal Federal y del Código Federal de
Procedimientos Penales, en sentido positivo.

cincuenta días multa, al que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193,

sin la autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud, siempre y

cuando esa posesión sea con la finalidad de realízar alguna de las conductas previstas en

el articulo 194, ambos de este código.

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso

sancionada por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de

Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento.

Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en

el artículo 479 de la Ley General de Salud, en cantidad igual o superior a la que

resulte de multiplicar por mil las ahí referidas, se presume que la posesión tiene

como objeto cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 194 de este

código.

Artículo 195 bis.- Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de alguno de

los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización a que se refiere la Ley

General de Salud, no pueda considerarse destinada a realizar alguna de las

conductas aque se refiere el artículo 194, se aplicará pena de cuatro asiete años seis

meses de prisión y de cincuenta aciento cincuenta días multa.

El Ministerio Público Federal no procederá penalmente por este delito en contra de la

persona que posea:
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Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código
Penal Federal y del Código Federal de
Procedimientos Penales, en sentido positivo.

1. Medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se encuentre

supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y

cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el tratamiento de la

persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia

de quien los tiene en su poder.

11. Peyote u hongos alucinógenos, cuando por la cantidad y circunstancias del

caso pueda presumirse que serán utilizados en las ceremonias, usos y

costumbres de los pueblos y comunidades indigenas, así reconocidos por sus

autoridades propias.

Para efectos de este capítulo se entiende por posesión: la tenencia material de

narcóticos o cuando éstos están dentro del radio de acción y disponibilidad de la

persona.

La posesión de narcóticos podrá· ser investigada, perseguida y, en su caso

sancionada por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de

Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento.

Artículo 199.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan

pronto conozca que una persona relacionada con algún procedimiento por los delitos

previstos en los artículos 195 o 195 bis, es farmacodependiente, deberá informar de

inmediato y, en su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes,

para los efectos del tratamiento que corresponda.
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En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al

farmacodependiente.

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad

preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala

conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el

sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación,

bajo vigilancia de la autoridad ejecutora.

Artículo Tercero. Se REFORMAN las fracciones IV y V del artículo 137; el inciso 12 de la

fracción I y la fracción XV del artículo 194; los artículos 523, 526 Y527; el nombre del

CAPITULO 111 denominado "De los que tienen el hábito o la necesidad de consumir

estupefacientes o psicotrópicos" denominándose· "De los farmacodependientes"; se

ADICIONA una fracción VI al artículo 137, un artículo 180 bis; se DEROGAN los artículos

524 y525, todos del Código Federal de Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 137.-...

1. a 111. ..

IV. Cuando la responsabilidad penal se halla extinguida legalmente, en los términos del

Código Penal;
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Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código
Penal Federal y del Código Federal de
Procedimientos Penales, en sentido positivo.

V. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el inculpado

actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad penal, o

VI. En los demás casos que señalen las leyes.

Artículo 180 bis.- Tratándose de los delitos de narcomenudeo previstos en los

artículos 475, 476 Y 477 de la Ley General de Salud, para fines de investigación el

titular del Mínisterio Público de la Federación podrá autorizar que agentes de la

polícía bajo su conducción y mando compren, adquieran o reciban la transmisión

material de algún narcótico para lograr la detención del probable responsable del

comercio o suministro de narcóticos o de la posesíón de los mismos con dichos

fines y el aseguramiento correspondiente.

El titular del Ministerio Público de la Federación o el servidor público que al efecto

designe podrá autorizar, caso por caso, a los titulares del Ministerio Público de las

entidades federativas para que, por conducto de sus policías, empleen las técnicas

de investigación aque se refiere el párrafo anterior.

Una vez expedida la autorización a que se refieren los párrafos precedentes, el

Ministerio Público de la Federación y, en su caso, el Ministerio Público de las

entidades federativas, deberá señalar por escrito en la orden respectiva los

lineamientos, términos, limitaciones, modalidades y condiciones a los que debe

sujetarse el agente o agentes de la policía que deberán ejecutar la orden.
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Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código
Penal Federal y del Código Federal de
Procedimientos Penales, en sentido positivo.

En las actividades que desarrollen el o los policías que ejecuten la orden se

considerará que actúan en cumplimiento de un deber, siempre que su actuación se

apegue a los lineamientos, términos, modalidades, limitaciones y condiciones a que

se refiere el párrafo anterior.

El Ministerio Público de la Federación deber~ dar aviso de la autorización prevista en

el primer párrafo de este artículo al Ministerio Público de las entidades federativas en

las que se ejecute la orden respectiva.

Artículo 194.-...

1.-...

1)a11)...

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo

primero y 198, parte primera del párrafo tercero.

13) a36)....

11. a XIV....

XV. De la Ley General de Salud, los previstos en las fracciones 1, 11 Y 111 del artículo

464 Ter, yen los artículos 475 y 476.
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Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código
Penal Federal y del Código Federal de
Procedimientos Penales, en sentido positivo.

XVI. ...

CAPíTULO II1

De los farmacodependientes

Artículo 523.- El Ministerio Público al iniciar la averiguación previa, dará aviso a la

autoridad sanitaria correspondiente, cuando un farmacodependiente cometa un

delito, a fin de que dicha autoridad intervenga en los términos de las disposiciones

aplicables, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 199, segundo párrafo, del Código

Penal Federal.

Artículo 524.- Derogado.

Artículo 525.- Derogado.

Articulo 526.- Si el inculpado además de adquirir o poseer los estupefacientes o

psícotrópicos necesarios para su consumo personal, comete cualquier delito contra

la salud, se le consignará, sin perjuicio de que intervenga la autoridad sanitaria

competente para su tratamiento o programa de prevención.
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Dictamen de la Minuta Proyecto de Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas
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Penal Federal y del Código Federal de
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Artículo 527.- Cuando exista aseguramiento de estupefacientes o psicotrópicos, el

Ministerio Público o el juez solicitarán la elaboración del dictamen pericial

correspondiente a la autoridad competente, sobre los caracteres organolépticos o

químicos de la sustancia asegurada. Este dictamen cuando hubiere detenido, será rendido

a más tardar dentro del plazo de setenta y~os horas a que se refiere el artículo 19

constitucional.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al dia siguiente de su publicación en el

Diario Oficial de la Federación.

Para efecto de lo dispuesto en el artículo 474 de la Ley General de Salud, las legislaturas

locales y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal contarán con el plazo de un año a

partir de la entrada en vigor del presente Decreto para realizar las adecuaciones a la

legislación que corresponda.

La Federación y las entidades federativas contarán con el plazo de tres años a partir de la

entrada en vigor del presente Decreto, para realizar las acciones necesarias, según sea el

caso, a fin de dar el debido cumplimiento a las atribuciones contenidas en el mismo.

SEGUNDO.- Los procedimientos penales que se estén substanciando a la entrada en vigor

del presente Decreto se seguirán conforme a las disposiciones vigentes al momento de la
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comisión de los hechos.

TERCERO.- A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el

presente Decreto con anterioridad a su entrada en vigor, incluidas las procesadas o

sentenciadas, les serán aplicables las disposiciones vigentes en el momento en que se

haya cometido.

CUARTO.- Las autoridades competentes financiaran las acciones derivadas del

cumplimiento del presente Decreto con los recursos que anualmente se prevean en el

Presupuesto de Egresos de la Federación, sin menoscabo de los recursos que para tales

efectos aporten las entidades federativas.

QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro; a30 de abril de 2009.
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30-04-2009 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y de Código Federal de 
Procedimientos Penales, en materia de narcomenudeo. 
Aprobado en lo general y en lo particular con 183 votos en pro, 88 en contra y 44 abstenciones. 
Se turno al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 30 de abril de 2009. 
Discusión y votación, 30 de abril de 2009. 

Se recibió de la Comisión de Justicia dictamen con proyecto de decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del 
Código Federal de Procedimientos Penales. Consulte la Secretaría a la asamblea si se le dispensa la 
lectura al dictamen. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la 
asamblea, en votación económica, si se les dispensa la lectura al dictamen. Las diputadas y los diputados que 
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo (votación). Las diputadas y los diputados que estén por la 
negativa sírvanse manifestarlo (votación). Señor presidente, mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Es de primera lectura. Consulte la Secretaría a la asamblea si 
se le dispensa la segunda lectura y se somete a votación y discusión de inmediato. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Por instrucciones de la Presidencia, y de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 59 del Reglamento Interior, se consulta a la asamblea, en votación económica, 
si se le dispensa la segunda lectura y se somete a discusión y votación de inmediato.  

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo (votación), gracias. Las 
diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo (votación). Señor presidente, 
mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se le dispensa la segunda lectura. En consecuencia, está a 
discusión en lo general y en lo particular el proyecto de decreto. 

Nos ha solicitado el uso de la palabra la diputada Elsa Conde Rodríguez, del Grupo Parlamentario de 
Alternativa, a quien con gusto se la otorgamos. 

La diputada Elsa Conde Rodríguez: Con su venia, señor presidente. El Grupo Parlamentario de Alternativa 
Socialdemócrata ha insistido en esta Cámara en enfocar el tráfico ilícito de drogas como un problema de salud 
pública y de derechos humanos, más que como un problema de policías y ladrones. 

La Ley contra el Narcomenudeo elaborada por el Ejecutivo, y avalada por el Senado, refrenda esta visión 
policíaca y es carente de una estrategia integral para enfrentar el consumo y el tráfico ilegal de drogas en el 
país. 

Al mantener en la ilegalidad el cultivo, la distribución y comercialización de las drogas, el Estado mexicano 
renuncia una vez más a la posibilidad de tener un control real sobre ellas y sobre la delincuencia organizada. 

A pesar de lo anterior, es importante reconocer que con respecto a la iniciativa enviada por el Ejecutivo el 
dictamen aprobado por el Senado avanza en cuatro premisas sustantivas: 

Establece que el consumidor y el criminal no pueden ser, en principio, la misma figura jurídica. Elimina la 
rehabilitación obligatoria para consumidores no farmacodependientes. La inclusión del concepto de reducción 
de riesgos y daños es fundamental para enfrentar de forma integral el problema de las drogas. Y, por último, 
el respeto a los legítimos derechos de numerosos pueblos y culturas de México a los usos rituales de ciertas 
sustancias. 
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No obstante, se trata de una propuesta de ley que no solucionará el problema del tráfico ilegal de drogas ni de 
su consumo, ya que para ello se requiere de un enfoque que regule tanto la oferta como la demanda. 

En México la guerra contra las drogas es una guerra que ha dejado más de siete mil muertes en poco más de 
dos años, y no ha logrado detener ni la producción de enervantes ni el consumo. 

Es un dictamen, en este sentido, que apacigua el nerviosismo del gobierno para enfrentar la delincuencia 
organizada, pues le permitirá delegar su tarea en 32 entidades federativas, que han reconocido que no 
cuentan con presupuesto, infraestructura y capacitación suficiente. 

Se va a atacar el suministro, la comercialización y, sobre todo, la posesión de enervantes, pero no la 
producción, el transporte y el tráfico, que no pertenecen a la esfera del narcomenudeo. 

¿Qué va a hacer este gobierno para enfrentar el incremento en el consumo, como se observa en las cifras 
que da el Consejo Nacional contra las Adicciones, si su actual guerra contra las drogas es un fracaso y no va 
al fondo del problema, que es la regulación del cultivo y la producción de enervantes en nuestro país? 

Es evidente que el propósito de esta iniciativa no es mejorar ni la salud ni la seguridad pública del país, ni la 
situación que viven tanto los consumidores como los no consumidores. 

Nos queda claro que el principal propósito de esta iniciativa está dirigido a incrementar las estadísticas de 
encarcelamiento. Esta política carcelaria lo que significa es un evidente costo monetario y mayor deterioro de 
nuestro sistema carcelario. La pobreza y la desigualdad es la antesala del narcomenudeo. Por cada 
narcomenudista capturado hay 10 esperando ocupar su puesto. De hecho, fomentará la corrupción policiaca y 
la violencia ya que elevará el costo de protección que cada distribuidor tendrá que pagar para permanecer en 
la vía pública. 

Para ilustrar esta premisa basta con mirar las cifras. De los 58 mil delitos contra la salud que hubo en 2006, la 
cifra creció hasta 84 mil ilícitos en 2007, primer año del gobierno de Felipe Calderón; un aumento de 45 por 
ciento. De todos los arrestos ligados a los diversos cárteles del narcotráfico, un promedio anual de 13 mil 333 
personas capturadas, 98 por ciento corresponde a sujetos catalogados como colaboradores y distribuidores al 
menudeo, de acuerdo con datos de la Procuraduría General de la República. 

Las demás personas, el 1.2 por ciento son líderes de los cárteles financieros, lugartenientes, sicarios y 
funcionarios involucrados con el crimen organizado. ¿Qué nos dicen estas cifras? Que los verdaderos peces 
gordos, los que lucran con la pobreza, la vulnerabilidad y la salud de la sociedad mexicana siguen muy bien 
instalados en la impunidad de un sistema político que busca legalizar la cacería de chivos expiatorios, 
empezando por sus jóvenes y terminando por encarcelar a las abuelas. 

Hace poco, la presidenta del Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), Rocío García Gaytán, informó que 
se ha registrado un aumento en la participación de mujeres en actividades de narcomenudeo, sobre todo de 
personas de la tercera edad. Precisó que 70 por ciento de las mujeres que están recluidas en centros de 
readaptación social es por delitos contra la salud. Explicó que casi todas están por echarse la culpa de sus 
parejas o porque les llevaban drogas a los hijos o a los maridos en los reclusorios. 

Señaló que aunque no tienen estadísticas oficiales, de acuerdo con las investigaciones y los análisis que ha 
hecho esta institución, junto con la Secretaría de Seguridad Pública Federal, se detecta cómo ha aumentado 
la participación de mujeres en el narcomenudeo, sobre todo entre las abuelas. 

Yo quisiera pedir a esta asamblea, respeto. Por primera vez estoy acá arriba pasándome de los cinco minutos 
que religiosamente nos dan a todos los diputados para subir a defender nuestros dictámenes. Hoy, yo quisiera 
pedírselos; no me estoy ni me voy a amparar en el 103 para pedirles media hora, pero sí me gustaría que me 
escuchen para que les dé mis argumentos. 

En el mismo sentido, Juan Pablo Becerra-Acosta, en un artículo de 2008 menciona "los narcomenudistas son 
los soldados rasos del narcotráfico. No tienen restricción de edad y tampoco hay límites de género". Los 
narcomenudistas son, en el mejor de los casos, el eslabón más débil de la cadena del negocio del tráfico 
ilegal de sustancias. 
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Esta actividad supone una vía ilegal alterna para hacer dinero y para escalar socialmente para una gran 
cantidad de personas, características, ambas, sumamente atractivas en un país con las desigualdades y la 
falta de oportunidades como el nuestro. 

Adicionalmente, permitir a la policía comprar droga para identificar a narcomenudistas es propiamente una 
técnica de inducción al delito propia de regímenes autoritarios. No se trata, de ningún modo, de no combatir el 
tráfico ilícito de drogas, que sin duda constituye un delito que afecta la seguridad y la salud pública. 

Sin embargo, es fácil percatarse de que la inmensa mayoría de las personas que se dedican a este delito no 
necesariamente forman parte cocircunstancial del crimen organizado, sino que más bien encuentran en esta 
actividad una fuente de ingresos imposible de encontrar en otras áreas de la actividad económica legal. 

Enfocar esfuerzos en perseguir a narcomenudistas va a desgarrar el tejido social en zonas marginadas donde 
los narcomenudistas son los propios usuarios o adictos, jóvenes que muchas veces usan esos ingresos para 
sustentar la economía familiar. 

La iniciativa en cuestión tendrá entonces consecuencias que pueden observarse en otras partes del mundo 
cuando se han instrumentado estrategias parecidas. 

Queremos que, como en los Estados Unidos, uno de cada cinco jóvenes marginados haya estado en prisión, 
en este país la estadística nos habla de que en México el 40 por ciento de la población es pobre y una buena 
parte de esta población la estamos condenando a la prisión. 

Adicionalmente la distribución de competencias y responsabilidades que se propone sólo harán mucho más 
agudo el problema de corrupción de los cuerpos de seguridad del país. De ahora en adelante las policías 
locales y las estatales tendrán mayores incentivos para pertenecer al negocio de las drogas ilegales. 

Asimismo, al tipificar una conducta en una ley federal, como es la Ley General de Salud, aunque sea una ley 
en materia concurrente y desde ahí obligar a los estados a perseguirlos, es un precedente peligrosísimo que 
tergiversa todo el régimen federal. 

La ley debería prever, en todo caso, un mecanismo para que sean las propias entidades federativas las que 
decidan mediante convenios con la federación, por ejemplo, el apoyo económico de la federación a un estado 
para mejorar los cuerpos de seguridad y procuración de justicia, y asumir la responsabilidad de perseguir al 
narcomenudeo a nivel local. 

Por último, decirles, que le Grupo Parlamentario de Alternativa Socialdemócrata reitera que en la medida que 
los temas tratados en el dictamen en discusión están estrechamente vinculados con los temas que se 
debatieron en el foro para la regulación de la planta de cannabis en México, impulsado por esta Cámara de 
Diputados, una actitud responsable y respetuosa de esta Cámara hubiera sido considerar para el análisis las 
conclusiones del mencionado foro. 

No ha sido así y una vez más el Congreso de la Unión no escucha lo que la ciudadanía y los especialistas 
opinan sobre este tema. Por todas estas razones, el Grupo Parlamentario de Alternativa Socialdemócrata no 
votará a favor de este dictamen. Muchas gracias. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias, diputada. 

El diputado Fernando Enrique Mayans Canabal (desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Diputado Mayans. 

El diputado Fernando Enrique Mayans Canabal (desde la curul): Le quería hacer una pregunta a la 
diputada, pero ya se bajó. Para que sepa que las dosis que están presentando en esto de la cocaína, 
mariguana, son dosis que impuso la DEA al Congreso mexicano, que quede ahí. 
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Diputado Javier Bolaños. Se concede la palabra al diputado 
Javier Bolaños. 

El diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar: Con su permiso, señor presidente. Compañeras y 
compañeros diputados, en Acción Nacional estamos plenamente conscientes que la lucha denodada que se 
está dando contra las redes del narcotráfico es una lucha que nos compromete a todos. Sin embargo, también 
tenemos la plena conciencia de que es necesario involucrar cada vez más a los diferentes sectores de 
gobierno y de la sociedad en esta lucha. 

Hoy vengo aquí frente a ustedes para poner a su consideración los artículos 478 y 479, puesto que 
consideramos que tal como están redactados en este momento podrían dar pie a cierta permisibidad en la 
posesión y en el consumo de los enervantes. Por eso, les venimos a solicitar de manera respetuosa que 
consideren la posibilidad de que la redacción de estos dos artículos quede en la forma original, como fue 
enviada al Senado de la República. 

Quiero decirles que esta petición la hago a nombre de 42 diputados federales de Acción Nacional, y le pido, 
señor presidente, que los nombres de éstos 42 diputados queden inscritos en la Gaceta Parlamentaria y en el 
Diario de los Debates. Por su atención, muchas gracias. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea si se 
admiten a discusión. 

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la 
asamblea, en votación económica si se admite a discusión la modificación propuesta por el diputado Javier 
Bolaños. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo (votación), gracias. 
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo (votación). Presidente, mayoría 
por la negativa. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se desecha. Consulte la Secretaría a la asamblea si el 
proyecto de decreto se encuentra suficientemente discutido en lo general y en lo particular. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente discutido el proyecto de decreto, en lo 
general y en lo particular. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo 
(votación), gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo (votación). 
Señor presidente, mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficientemente discutido. Se pide a la Secretaría que abra el 
sistema electrónico por tres minutos, para proceder a la votación en lo general y en lo particular del proyecto 
de decreto. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del 
Reglamento para el Gobierno Interior. 

Ábrase el sistema electrónico por tres minutos, para proceder a la votación en lo general y en lo particular del 
proyecto de decreto. 

(Votación) 

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Está abierto el sistema electrónico de votación. Ciérrese 
el sistema electrónico de votación. Pregunto a la diputada María Teresa Alanís Domínguez el sentido de su 
voto. 

La diputada María Teresa Alanís Domínguez (desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputado Bulmaro Guerrero Cárdenas, el sentido de su 
voto. 
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El diputado Bulmaro Guerrero Cárdenas (desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: María del Carmen Carvajal Adame. 

La diputada María del Carmen Carvajal Adame (desde la curul): En contra. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputado Alain Ferrat. 

El diputado Alain Ferrat Mancera (desde la curul): No a las drogas. En contra. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputado Joaquín Díaz Mena. 

El diputado Joaquín Jesús Díaz Mena (desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputada Irma Piñeyro. 

La diputada Irma Piñeyro Arias (desde la curul): Eduquemos. No a las drogas. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Silvia Degante. 

La diputada Silvia Emilia Degante Romero (desde la curul): En contra. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputado Salazar Madera. 

El diputado Mario Alberto Salazar Madera (desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputado Delgado Oscoy. 

El diputado Alejandro Enrique Delgado Oscoy (desde la curul): a favor. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputado Joaquín Vela. 

El diputado Joaquín Humberto Vela González (desde la curul): Abstención. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Diputada Margarita Martínez. 

La diputada Blanca Margarita Martínez Bernal (desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado José Manuel del Río Virgen: Señor presidente, se emitieron 183 votos en pro, 88 en 
contra, 44 abstenciones. 

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aprobado en lo general y en lo particular por 183 votos el 
proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de 
Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. Pasa al Ejecutivo para sus 
efectos constitucionales. 
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SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del 
Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

Artículo Primero. Se REFORMA la fracción XXIII del artículo 3; el párrafo primero del artículo 192; y se 
ADICIONA un apartado C al artículo 13, un párrafo segundo al artículo 191, los párrafos segundo, tercero y 
cuarto con dos fracciones al artículo 192; el artículo 192 Bis; el artículo 192 Ter; el artículo 192 Quáter; el 
artículo 192 Quintus; el artículo 192 Sextus; el artículo 193 Bis; un párrafo segundo al artículo 204; un Capítulo 
VII denominado "Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo" al Título Décimo Octavo; los 
artículos 473 a 482, todos de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 3.- ... 

I. a XXII. ... 

XXIII. La prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos y el programa contra la 
farmacodependencia; 

XXIV. a XXXI. ... 

Artículo 13.- ... 

A. ... 

B. ... 

C. Corresponde a la Federación y a las entidades federativas la prevención del consumo de narcóticos, 
atención a las adicciones y persecución de los delitos contra la salud, en los términos del artículo 474 
de esta Ley. 

Artículo 191.- ... 

I. a III. ... 

La información que reciba la población deberá estar basada en estudios científicos y alertar de manera 
clara sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo de estupefacientes y psicotrópicos. 

Artículo 192.- La Secretaría de Salud elaborará un programa nacional para la prevención y tratamiento de 
la farmacodependencia, y lo ejecutará en coordinación con dependencias y entidades del sector salud y con 
los gobiernos de las entidades federativas. 

Este programa establecerá los procedimientos y criterios para la prevención, tratamiento y control de las 
adicciones y será de observancia obligatoria para los prestadores de servicios de salud del Sistema Nacional 
de Salud en todo el territorio nacional y en los establecimientos de los sectores público, privado y social que 
realicen actividades preventivas, de tratamiento y de control de las adicciones y la farmacodependencia. 

Las campañas de información y sensibilización que reciba la población deberán estar basadas en estudios 
científicos y alertar de manera adecuada sobre los efectos y daños físicos y psicológicos del consumo de 
estupefacientes y psicotrópicos. 

De conformidad con los términos establecidos por el programa nacional para la prevención y tratamiento 
de la farmacodependencia, los gobiernos de las entidades federativas serán responsables de: 

I. Promover y llevar a cabo campañas permanentes de información y orientación al público, para la 
prevención de daños a la salud provocados por el consumo de estupefacientes y psicotrópicos; y 
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II. Proporcionar información y brindar la atención médica y los tratamientos que se requieran a las 
personas que consuman estupefacientes y psicotrópicos. 

Artículo 192 bis.- Para los efectos del programa nacional se entiende por: 

I. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a 
estupefacientes o psicotrópicos; 

II. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o psicotrópicos y que no presente 
signos ni síntomas de dependencia; 

III. Farmacodependiente en recuperación: Toda persona que está en tratamiento para dejar de utilizar 
narcóticos y está en un proceso de superación de la farmacodependencia; 

IV. Atención médica: Al conjunto de servicios que se proporcionan al individuo, con el fin de proteger, 
promover y restaurar su salud; 

V. Detección temprana: Corresponde a una estrategia de prevención secundaria que tiene como 
propósito identificar en una fase inicial el consumo de narcóticos a fin de aplicar medidas 
terapéuticas de carácter médico, psicológico y social lo más temprano posible; 

VI. Prevención: El conjunto de acciones dirigidas a evitar o reducir el consumo de narcóticos, a disminuir 
situaciones de riesgo y limitar los daños asociados al consumo de dichas sustancias; 

VII. Tratamiento: El conjunto de acciones que tienen por objeto conseguir la abstinencia o, en su caso, la 
reducción del consumo de narcóticos, reducir los riesgos y daños que implican el uso y abuso 
de dichas sustancias, abatir los padecimientos asociados al consumo, e incrementar el grado de 
bienestar físico, mental y social, tanto del que usa, abusa o depende de esas sustancias, como 
de su familia; 

VIII. Investigación en materia de farmacodependencia: Tiene por objeto determinar las características y 
tendencias del problema, así como su magnitud e impacto en lo individual, familiar y colectivo; 
construyendo las bases científicas para la construcción de políticas públicas y los tratamientos 
adecuados para los diversos tipos y niveles de adicción; respetando los derechos humanos y su 
integridad, y 

IX. Suspensión de la farmacodependencia: Proceso mediante el cual el farmacodependiente participa en 
la superación de su farmacodependencia con el apoyo del entorno comunitario en la identificación 
y solución de problemas comunes que provocaron la farmacodependencia. 

Artículo 192 Ter.- En materia de prevención se ofrecerá a la población un modelo de intervención 
temprana que considere desde la prevención y promoción de una vida saludable, hasta el tratamiento 
ambulatorio de calidad, de la farmacodependencia, el programa nacional fortalecerá la responsabilidad del 
Estado, principalmente de la Secretaría de Salud, ofreciendo una visión integral y objetiva del problema para: 

I. Desarrollar campañas de educación para prevención de adicciones, con base en esquemas 
novedosos y creativos de comunicación que permitan la producción y difusión de mensajes de alto 
impacto social, con el fin de reforzar los conocimientos de daños y riesgos de la 
farmacodependencia, especialmente dirigirá sus esfuerzos hacia los sectores más vulnerables, a 
través de centros de educación básica; 

II. Coordinar y promover con los sectores público, privado y social, las acciones para prevenir la 
farmacodependencia, con base en la información y en el desarrollo de habilidades para proteger, 
promover, restaurar, cuidar la salud individual, familiar, laboral, escolar y colectiva; 

III. Proporcionar atención integral a grupos de alto riesgo en los que se ha demostrado, a través de 
diversas investigaciones y estudios, que, por sus características biopsicosociales, tienen mayor 
probabilidad de uso, abuso o dependencia a narcóticos, y 

IV. Realizar las acciones de prevención necesarias con base en la percepción de riesgo de consumo de 
sustancias en general, la sustancia psicoactiva de uso; las características de los individuos; los 
patrones de consumo; los problemas asociados a las drogas; así como los aspectos culturales y las 
tradiciones de los distintos grupos sociales. 
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Artículo 192 Quáter.- Para el tratamiento de los farmacodependientes, las dependencias y entidades de 
la administración pública en materia de salubridad general, tanto federales como locales, deberán crear 
centros especializados en tratamiento, atención, y rehabilitación, con base en sistemas modernos de 
tratamiento y rehabilitación, fundamentados en el respeto a la integridad y a la libre decisión 
del farmacodependiente. 

La ubicación de los centros se basará en estudios rigurosos del impacto de las adicciones en cada región 
del país y deberá: 

I. Crear un padrón de instituciones y organismos públicos y privados que realicen actividades de 
prevención, tratamiento, atención y reinserción social en materia de farmacodependencia, 
que contenga las características de atención, condiciones y requisitos para acceder a los servicios 
que ofrecen, y 

II. Celebrar convenios de colaboración con instituciones nacionales e internacionales de los sectores 
social y privado, y con personas físicas que se dediquen a la prevención, tratamiento, atención y 
reinserción social en materia de farmacodependencia, con el fin de que quienes requieran de 
asistencia, puedan, conforme a sus necesidades, características, posibilidades económicas, acceder 
a los servicios que todas estas instituciones o personas físicas ofrecen. 

Artículo 192 Quintus.- La Secretaría de Salud realizará procesos de investigación en materia de 
farmacodependencia para: 

I. Determinar las características y tendencias del problema, así como su magnitud e impacto en lo 
individual, familiar y colectivo; 

II. Contar con una base científica que permita diseñar e instrumentar políticas públicas eficaces en 
materia de farmacodependencia; 

III. Evaluar el impacto de los programas preventivos, así como de tratamiento y rehabilitación, 
estableciendo el nivel de costo-efectividad de las acciones; 

IV. Identificar grupos y factores de riesgo y orientar la toma de decisiones; 

V. Desarrollar estrategias de investigación y monitoreo que permitan conocer suficientemente, las 
características de la demanda de atención para problemas derivados del consumo de sustancias 
psicoactivas, la disponibilidad de recursos para su atención y la manera como éstos se organizan, así 
como los resultados que se obtienen de las intervenciones; 

VI. Realizar convenios de colaboración a nivel internacional que permita fortalecer el intercambio de 
experiencias novedosas y efectivas en la prevención y tratamiento, así como el conocimiento 
y avances sobre la materia, y 

VII. En toda investigación en que el ser humano sea sujeto de estudio, deberá prevalecer el criterio del 
respeto a su dignidad, la protección de sus derechos y su bienestar. 

En el diseño y desarrollo de este tipo de investigaciones se debe obtener el consentimiento informado 
y por escrito de la persona y, en su caso, del familiar más cercano en vínculo, o representante legal, según 
sea el caso, a quienes deberán proporcionárseles todos los elementos para decidir su participación. 

Artículo 192 Sextus.- El proceso de superación de la farmacodependencia debe: 

I. Fomentar la participación comunitaria y familiar en la prevención y tratamiento, en coordinación con 
las autoridades locales, y las instituciones públicas o privadas, involucradas en los mismos, para la 
planeación, programación, ejecución y evaluación de los programas y acciones; 

II. Fortalecer la responsabilidad social, la autogestión y el auto cuidado de la salud, fomentando la 
conformación de estilos de vida y entornos saludables que permitan desarrollar el potencial de cada 
persona, propiciando condiciones que eleven la calidad de vida de las familias y de las comunidades; 

III. Reconocer a las comunidades terapéuticas, para la rehabilitación de farmacodependientes, en la que 
sin necesidad de internamiento, se pueda hacer posible la reinserción social, a través del apoyo 
mutuo, y 

IV. Reconocer la importancia de los diversos grupos de ayuda mutua, que ofrecen servicios gratuitos en 
apoyo a los farmacodependientes en recuperación, con base en experiencias vivenciales 
compartidas entre los miembros del grupo, para lograr la abstinencia en el uso de narcóticos. 
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Artículo 193 Bis.- Cuando el centro o institución reciba reporte del no ejercicio de la acción penal, en 
términos del artículo 478 de esta Ley, las autoridades de salud deberán citar al farmacodependiente o 
consumidor, a efecto de proporcionarle orientación y conminarlo a tomar parte en los programas contra la 
farmacodependencia o en aquellos preventivos de la misma. 

Al tercer reporte del Ministerio Público el tratamiento del farmacodependiente será obligatorio. 

Artículo 204.- ... 

Las autoridades de seguridad pública de los tres órdenes de gobierno participarán en la prevención 
y combate a las actividades de posesión, comercio o suministro de estupefacientes y psicotrópicos cuando 
dichas actividades se realicen en lugares públicos, y actuarán conforme a sus atribuciones. 

CAPÍTULO VII 

Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo 

Artículo 473.- Para los efectos de este capítulo se entenderá por: 

I. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajenación de algún narcótico; 

II. Farmacodependencia: Es el conjunto de fenómenos de comportamiento, cognoscitivos y fisiológicos, 
que se desarrollan luego del consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos de los previstos en 
los artículos 237 y 245, fracciones I a III, de esta Ley; 

III. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a 
estupefacientes o psicotrópicos; 

IV. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o psicotrópicos y que no presente 
signos ni síntomas de dependencia; 

V. Narcóticos: los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen esta 
Ley, los convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen 
las demás disposiciones legales aplicables en la materia; 

VI. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están dentro del radio de acción 
y disponibilidad de la persona; 

VII. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la 
tenencia de narcóticos, y 

VIII. Tabla: la relación de narcóticos y la orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato 
prevista en el artículo 479 de esta Ley. 

Artículo 474.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de 
ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán y resolverán de los delitos o ejecutarán las 
sanciones y medidas de seguridad a que se refiere este capítulo, cuando los narcóticos objeto de los mismos 
estén previstos en la tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de 
multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no existan elementos suficientes para presumir 
delincuencia organizada. 

Las autoridades federales conocerán de los delitos en cualquiera de los casos siguientes: 

I. En los casos de delincuencia organizada. 

II. La cantidad del narcótico sea igual o mayor a la referida en el primer párrafo de este artículo. 

III. El narcótico no esté contemplado en la tabla. 

IV. Independientemente de la cantidad del narcótico el Ministerio Público de la Federación: 

a) Prevenga en el conocimiento del asunto, o 

b) Solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la investigación. 

La autoridad federal conocerá de los casos previstos en las fracciones II y III anteriores, de conformidad 
con el Código Penal Federal y demás disposiciones aplicables. En los casos de la fracción IV de este artículo 
se aplicará este capítulo y demás disposiciones aplicables. 
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Para efecto de lo dispuesto en el inciso b) de la fracción IV anterior, bastará con que el Ministerio Público 
de la Federación solicite a la autoridad competente de la entidad federativa, le remita la investigación 
correspondiente. Las diligencias desahogadas hasta ese momento por las autoridades de las entidades 
federativas gozarán de plena validez. 

En la instrumentación y ejecución de los operativos policíacos que se realicen para cumplir con dichas 
obligaciones las autoridades se coordinarán en los términos que establece la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables. 

El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a las autoridades de seguridad pública de las 
entidades federativas, le remitan informes relativos a la investigación de los delitos a que se refiere este 
capítulo. 

El Ministerio Público de las entidades federativas deberá informar oportunamente al Ministerio Público de 
la Federación del inicio de las averiguaciones previas, a efecto de que éste cuente con los elementos 
necesarios para, en su caso, solicitar la remisión de la investigación en términos de la fracción IV inciso b) de 
este artículo. 

En los casos a que se refiere el segundo párrafo de este artículo, el Ministerio Público del fuero común 
podrá practicar las diligencias de averiguación previa que correspondan y remitirá al Ministerio Público de la 
Federación, dentro de los tres días de haberlas concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que con ellas 
se relacione. 

Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se observarán las disposiciones relativas a la 
retención ministerial por flagrancia. 

Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca de los delitos previstos en este capítulo podrá 
remitir al Ministerio Público de las entidades federativas la investigación para los efectos del primer párrafo de 
este artículo, siempre que los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, la cantidad de que 
se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no se trate 
de casos de la delincuencia organizada. 

Si de las constancias del procedimiento se advierte la incompetencia de las autoridades del fuero común, 
remitirá el expediente al Ministerio Público de la Federación o al juez federal que corresponda, dependiendo 
de la etapa procesal en que se encuentre, a fin de que se continúe el procedimiento, para lo cual las 
diligencias desahogadas hasta ese momento por la autoridad considerada incompetente gozarán de plena 
validez. 

Artículo 475.- Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de doscientos a cuatrocientos días multa, a 
quien sin autorización comercie o suministre, aún gratuitamente, narcóticos previstos en la tabla, en cantidad 
inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla. 

Cuando la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para comprender la relevancia 
de la conducta o para resistir al agente; o que aquélla fuese utilizada para la comisión de los mismos se 
aplicará una pena de siete a quince años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa. 

Las penas que en su caso resulten aplicables por este delito serán aumentadas en una mitad, cuando: 

I. Se cometan por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar, juzgar o ejecutar 
las sanciones por la comisión de conductas prohibidas en el presente capítulo. Además, en este 
caso, se impondrá a dichos servidores públicos destitución e inhabilitación hasta por un tiempo igual 
al de la pena de prisión impuesta; 

II. Se cometan en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o dentro del espacio 
comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de la colindancia del 
mismo con quienes a ellos acudan, o 

III. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal relacionado con las 
disciplinas de la salud en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esta situación para cometerlos. 
En este caso se impondrá, además, suspensión e inhabilitación de derechos o funciones para el 
ejercicio profesional u oficio hasta por cinco años. En caso de reincidencia podrá imponerse, 
además, suspensión definitiva para el ejercicio profesional, a juicio de la autoridad judicial. 

Artículo 476.- Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a trescientos días multa, al que 
posea algún narcótico de los señalados en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil 
las cantidades previstas en dicha tabla, sin la autorización correspondiente a que se refiere esta Ley, siempre 
y cuando esa posesión sea con la finalidad de comerciarlos o suministrarlos, aún gratuitamente. 
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Artículo 477.- Se aplicará pena de diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta días multa al que 
posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil 
las previstas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta Ley, cuando por las circunstancias del 
hecho tal posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aún gratuitamente. 

No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea medicamentos que contengan 
alguno de los narcóticos previstos en la tabla, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos 
especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios 
para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de 
quien los tiene en su poder. 

Artículo 478.- El Ministerio Público no ejercerá acción penal por el delito previsto en el artículo anterior, en 
contra de quien sea farmacodependiente o consumidor y posea alguno de los narcóticos señalados en la 
tabla, en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su estricto consumo personal y fuera de los 
lugares señalados en la fracción II del artículo 475 de esta Ley. La autoridad ministerial informará al 
consumidor la ubicación de las instituciones o centros para el tratamiento médico o de orientación para la 
prevención de la farmacodependencia. 

El Ministerio Público hará reporte del no ejercicio de la acción penal a la autoridad sanitaria de la entidad 
federativa donde se adopte la resolución con el propósito de que ésta promueva la correspondiente 
orientación médica o de prevención. La información recibida por la autoridad sanitaria no deberá hacerse 
pública pero podrá usarse, sin señalar identidades, para fines estadísticos. 

Artículo 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico está destinado para su 
estricto e inmediato consumo personal, cuando la cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, derivados 
o preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente: 

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato 

Narcótico Dosis máxima de consumo personal e inmediato 

Opio 2 gr. 

Diacetilmorfina o Heroína 50 mg. 

Cannabis Sativa, Indica o Mariguana 5 gr. 

Cocaína 500 mg. 

Lisergida (LSD) 0.015 mg. 

Polvo, granulado o cristal Tabletas o cápsulas 
MDA, 

Metilendioxianfetamina 40 mg. 
Una unidad con peso no mayor a 
200 mg. 

MDMA, dl-34-metilendioxi-n-
dimetilfeniletilamina 

40 mg. 
Una unidad con peso no mayor a 
200 mg. 

Metanfetamina 40 mg. 
Una unidad con peso no mayor a 
200 mg. 

 

Artículo 480.- Los procedimientos penales y, en su caso, la ejecución de las sanciones por delitos a que 
se refiere este capítulo, se regirán por las disposiciones locales respectivas, salvo en los casos del destino y 
destrucción de narcóticos y la clasificación de los delitos como graves para fines del otorgamiento de la 
libertad provisional bajo caución, en los cuales se observarán las disposiciones del Código Federal de 
Procedimientos Penales. 

Artículo 481.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto identifique que una 
persona relacionada con un procedimiento es farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su 
caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tratamiento que 
corresponda. 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente. 
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Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando 
procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a que se le haya considerado 
farmacodependiente, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico 
correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora. 

Artículo 482.- Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento que el propietario, poseedor, arrendatario 
o usufructuario de un establecimiento de cualquier naturaleza lo empleare para realizar cualquiera de las 
conductas sancionadas en el presente capítulo o que permitiere su realización por terceros, informará a la 
autoridad administrativa competente para que, en ejercicio de sus atribuciones, realice la clausura del 
establecimiento, sin perjuicio de las sanciones que resulten por la aplicación de los ordenamientos 
correspondientes. 

Lo mismo se observará respecto de los delitos de comercio, suministro y posesión de narcóticos previstos 
en los artículos 194, fracción I, 195 y 195 bis del Código Penal Federal. 

Artículo Segundo. Se REFORMA el artículo 195, 195 bis y 199; y se ADICIONAN los párrafos tercero  
y cuarto a la fracción I del artículo 194, todos del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 194.- ... 

I ... 

... 

Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de 
la tenencia de narcóticos. 

El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, perseguidos y, en su caso sancionados 
por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los 
supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento. 

II.- a IV.- ... 

... 

Artículo 195.- Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos cincuenta días multa, 
al que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización correspondiente a que 
se refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de realizar alguna de 
las conductas previstas en el artículo 194, ambos de este código. 

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades 
del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 
474 de dicho ordenamiento. 

Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en el artículo 479 de la 
Ley General de Salud, en cantidad igual o superior a la que resulte de multiplicar por mil las ahí referidas, se 
presume que la posesión tiene como objeto cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 194 de 
este código. 

Artículo 195 bis.- Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de alguno de los narcóticos 
señalados en el artículo 193, sin la autorización a que se refiere la Ley General de Salud, no pueda 
considerarse destinada a realizar alguna de las conductas a que se refiere el artículo 194, se aplicará pena de 
cuatro a siete años seis meses de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días multa. 

El Ministerio Público Federal no procederá penalmente por este delito en contra de la persona que posea: 

I. Medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos 
especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los 
necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia 
o asistencia de quien los tiene en su poder. 

II. Peyote u hongos alucinógenos, cuando por la cantidad y circunstancias del caso pueda presumirse 
que serán utilizados en las ceremonias, usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas, 
así reconocidos por sus autoridades propias. 

Para efectos de este capítulo se entiende por posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos 
están dentro del radio de acción y disponibilidad de la persona. 
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La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por las autoridades 
del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 
474 de dicho ordenamiento. 

Artículo 199.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto conozca que una 
persona relacionada con algún procedimiento por los delitos previstos en los artículos 195 o 195 bis, es 
farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias 
competentes, para los efectos del tratamiento que corresponda. 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente. 

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando 
procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí 
se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su 
rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora. 

Artículo Tercero. Se REFORMAN las fracciones IV y V del artículo 137; el inciso 12 de la fracción I y la 
fracción XV del artículo 194; los artículos 523, 526 y 527; el nombre del CAPITULO III denominado 
"De los que tienen el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos" 
denominándose "De los farmacodependientes"; se ADICIONA una fracción VI al artículo 137, un artículo  
180 bis; se DEROGAN los artículos 524 y 525, todos del Código Federal de Procedimientos Penales, para 
quedar como sigue: 

Artículo 137.-... 

I. a III. ... 

IV. Cuando la responsabilidad penal se haya extinguida legalmente, en los términos del Código Penal; 

V. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el inculpado actuó en 
circunstancias que excluyen la responsabilidad penal, o 

VI. En los demás casos que señalen las leyes. 

Artículo 180 bis.- Tratándose de los delitos de narcomenudeo previstos en los artículos 475, 476 y 477 de 
la Ley General de Salud, para fines de investigación el titular del Ministerio Público de la Federación podrá 
autorizar que agentes de la policía bajo su conducción y mando compren, adquieran o reciban la transmisión 
material de algún narcótico para lograr la detención del probable responsable del comercio o suministro de 
narcóticos o de la posesión de los mismos con dichos fines y el aseguramiento correspondiente. 

El titular del Ministerio Público de la Federación o el servidor público que al efecto designe podrá autorizar, 
caso por caso, a los titulares del Ministerio Público de las entidades federativas para que, por conducto de sus 
policías, empleen las técnicas de investigación a que se refiere el párrafo anterior. 

Una vez expedida la autorización a que se refieren los párrafos precedentes, el Ministerio Público de la 
Federación y, en su caso, el Ministerio Público de las entidades federativas, deberá señalar por escrito 
en la orden respectiva los lineamientos, términos, limitaciones, modalidades y condiciones a los que debe 
sujetarse el agente o agentes de la policía que deberán ejecutar la orden. 

En las actividades que desarrollen el o los policías que ejecuten la orden se considerará que actúan en 
cumplimiento de un deber, siempre que su actuación se apegue a los lineamientos, términos, modalidades, 
limitaciones y condiciones a que se refiere el párrafo anterior. 

El Ministerio Público de la Federación deberá dar aviso de la autorización prevista en el primer párrafo de 
este artículo al Ministerio Público de las entidades federativas en las que se ejecute la orden respectiva. 

Artículo 194.- ... 

I.- ... 

1) a 11) ... 

12) Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte 
primera del párrafo tercero. 
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13) a 36). ... 

II. a XIV. ... 

XV. De la Ley General de Salud, los previstos en las fracciones I, II y III del artículo 464 Ter, y en los 
artículos 475 y 476. 

XVI. ... 

... 

CAPÍTULO III 

De los farmacodependientes 

Artículo 523.- El Ministerio Público al iniciar la averiguación previa, dará aviso a la autoridad sanitaria 
correspondiente, cuando un farmacodependiente cometa un delito, a fin de que dicha autoridad intervenga en 
los términos de las disposiciones aplicables, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 199, segundo párrafo, del 
Código Penal Federal. 

Artículo 524.- Derogado. 

Artículo 525.- Derogado. 

Artículo 526.- Si el inculpado además de adquirir o poseer los estupefacientes o psicotrópicos necesarios 
para su consumo personal, comete cualquier delito contra la salud, se le consignará, sin perjuicio de que 
intervenga la autoridad sanitaria competente para su tratamiento o programa de prevención. 

Artículo 527.- Cuando exista aseguramiento de estupefacientes o psicotrópicos, el Ministerio Público o el 
juez solicitarán la elaboración del dictamen pericial correspondiente a la autoridad competente, sobre los 
caracteres organolépticos o químicos de la sustancia asegurada. Este dictamen cuando hubiere detenido, 
será rendido a más tardar dentro del plazo de setenta y dos horas a que se refiere el artículo 19 constitucional. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  
de la Federación. 

Para efecto de lo dispuesto en el artículo 474 de la Ley General de Salud, las legislaturas locales y la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal contarán con el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto para realizar las adecuaciones a la legislación que corresponda. 

La Federación y las entidades federativas contarán con el plazo de tres años a partir de la entrada en vigor 
del presente Decreto, para realizar las acciones necesarias, según sea el caso, a fin de dar el debido 
cumplimiento a las atribuciones contenidas en el mismo. 

SEGUNDO.- Los procedimientos penales que se estén substanciando a la entrada en vigor del presente 
Decreto se seguirán conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos. 

TERCERO.- A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el presente Decreto con 
anterioridad a su entrada en vigor, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán aplicables las 
disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido. 

CUARTO.- Las autoridades competentes financiaran las acciones derivadas del cumplimiento del presente 
Decreto con los recursos que anualmente se prevea en el Presupuesto de Egresos de la Federación, sin 
menoscabo de los recursos que para tales efectos aporten las entidades federativas. 

QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

México, D.F., a 30 de Abril de 2009.- Sen. Gustavo Enrique Madero Muñoz, Presidente.- Dip. César 
Horacio Duarte Jáquez, Presidente.- Sen. Adrian Rivera Perez, Secretario.- Dip. José Manuel del Río 
Virgen, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a diez de agosto de dos mil nueve.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Fernando Francisco 
Gómez Mont Urueta.- Rúbrica. 
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